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La muerte del ser humano, es un tema que ha sido abordado por diferentes 
profesionales, quienes desarrollan todo una teoría de lo que significa el episodio 
como tal. Por ejemplo la psiquiatra Suiza Elisabeth Kübler-Ross en su obra Sobre 
la muerte y los moribundos, analiza los diversos sentimientos que sobre el ser 
humano se evidencian, logrando esta percepción luego de estudiar aquellos seres 
en condición de moribundos y enfermos desahuciados, explicando y haciendo 
énfasis en los diferentes estados psicológicos de negación y aceptación de este 
fenómeno. 
Concepción de muerte que no escapa a las políticas públicas de los Estados 
constituidos, ya que las mismas contemplan y son relevantes en el sector de la 
salud, dicha problemática es abordada permanentemente y para ello se 
constituyen diferentes comités de seguimiento en los respectivos entes de control 
y regulación, ministerios de salud, superintendencia de Salud etc…, organismos 
estos quienes llevan la política pública y los cuadros estadísticos de fallecidos, por 
edades, enfermedades y otras causas que ayudan al gobierno a generar líneas de 
acción en torno de a tal fenómeno. 
Realidad que recae, en cada uno de nosotros, ya que es lo único seguro que se 
tiene, pero como debemos afrontarla, pues qué familia constituida  no ha tenido al 
interior, un familiar cercano que se encuentre en su lecho de enfermo o en estado 
de enfermedad terminal, en el que no se hubiera propuesto el interrogante acerca 
de sí la muerte de quien sufre en esta situación no sería la mejor alternativa a su 
condición y estado de sufrimiento?, ello nos obliga necesariamente a mirar en un 
contexto constitucional, legal y jurisprudencial que ha dicho nuestra sociedad 
colombiana frente a tal situación. 
Para ello ha de tenerse en cuenta, que no solo nuestro país ha debatido el tema 
de la muerte, como opción frente a aquellas situaciones de salud irreversibles del 
ser humano, en la que la ciencia médica ha desahuciado al enfermo terminal con 
la opción de la muerte como su solución, se reconoce que hay un consenso 
universal abordar y estudiar el tema, es así como el autor Dereck Humphry en su 
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libro el último recurso, donde describe toda una evolución histórica sobre la 
eutanasia que invita a una reflexión personal, acerca de la muerte como una 
decisión autónoma y propia, o como lo plantea Maurice Verzele en su obra La 
muerte sin dolor: suicidio y eutanasia, que señala el sentimiento de conocer cómo 
va hacer el final de su vida, para concluir que tiene un significado de auto 
liberación cuando se respeta la voluntad de quien quiere morir conscientemente 
La teología no se ha quedado atrás y ha reflexionado pesé al gran tabú que 
significa abordar este tipo de temas, ha permitido el debate público, pues señala 
no solo el derecho a vivir, sino también el de morir dignamente, aspectos que son 
tratados magistralmente por el autor Hans Kung y Walter Jens en su obra Morir 
con dignidad. 
La ciencia médica tampoco ha sido ajena al tema, pesé al rigor ético de quienes 
se forman en la disciplina mediante el juramento hipocrático, cuyo objetivo 
principal es la vida y la integridad de las personas, sin embargo han abordado la 
posibilidad de la muerte digna o como se denomina en Europa suicidio 
medicamente asistido (SMD), como alternativa digna para el buen morir. 
Autores nacionales también se han pronunciado frente a este tema de la Muerte 
Dulce, es el caso de Isa Fonnegra de Jaramillo en su obra De cara a la muerte, 
que divide su obra en tres grandes partes, una titulada, ante la muerte, que se 
ocupa de aquellas actitudes que se asumen ante el fenómeno en nuestra sociedad 
occidental; una segunda parte, dedicada al morir humano, en el que nos acerca a 
la experiencia personal que enfrentamos a nuestro final y por supuesto el de 
nuestros allegados frente a la decisión de aplicar o no la eutanasia;  una tercera, 
en la que asume sus reflexiones frente a la perdida, dolor y recuperación de una 
persona enferma frente a nuestra vida emocional. 
De acuerdo a lo anterior necesario y justo, resulta para este trabajo que 
analicemos en nuestra sociedad, si el Derecho a la Vida Digna, esta 
necesariamente relacionado con el Derecho también fundamental de igualdad y 
ejercicio social, el de escoger como alternativa la voluntad libre de vicios de morir 
con dignidad ante eventuales condiciones de salud irreversibles, cuando la ciencia 
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médica no brinda una alternativa para superarla, solo orienta esfuerzos de 
mantenimiento y mitigación del intenso sufrimiento. 
Razón por la que se presenta una propuesta de modificación, al ordenamiento 
jurídico colombiano, en el que se permita a través de la descriminalización o 
despenalización de la conducta del médico que ejecute la voluntad de quien ha 
firmado con plena capacidad su voluntad exenta de vicios  la de morir dignamente, 
propuesta que busca igualmente generar una regulación de la situación, 
previamente la superación del debate que lime, todas las concepciones que estén 















1. ASPECTOS PRELIMINARES 
 
1.1. HIPÓTESIS. 
El Estado Social de Derecho implementado en Colombia cuya orientación es la de 
ser antropocéntrica, en cuanto  propugna por la dignidad del hombre como centro 
de atención de los fines estatales, debe hacer efectivo y materializar los derechos 
de las personas y por lo tanto forjar la libertad y autonomía para disponer 
razonada y con suficiente información  de cómo se quiere morir ante una 
enfermedad irremediable y dolorosa y bajo el desahucio médico, ante el intenso 
sufrimiento en que se puede estar ante una enfermedad o situación irreversible 
desde el punto de vista de la ciencia médica. 
En Colombia por disposición del artículo 111 superior, la vida es un derecho 
fundamental de especial protección, al consagrarse lapidariamente la vida es 
inviolable, prohibiendo la pena de muerte. 
Así mismo el ordenamiento constitucional también consagra la dignidad humana2 
como valor fundante de la sociedad, lo que intuye y garantiza un Estado 
antropocéntrico, donde el hombre y sus necesidades como se dijo son el fin a 
cumplir, tal y como lo señala la Constitución3 al consagrar “Son fines esenciales 
del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo.” 
                                                          
1
 Artículo 11 C.N. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 
2
 Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general. 
3
 Art. 2 C.N. 
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De otro lado se institucionaliza el derecho a la salud que viene siendo desarrollado 
desde la perspectiva jurisprudencial de la Corte Constitucional como un derecho 
fundamental por conexidad, su protección lo ha sido a través de tres vías: “La 
primera ha sido estableciendo su relación de conexidad con el derecho a la vida, 
el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana, lo cual le ha 
permitido a la Corte identificar aspectos del núcleo esencial del derecho a la salud 
y admitir su tutelabilidad; la segunda ha sido reconociendo su naturaleza 
fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, 
lo cual ha llevado a la Corte a asegurar que un cierto ámbito de servicios de salud 
requeridos sea efectivamente garantizado; la tercera, es afirmando en general la 
fundamentalidad del derecho a la salud en lo que respecta a un ámbito básico el 
cual coincide con los servicios contemplados  por la Constitución, el bloque de 
constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud , con las extensiones 
necesarias para proteger una vida digna.”4 
Este trabajo busca en consecuencia revisar el marco constitucional, legislativo y 
jurisprudencial que enfrenta incuestionablemente los derechos a la vida, dignidad 
humana y el ejercicio de un derecho como sería el de la autonomía en el morir 
dignamente, cuando se dan las especiales circunstancias en que la vida digna no 
se refleja en el estado de salud, cuya prolongación implica un sufrimiento 
innecesario. 
Para desarrollar tal aspecto, se analizará la concepción de la dignidad humana en 
el plano constitucional, así también el derecho a la salud, la responsabilidad 
médica frente a la muerte del paciente, para relacionar las diferentes iniciativas 
legislativas que al congreso de la república se han presentado abordando el tema 
y su estado actual, finalizando como se señaló con un anexo que contiene la 
propuesta regulatoria y de descriminalización a la acción del buen morir o morir 
dignamente. 
 
                                                          
4
 Expediente T-1281247 Corte Constitucional, Sentencia T 760/08 
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1.2   JUSTIFICACIÓN 
 
El derecho penal colombiano y en general las normas concordantes, siempre ha 
mostrado su  dureza y férrea convicción en defensa del derecho fundamental de la 
vida, su preservación e integridad aspectos  a los cuales es enfática la Ley 599 de 
2000, nuestra actual disposición sustantiva. Norma en la cual se han establecido 
los principios rectores de la ley penal colombiana, su ámbito de aplicación, la 
estructura de la conducta punible y sus consecuencias, los criterios y reglas para 
determinar la punibilidad, los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la 
libertad, las medidas de seguridad, la extinción de la acción y de la sanción penal 
así como la responsabilidad civil derivada de la conducta punible. 
Disposición que trae un libro especial que es su segundo cuerpo para referirse a 
los delitos en particular, en el cual encontramos un capítulo específico dedicado al 
Homicidio, el “Homicidio por piedad y la Inducción o ayuda al suicidio” artículos 
106 y 107, tipos penales que niegan totalmente la posibilidad de evitar 
sufrimientos graves o enfermedades graves o ayudar a otra a evitar tales 
padecimientos colocándole fin a su existencia humana. 
Con el paso del tiempo, tal derecho, es decir el de morir dignamente para nuestro 
caso, ha venido recobrando importancia, debate que se encuentra abierto para ir 
sentando las bases de una regulación que permita que tal derecho sea 
considerado autónomo e independiente y por consiguiente, que su resultado, en 
donde intervenga un tercero no sea punible. 
Pero por tratarse de una discusión bastante compleja y diferenciada, ya que 
existen tensiones por los diferentes intereses sociales, religiosos y políticos en 
juego, no por ello podemos alejarnos de la realidad palpable que ella conlleva, 
centrada en la decisión libre e informada  de un individuo de terminar con su vida 
cuando exista un padecimiento tan grave que cause tal dolor que verdaderamente 
haga intolerable tal padecimiento y continuar soportándolos, en este aspecto 
existen unos perjuicios morales y legales que dejan vacíos y contradicciones que 
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se irán objetivos al enfrentarlos al concepto de dignidad humana que se propugna 
en el ámbito constitucional. 
Por lo anterior es preciso determinar los principios básicos que orientan la vida, ya 
que bien ha dicho la jurisprudencia sobre el tema, plantear necesariamente una 
regulación que enmarque y definan la autonomía de esta conducta que permita 
eliminar los tipos penales que limitan el derecho a la libertad de elegir el destino de 
su vida cuando el dolor grave e incurable hace padecer a un ser humano tal 
sufrimiento que la ciencia no pueda combatir y por ende, eliminar las 
responsabilidades de los terceros a la cual están sujetos científicos que puedan 
ayudar a extinguir tal sufrimiento.   
El Derecho Penal no puede caer en el retraso jurídico por guardar fidelidad al 
denominado ius puniendi del Estado, y por ende ser contradictor precisamente de 
su finalidad ecuánime, cual es la de evitar arbitrariedades al regular los 
comportamientos de los miembros de la sociedad que puedan romper el equilibrio 
social, razón por la cual se abre el debate o mejor se continua para no negarnos a 
la realidad de quienes sufren en su ser tal padecimiento y de quienes tienen el 
conocimiento de verdaderamente prestar la ayuda y dar por terminado tal 
sufrimiento. 
 Regular el tema genera beneficios, el primer beneficiado es el Estado mismo en 
cuya cabeza radica el deber funcional de garantizar y hacer efectivos los derechos 
de los coasociados, pues ya que la practica muestra que el sistema de salud, que 
está obligado a brindar, precisamente para proteger la vida, cada día se encuentra 
más cuestionado y revaluado y por ende ineficaz e inhumano. Por qué no prestar 
el debate legislativo que permita establecer reglas claras y definidas sobre la 
elección a morir dignamente; de esta manera, se permitiría al enfermo terminal 
que sufre gran dolor contar con una norma que pueda consultar con terceros 
científicamente aprobados, poner fin a tal sufrimiento. 
Además, el mismo Estado podría utilizar los recursos de tratamientos de alto costo 
que resultan inanes ante el dolor de ciertas enfermedades que la ciencia no ha 
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podido contrarrestar, para focalizarlos en otras necesidades del sector salud como 
la prevención de enfermedades.  
No podemos ser ciegos ante los diferentes pronunciamientos de la Corte 
Constitucional en sus sentencias, donde ya se ha venido pronunciando sobre 
necesidad de regular tal mediada así como su contenido propio y autónomo de 
categorías tales como la tipicidad, antijurídica, culpabilidad y punibilidad, así como 
de la posibilidad de aplicar una causal de principio de oportunidad y de verificar los 
criterios de la no necesidad de una pena. 
Ahora podemos indicar que un consentimiento debidamente informado en torno al 
cese definitivo de sufrimientos innecesarios en quién se encuentra padeciendo 
grave enfermedad o intensos dolores, cuando la medicina ya no tiene alternativa 
para recuperarse, poner fin a la vida mediante lo que la ley define hoy como 
homicidio piadoso o la ayuda al suicidio, debe equivaler a una expresión de la 
última voluntad del paciente terminal, por lo tanto debe ser descriminalizado en el 












1.3  OBJETIVOS 
 
1.4 OBJETIVO GENERAL 
Definir a partir del bloque de constitucionalidad, la descriminalización y derecho a 
morir dignamente en Colombia, como voluntad anticipada. 
 
1.3.1 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
Revisar la concepción constitucional de los conceptos Dignidad Humana, Derecho 
a la Salud, autonomía personal se contienen en el marco jurídico superior. 
Relacionar la jurisprudencia que se ha producido en la materia de despenalización 
del accionar médico frente al morir digno o eutanásico y la estructura del 
Homicidio por piedad.  
Ubicar los criterios jurídicos y sociales que defienden y se oponen a las categorías 
propias del derecho a la vida y el derecho a morir dignamente. 
Señalar los elementos jurídicos generales para descriminalizar la acción medica 
que ejecute el derecho a morir dignamente. 
Verificar como solución a la tensión surgida entre el derecho a la vida, derecho a 
la salud y el derecho a morir dignamente la aplicabilidad de un probable principio 
de oportunidad, regulación normativa específica y aún más allá aplicar los criterios 






1.4  PROBLEMA JURIDICO 
Previamente a definir un problema jurídico y en el caso en el particular se realiza 
una breve reflexión sobre la orientación que brindara la Corte Constitucional en la 
sentencia C-239 de 1997 con ponencia del Honorable Magistrado Doctor Carlos 
Gaviria Díaz hace y que resulta una de las fuentes de inspiración de este trabajo 
de investigación, su contenido constituye un antecedente de obligatoria 
observación en los siguientes términos: 
Ayudar a morir a una persona que presenta sufrimientos intensos que se reportan 
medicamente como irreversibles y por ende innecesarios, a la luz del concepto de 
dignidad humana, resultaría  acertado que se descriminalice  la acción humana en 
un ordenamiento jurídico como el colombiano atendiendo a lineamientos del 
concepto de DIGNIDAD HUMANA y el EJERCICIO DE UN DERECHO en 
condiciones de igualdad, entendidos estos como valores fundantes de la 
Constitución Política de Colombia en su artículo primero y trece.5 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional introdujo un cambio sustancial 
aplicable en la normatividad pública fundamental en el respeto por la vida humana, 
bajo el criterio de la justificación del acto médico que permite ayudar 
compasivamente según la decisión, a algunos pacientes a morir. 
En dicha sentencia C-239 de 1997, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad 
del artículo 326 del Decreto Ley 100 de 1980 (Código Penal), con la advertencia 
que en el caso de los enfermos terminales en que ocurra la voluntad del sujeto 
                                                          
5
 Articulo 1 Colombia es un Estado social de derecho,  organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el  trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general. 
Artículo 13 Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley,  recibirán la misma protección y trato de 
las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminalización 
por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 





pasivo del acto, no podrá derivarse responsabilidad para el médico autor, pues la 
conducta se encuentra justificada. 
Para ello entendemos que la decisión en comento acerca la efectividad del 
derecho a una realidad social de quienes sufren intensos dolores o padecen 
graves enfermedades y requieren de poner fin a ello, en condiciones de dignidad y 
bajo la libertad y autonomía de disponer de su propia vida, asistido medicamente. 
En este orden de ideas nos planteamos los siguientes problemas jurídicos: 
¿El poner fin a la vida de manera libre, autónoma y voluntaria ante intensos 
sufrimientos cuando la ciencia médica no ofrece alternativa para su 
restablecimiento y en respeto por la igualdad, libre desarrollo de la personalidad 
en ejercicio de un derecho, debe continuar castigándose penalmente en especial a 
quién utilizando el conocimiento medico científico en forma consciente y en 
cumplimiento de la voluntad expresada, protocolizada y documentada previamente 
ayuda a morir dignamente a una persona?  
¿Existe y se refleja la necesidad de imponer una pena y el adelantamiento de un 
proceso penal dentro del aparato jurisdiccional colombiano en estos casos a quién 
coopere desde el punto de vista médico a morir dignamente a una persona que así 









2.1. DERECHO A LA VIDA  
Desde siempre la vida humana es considerada como el derecho más significativo 
dentro de las sociedades que de acuerdo a la evolución se han generado. 
Desde instrumentos universales, regionales, y nacionales, especial consagración y 
protección se han venido generando en pro de privilegiar la vida, rechazando todo 
tipo de intromisión estatal en limitar o suprimir tan transcendental derecho. 
La Declaración Universal de Derechos Humanos  en su preámbulo6, 
considerandos previos en la que se declara tajantemente: “Considerando que el 
desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos 
de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha 
proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 
mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de 
la libertad de palabra y de la libertad de creencias” se procede a proclamar la carta 
de derechos universales en cuyo cuerpo se expresa:  
“Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona.”7  
Ello replica en el ámbito regional, por lo que reunidos los países americanos en 
San José de Costa Rica  del 7 al 22 de noviembre de 1969, proclaman para el 
continente americano lo que se denominó la  CONVENCION AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS o como es conocido (Pacto de San José), allí 
luego de las sesiones y comités propios de la organización, se dijo reafirmando su 
propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el 
                                                          
6
 PREÁMBULO. Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana. 
 
7
 Artículo 3. ASAMBLEA GENERAL - DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 
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respeto de los derechos esenciales del hombre, para lo cual “Reconociendo que 
los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de 
determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 
humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno 
de los Estados americanos.” reiterando las consagraciones ya definidas en el orbe 
internacional y mundial, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, mediante el cual se debe entender sólo puede realizarse “… el ideal del 
ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que 
permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 
culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos.”8 
Son en consecuencia los artículos cuatro y cinco de la Convención Americana de 
Derechos los que consagran, no solo la vida como valor supremo, sino que 
también lo es la integridad humana en sus diferentes dimensiones, que para una 
mayor comprensión se relacionan tal y como fueron expuestos en la respectiva 
codificación: 
Artículo 4.  Derecho a la Vida 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este 
derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del 
momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente.  
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo 
podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de 
sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con 
una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la 
comisión del delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a 
los cuales no se la aplique actualmente.  





3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han                    
abolido.  
 4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos 
políticos ni comunes conexos con los políticos.  
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el 
momento de la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años 
de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado 
de gravidez.  
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la 
amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán 
ser concedidos en todos los casos.  No se puede aplicar la pena de 
muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante 
autoridad competente.  
 Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal  
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 
psíquica y moral.  
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será 
tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.  
  3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.  
 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo 
en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 
adecuado a su condición de personas no condenadas.  
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser 
separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, 
con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.  
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6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial 
la reforma y la readaptación social de los condenados. 
Ya en plano nacional colombiano, el marco constitucional y legal responde a los 
instrumentos internacionales de manera armónica, que atrás se relacionaron y 
consagra el derecho a la vida como derecho fundamental, consagrando como 
conducta punible el homicidio y las lesiones personales en el código penal que 
rige en el territorio nacional. 
Así entonces luego de definir el preámbulo constitucional, definiendo la orientación 
político social, concretando los fines esenciales del estado en los artículo 1 y 29 , 
en su artículo once señala : “El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de 
muerte”. Más adelante en el artículo 13 constitucional establece una igualdad y 
respeto por el goce de los derechos: “13.  Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y 
gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica.” 
Afirmaciones categóricas que se refleja en el código penal colombiano al 
consagrar en el libro segundo, parte especial, de los delitos en particular , Título I, 
Delitos contra la vida y la integridad personal, conductas que son reprimidas con 
castigo punitivo a quién atente contra ellas en su adecuación típica, actualmente la 
Ley 599 de 2.00010, que de manera sistemática consagran las diferentes 
modalidades en las que se puede atentar contra la vida o la integridad de las 
                                                          
9 ARTICULO   1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
ARTICULO   2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
10
 Código Penal Colombiano. 
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personas, en perfecta armonía con los instrumentos del orden universal y regional 
como se han señalado.11   
                                                          
11
 CAPITULO SEGUNDO 
Del homicidio 
Artículo 103. Homicidio. El que matare a otro, incurrirá en prisión de trece (13) a veinticinco (25) años. 
Artículo 104. Circunstancias de agravación. La pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, si la conducta descrita en el 
artículo anterior se cometiere: 
1.  Modificado por el art. 26, Ley 1257 de 2008. En la persona del ascendiente o descendiente, cónyuge, compañero o compañera 
permanente, hermano, adoptante o adoptivo, o pariente hasta el segundo grado de afinidad. Declarado EXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-029 de 2009, en el entendido de que la misma incluye, en igualdad de condiciones, a los 
integrantes de las parejas del mismo sexo.  
2. Para preparar, facilitar o consumar otra conducta punible; para ocultarla, asegurar su producto o la impunidad, para sí o para los 
copartícipes. 
3. Por medio de cualquiera de las conductas previstas en el Capítulo II del Título XII y en el Capítulo I del Título XIII, del libro segundo de 
este código. 
4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil. 
5. Valiéndose de la actividad de inimputable. 
6. Con sevicia. 
7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación. 
8. Con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas.  
9. En persona internacionalmente protegida diferente a las contempladas en el Título II de éste Libro y agentes diplomáticos, de 
conformidad con los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia. 
 10.  Modificado por el art. 2, Ley 1309 de 2009, Modificado por el art. 2, Ley 1426 de 2010.  Si se comete en persona que sea o haya 
sido servidor público, periodista, juez de paz, dirigente sindical, político o religioso en razón de ello. 
11. Adicionado por el art. 26, Ley 1257 de 2008  
Artículo 105. Homicidio preterintencional. El que preterintencionalmente matare a otro, incurrirá en la pena imponible de acuerdo con 
los dos artículos anteriores disminuida de una tercera parte a la mitad. 
Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión 
corporal o enfermedad grave e incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio. El que eficazmente induzca a otro al suicidio, o le preste una ayuda efectiva para su 
realización, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años.  
Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e 
incurable, se incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Artículo 108. Muerte de hijo fruto de acceso carnal violento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no 
consentidas. La madre que durante el nacimiento o dentro de los ocho (8) días siguientes matare a su hijo, fruto de acceso carnal o acto 
sexual sin consentimiento, o abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, incurrirá en 
prisión de cuatro (4) a seis (6) años. 
Artículo 109. Homicidio culposo. El que por culpa matare a otro, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años y multa de veinte (20) a 
cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego, se impondrá igualmente la privación del 
derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas y la de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, respectivamente, 
de tres (3) a cinco (5) años. 
Artículo 110. Circunstancias de agravación punitiva para el homicidio culposo.  Modificado por la Ley 1326 de 2009. El nuevo texto es el 
siguiente: La pena prevista en el articulo anterior se aumentará: 
1. Si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o droga o sustancia que 
produzca dependencia física o psíquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia, la pena se aumentará de la mitad al doble de 
la pena. 
2. Si el agente abandona sin justa causa el lugar de la comisión de la conducta, la pena se aumentará de la mitad al doble de la pena. 
3. Si al momento de cometer la conducta el agente no tiene licencia de conducción o le ha sido suspendida por autoridad de tránsito, la 
pena se aumentará de una sexta parte a la mitad. 
4. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando pasajeros o carga pesada sin el lleno de los requisitos legales, la 
pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes. 
5. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando niños o ancianos sin el cumplimiento de los requisitos legales, la 
pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes. 
 6. Adicionado por el art. 2, Ley 1696 de 2013.  
Texto anterior  
La pena prevista en el artículo anterior se aumentará de una sexta parte a la mitad, en los siguientes casos: 
1. Si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o de droga o sustancia que 
produzca dependencia física o síquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia.  
2. Si el agente abandona sin justa causa el lugar de la comisión de la conducta. 
CAPITULO TERCERO 
De las lesiones personales 
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Artículo 111. Lesiones. El que cause a otro daño en el cuerpo o en la salud, incurrirá en las sanciones establecidas en los artículos 
siguientes.  
Artículo 112. Incapacidad para trabajar o enfermedad. Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o en enfermedad que no pase 
de treinta (30) días, la pena será de prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o enfermedad superior a treinta (30) días sin exceder de noventa (90), la pena será 
de uno (1) a tres (3) años de prisión y multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si pasare de noventa (90) días, la pena será de dos (2) a cinco (5) años de prisión y multa de diez (10) a veinte (20) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Artículo 113. Deformidad. Modificado por el art. 2, Ley 1639 de 2013. Si el daño consistiere en deformidad física transitoria, la pena 
será de prisión de uno (1) a seis (6) años y multa de quince (15) a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de prisión de dos (2) a siete (7) años y multa de veintiséis (26) a treinta y seis (36) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte.  
Artículo 114. Perturbación funcional. Si el daño consistiere en perturbación funcional transitoria de un órgano o miembro, la pena será 
de prisión de dos (2) a siete (7) años y multa de quince (15) a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de tres (3) a ocho (8) años de prisión y multa de veintiséis (26) a treinta y seis (36) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Artículo 115. Perturbación psíquica. Si el daño consistiere en perturbación psíquica transitoria, la pena será de prisión de dos (2) a siete 
(7) años y multa de veintiséis (26) a cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de tres (3) a nueve (9) años de prisión y multa de veintisiete (27) a cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
Artículo 116. Pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro. Si el daño consistiere en la pérdida de la función de un órgano o 
miembro, la pena será de seis (6) a diez (10) años de prisión y multa de veinticinco (25) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
La pena anterior se aumentará hasta en una tercera parte en caso de pérdida anatómica del órgano o miembro. 
Artículo 117. Unidad punitiva. Si como consecuencia de la conducta se produjeren varios de los resultados previstos en los artículos 
anteriores, sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor gravedad. 
Artículo 118. Parto o aborto preterintencional. Si a causa de la lesión inferida a una mujer, sobreviniere parto prematuro que tenga 
consecuencias nocivas para la salud de la agredida o de la criatura, o sobreviniere el aborto, las penas imponibles según los artículos 
precedentes, se aumentarán de una tercera parte a la mitad.  
Artículo 119. Circunstancias de agravación punitiva. Cuando con las conductas descritas en los artículos anteriores, concurra alguna de 
las circunstancias señaladas en el artículo 104 las respectivas penas se aumentarán de una tercera parte a la mitad. 
Artículo 120. Lesiones culposas. El que por culpa cause a otro alguna de las lesiones a que se refieren los artículos anteriores, incurrirá 
en la respectiva pena disminuida de las cuatro quintas a las tres cuartas partes.  
Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego se impondrá igualmente la pena de privación 
del derecho de conducir vehículos automotores y motocicletas y de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, 
respectivamente, de uno (1) a tres (3) años. 
Artículo 121. Circunstancias de agravación punitiva por lesiones culposas. Las circunstancias de agravación previstas en el Artículo 110, 
lo serán también de las lesiones culposas y las penas previstas para este delito se aumentarán en la proporción indicada en ese artículo. 
CAPITULO CUARTO 
Del aborto 
Artículo 122. Aborto. La mujer que causare su aborto o permitiere que otro se lo cause, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
A la misma sanción estará sujeto quien, con el consentimiento de la mujer, realice la conducta prevista en el inciso anterior.  
 Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-355 de 2006, en el entendido que no se incurre en 
delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la 
continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave 
malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una 
conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial 
o transferencia de óvulo fecundado no consentidas , o de incesto. 
Artículo 123.   Aborto sin consentimiento. El que causare el aborto sin consentimiento de la mujer o en mujer menor de catorce años, 
incurrirá en prisión de cuatro (4) a diez (10) años.   Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-355 de 2006.  
Artículo 124.  INEXEQUIBLE. Circunstancias de atenuación punitiva. La pena señalada para el delito de aborto se disminuirá en las tres 
cuartas partes cuando el embarazo sea resultado de una conducta constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, 
abusivo, de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas. 
Parágrafo. En los eventos del inciso anterior, cuando se realice el aborto en extraordinarias condiciones anormales de motivación, el 
funcionario judicial podrá prescindir de la pena cuando ella no resulte necesaria en el caso concreto. Declarado Exequible Sentencia 
Corte Constitucional 647 de 2001 , Declarado Exequible Sentencia Corte Constitucional 198 de 2002  
Corte Constitucional Sentencia C-355 de 2006  
CAPITULO QUINTO 
De las lesiones al feto 
Artículo 125. Lesiones al feto. El que por cualquier medio causare a un feto daño en el cuerpo o en la salud que perjudique su normal 
desarrollo, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) años.  
Si la conducta fuere realizada por un profesional de la salud, se le impondrá también la inhabilitación para el ejercicio de la profesión 
por el mismo término. 
Artículo 126. Lesiones culposas al feto. Si la conducta descrita en el Artículo anterior se realizare por culpa, la pena será de prisión de 
uno (1) a dos (2) años.  
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Así entonces ante el reconocimiento de la vida, la integridad personal como 
derechos inviolables, surge a la par el reconocimiento del disfrute de la vida digna, 
en condiciones de satisfacción, vistos ambas facetas del contexto universal,  
constitucional y legal en nuestro entorno, necesario es abordar el correcto juicio de 
ponderación de los derechos enfrentados para encontrar en una justa medida en 
la que puedan converger los diferentes derechos, la vida en condiciones de 
dignidad y el disfrute del derecho, la libertad de decidir cuando el derecho a la vida 
                                                                                                                                                                                 
Si fuere realizada por un profesional de la salud, se le impondrá también la inhabilitación para el ejercicio de la profesión por el mismo 
término. 
CAPITULO SEXTO 
Del abandono de menores y personas desvalidas 
Artículo 127. Abandono. El que abandone a un menor de doce (12) años o a persona que se encuentre en incapacidad de valerse por sí 
misma, teniendo deber legal de velar por ellos, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años. El texto subrayado fue declarado 
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-468 de 2009.  
NOTA: La pena prevista en el presente artículo y en la parte especial del Código Penal, fue aumentada por el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004 a partir del 1° de enero de 2005, la cual será de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 
Si la conducta descrita en el inciso anterior se cometiere en lugar despoblado o solitario, la pena imponible se aumentará hasta en una 
tercera parte. 
Artículo 128. Abandono de hijo fruto de acceso carnal violento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado 
no consentidas. La madre que dentro de los ocho (8) días siguientes al nacimiento abandone a su hijo fruto de acceso o acto sexual sin 
consentimiento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, incurrirá en prisión de uno (1) 
a tres (3) años. 
Artículo 129. Eximente de responsabilidad y atenuante punitivo. No habrá lugar a responsabilidad penal en las conductas descritas en 
los artículos anteriores, cuando el agente o la madre recoja voluntariamente al abandonado antes de que fuere auxiliado por otra 
persona, siempre que éste no hubiere sufrido lesión alguna. 
Si hubiere sufrido lesión no habrá lugar a la agravante contemplada en el inciso 1 del artículo siguiente.  
Artículo 130. Circunstancias de agravación. Modificado por el art. 41, Ley 1453 de 2011. Si de las conductas descritas en los artículos 
anteriores se siguiere para el abandonado alguna lesión personal, la pena respectiva se aumentará hasta en una cuarta parte.  
Si sobreviniere la muerte, el aumento será de una tercera parte a la mitad.  
CAPITULO SEPTIMO 
De la omisión de socorro 
Artículo 131. Omisión de socorro. El que omitiere, sin justa causa, auxiliar a una persona cuya vida o salud se encontrare en grave 
peligro, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) años. 
Artículo 131A. Adicionado por el art. 28, Decreto Nacional 126 de 2010  
CAPITULO OCTAVO 
De la manipulación genética 
Artículo 132. Manipulación genética. El que manipule genes humanos alterando el genotipo con finalidad diferente al tratamiento, el 
diagnóstico, o la investigación científica relacionada con ellos en el campo de la biología, la genética y la medicina, orientados a aliviar el 
sufrimiento o mejorar la salud de la persona y de la humanidad, incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años. 
Se entiende por tratamiento, diagnóstico, o investigación científica relacionada con ellos en el campo de la biología, la genética y la 
medicina, cualquiera que se realice con el consentimiento, libre e informado, de la persona de la cual proceden los genes, para el 
descubrimiento, identificación, prevención y tratamiento de enfermedades o discapacidades genéticas o de influencia genética, así 
como las taras y endémicas que afecten a una parte considerable de la población. 
Artículo 133. Repetibilidad del ser humano. El que genere seres humanos idénticos por clonación o por cualquier otro procedimiento, 
incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años. 
Artículo 134. Fecundación y tráfico de embriones humanos. El que fecunde óvulos humanos con finalidad diferente a la procreación 
humana, sin perjuicio de la investigación científica, tratamiento o diagnóstico que tengan una finalidad terapéutica con respecto al ser 
humano objeto de la investigación, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
En la misma pena incurrirá el que trafique con gametos, cigotos o embriones humanos, obtenidos de cualquier manera o a cualquier 
título. 
 CAPITULO NOVENO 
De los actos de discriminación 
Adicionado por el art. 2, Ley 1482 de 2011 
Artículo  134 A. Adicionado por el art. 3, Ley 1482 de 2011  
Artículo  134 B. Adicionado por el art. 4, Ley 1482 de 2011 
Artículo  134 C. Adicionado por el art. 5, Ley 1482 de 2011 




ya no es placentera, por el contrario se convierte en una compleja situación de 
vivencia degradante y de absoluta insatisfacción, ello es el tema que nos ocupa 
plantear y resolver con este trabajo. 
 
2.2. DIGNIDAD HUMANA CONCEPCION DOCTRINAL Y EVOLUCION 
JURISPRUDENCIAL. 
Como lo hemos venido señalando y por ello lo reiteramos la Constitución Política 
de Colombia en el Título I en relación con los Principios Fundamentales que rigen 
está Nación en su artículo 1, señala; “Colombia es un Estado social de derecho, 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto 
de la Dignidad Humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 
integran y en la prevalencia del interés general. 
De esta forma es claro que la estructuración de las instituciones, la legislación y 
demás parámetros que determinan la organización del Estado deben 
diseccionarse a partir del derecho fundamental de la Dignidad Humana, un 
concepto muy común pero no muy claro para la gran mayoría de los coasociados. 
La real academia de la lengua define los términos DIGNIDAD como excelencia, 
realce y HUMANA como relativo al hombre, pues bien en términos más claros se 
concibe como el “realce del hombre” o la “Excelencia del hombre”, éste como eje 
fundamental de las decisiones y medidas que se adopten en la dirección de las 
instituciones. Tema que nos remonta al antropocentrismo una doctrina que en el 
plano de la epistemología sitúa al ser humano como medida de todas las cosas, y 
el de la ética defiende que los intereses de los seres humanos es aquello que 
debe recibir atención moral por encima de cualquier otra cosa. Así la naturaleza 
humana, su condición y su bienestar -entendidos como distintos y peculiares en 
relación a otros seres vivos- serían los únicos principios de juicio según los que 
deben evaluarse los demás seres y en general la organización del mundo en su 
conjunto. Igualmente, cualquier preocupación moral por cualquier otro ser debe 
ser subordinada a la que se debe manifestar por los seres humanos. 
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El término ha sido aplicado en modos distintos. Por una parte, ha sido empleado 
en la historiografía, en la cual es un lugar común calificar de antropocéntrico a la 
cultura renacentista y moderna, en contraposición con el pretendido teocentrismo 
del Medioevo. La transición de la cultura medieval a la moderna se concibe con 
frecuencia como un tránsito de una perspectiva filosófica y cultural centrada en el 
Dios judeocristiano a una centrada en el hombre— aunque este modelo ha sido 
reiteradamente cuestionado por numerosos autores que han intentado mostrar la 
continuidad entre la perspectiva medieval y la renacentista.12 
Doctrina que inspira en gran medida la razón de ser del principio de la dignidad 
humana, demostrando claramente la evolución alcanzada por la sociedad al lograr 
entender y concebir al hombre como el centro y razón más importante en el 
manejo de un Estado. 
Para pensadores como Sócrates, Platón y Aristóteles. Un rasgo muy humano es la 
satisfacción de las necesidades a través del trabajo; en el ejercicio de éste se 
desarrollan diversas técnicas y herramientas cuyo correcto uso conforma el 
conocimiento. 
De acuerdo con Sócrates (filosofo ateniense del S.V a. C.), lo que constituye 
nuestra naturaleza humana es la virtud, entendida como el saber actuar bien, 
también afirma que la persona es una criatura en constante búsqueda de sí 
misma, que en todo momento de su existencia debe mantener bajo examen y 
escrutinio racional de sus condiciones. 
El ser humano se distingue en Sócrates, por poder dar una respuesta racional a 
cualquier pregunta racional que se le haga sobre sí mismo. 
Según Platón (filosofo ateniense del S.V a. C.) lo real y verdaderamente humano 
se encontraba en el alma. Para él el alma es la esencia humana y el cuerpo un 
instrumento a su servicio. Entonces para Platón el ser humano es un alma racional 
encadenada a un cuerpo material y sensible, que busca salir de él para retornar a 
                                                          
12
 Véase, por ejemplo, Gilson, Étienne (1922). La philosophie au moyen-âge, vol. II: De saint 
Thomas d’Aquin à Guillaume d’Occam. París: Payot. 
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un estado original de perfección a través de una continua lucha por el logro de 
mayores y más perfectos conocimientos y evitando caer en los apetitos de su ser 
sensible y material. De donde se concluye que la función prioritaria de todo ser 
humano ha de ser el cultivo de su inteligencia como un deber moral por el rescate 
de su alma de lo terrenal, DEXA (mundo sensible) y su retorno al mundo superior, 
de la perfección llamado EPISTEME (mundo inteligible). 
Muy contrario a Platón, para quién la relación entre alma cuerpo además de 
indeseable era simple accidente, Aristóteles (filosofo nacido en Estagira S.IV a. C.) 
consideró que la unión entre estos dos elementos era fundamental. Como Platón, 
Aristóteles encontró que el alma poseía varias facultades. Estas facultades según 
Aristóteles y en su orden de sucesión son la nutrición, el apetito, la sensibilidad, la 
locomoción y el pensamiento. La capacidad de sentir tiene una característica 
principal. Al percibir un objeto, el sujeto no debe salir en búsqueda de las 
características de este. Estas llegan al sujeto sin que tenga que efectuar ningún 
movimiento. La facultad del movimiento es exclusiva de los seres que poseen las 
facultades anteriores. La capacidad intelectiva es exclusiva del ser humano. Para 
Aristóteles, el ser humano es un compuesto natural, en donde la relación entre el 
alma y el cuerpo está representada por un lazo fuertísimo e indisoluble de 
necesidad mutua, ya que es la coordinadora principal del cuerpo. 
A finales del siglo XIX y XX filósofos cristianos como Jaspers - Gabriel Martel y 
Kloosterboer, (desde una percepción cristiana) o Heidegger y Sartre (desde una 
óptica atea) intentaron explicar las distintas motivaciones que se forman en la 
razón del hombre constituyéndose sus principales objetivos. Estos objetivos según 
Jean Paul Sartre (filosofo francés S XX) estarán intrínsecamente relacionados al 
concepto de valores (todo aquello que hace que el hombre aprecie o desee algo) y 
libre albedrío (los actos del ser humano parten de su voluntad y libre elección).  
Es mediante este concepto que nace la corriente Existencialista, las cuales 
mediante la teoría del libre albedrío Sartre sostienen que el hombre siempre esta 
eligiendo ya que es ante todo un proyecto y solo es lo que el se hace pues es el 
único que no es solo como se concibe, sino tal como él se quiere. Esta posición es 
  
27 
inapelablemente opuesta al Determinismo (posición filosófica que el hombre se 
encuentra determinado por alguna causa o razón y por lo tanto no es libre de 
elegir) de Max Scheler (filosofo alemán S.XX) el cual señala a los valores apriori 
(del latín lo que viene antes de) de las cosas por lo tanto independientes de la 
experiencia humana. 
Es en esta experiencia humana de donde nacen 2 principios divergentes sobre la 
conducción de las actitudes y actos en la vida cotidiana en el cual el ser humano 
es un fin (como objetivo) en sí mismo no un medio (como instrumento); ellos son 
según Immanuel Kant (filosofo alemán S XVIII) la máxima, principio subjetivo del 
querer (lo que quiero yo para mí mismo)y la Ley Moral, principio objetivo del 
querer (lo que yo quiero para todos). "Ni en el mundo ni fuera del es posible 
pensar nada que pueda ser considerado bueno sin restricción que no sea la buena 
voluntad".13 
Para la mayoría de los grandes pensadores a lo largo de la historia, el hombre es 
el centro de inspiración y de interés para el surgimiento de la mayoría de sus 
teorías, de ahí su importancia en la sociedad y a su vez en el Estado, lo que 
permite concebirle como la razón de ser de las instituciones. En procura de la 
materialización del concepto del respeto y prevalecía de su dignidad ha surgido 
como complemento interpretativo a la normatividad constitucional vigente una 
línea jurisprudencial al respecto, es así como la pluricitada Sentencia C-239/97 la 
Honorable Corte Constitucional en torno al principio de la Dignidad Humana 
enfocado al respeto de la autonomía e identidad de las personas refirió;  
“La Constitución establece que el Estado colombiano está fundado en el respeto a 
la dignidad de la persona humana; esto significa que, como valor supremo, la 
dignidad irradia el conjunto de derechos fundamentales reconocidos, los cuales 
encuentran en el libre desarrollo de la personalidad su máxima expresión. El 





principio de la dignidad humana atiende necesariamente a la superación de la 
persona, respetando en todo momento su autonomía e identidad”14. 
La Sentencia C-521/98 relativo a este principio la misma Corporación declaró 
inexequible el parágrafo del artículo 164 parcial del Decreto 1344 de 1970, 
modificado por el Decreto 1809 de 1990 Código Nacional de Tránsito Terrestre 
cuyo tenor literal contemplaba Parágrafo.- Para efectos de este artículo, los niños 
menores de siete (7) años se consideran medio (1/2) pasajero". la H Corte 
Constitucional expreso;  
“El reconocimiento superior de la dignidad como principio fundante de nuestro 
ordenamiento constitucional, "exige un trato especial para el individuo, de tal forma 
que la persona se constituye en un fin para el Estado que vincula y legitima a 
todos los poderes públicos, en especial al juez, que en su función hermenéutica 
debe convertir este principio en un parámetro interpretativo de todas las normas 
del ordenamiento jurídico". De lo expuesto fluye que cuando el Estado, 
independientemente de cualquier consideración histórica, cultural, política o social, 
establece normas sustanciales o procedimentales dirigidas a regular las libertades, 
derechos o deberes del individuo, sin tener presente el valor superior de la 
dignidad humana, serán regulaciones lógica y sociológicamente inadecuadas a la 
índole de la condición personal del ser humano y, por contera, contrarias a la 
Constitución, en la medida en que se afectarían igualmente los derechos 
fundamentales, dado que éstos constituyen condiciones mínimas para la "vida 
digna" del ser humano; en efecto, cuando se alude a los derechos fundamentales 
se hace referencia a aquéllos valores que son anejos a la dignidad humana”.15    
Por su parte en la Sentencia T-881 del año 2002 se definió la Naturaleza del 
principio así;  
                                                          
14 Referencia: Expediente D-1490 veinte (20) de mayo de mil novecientos noventa y siete (1997) 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 326 del decreto 100 de 1980-Código Penal-
Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
15 Referencia: Expediente D-1996 septiembre veintitrés (23) de mil novecientos noventa y ocho 
(1998) Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL 
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“Una síntesis de la configuración jurisprudencial del referente o del contenido de la 
expresión “dignidad humana” como entidad normativa, puede presentarse de dos 
maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a partir de su funcionalidad 
normativa. Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado 
normativo “dignidad humana”, la Sala ha identificado a lo largo de la jurisprudencia 
de la Corte, tres lineamientos claros y diferenciables: (i) La dignidad humana 
entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de 
determinarse según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia 
(vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes 
no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones).  
 
De otro lado al tener como punto de vista la Funcionalidad, del enunciado 
normativo “dignidad humana”, la Sala ha identificado tres lineamientos: (i) la 
dignidad humana entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y 
por tanto del Estado, y en este sentido la dignidad como valor. (ii) La dignidad 
humana entendida como principio constitucional. Y (iii) la dignidad humana 
entendida como derecho fundamental autónomo”.  
El mismo pronunciamiento se refirió al contenido material de esté cimiento en 
estos términos;   
“La Sala concluye que el referente concreto de la dignidad humana está vinculado 
con tres ámbitos exclusivos de la persona natural: la autonomía individual 
(materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse 
según esa elección), unas condiciones de vida cualificadas (referidas a las 
circunstancias materiales necesarias para desarrollar el proyecto de vida) y la 
intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y 
espiritual, presupuesto para la realización del proyecto de vida).  
Estos tres ámbitos de protección integran, entendidos en su conjunto, el objeto 
protegido por las normas constitucionales desarrolladas a partir de los enunciados 
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normativos sobre “dignidad”. Considera la Corte que ampliar el contenido de la 
dignidad humana, con tal de pasar de una concepción naturalista o esencialista de 
la misma en el sentido de estar referida a ciertas condiciones intrínsecas del ser 
humano, a una concepción normativista o funcionalista en el sentido de completar 
los contenidos de aquella, con los propios de la dimensión social de la persona 
humana, resulta de especial importancia, al menos por tres razones: primero, 
porque permite racionalizar el manejo normativo de la dignidad humana, segundo, 
porque lo presenta más armónico con el contenido axiológico de la Constitución de 
1991, y tercero, porque abre la posibilidad de concretar con mayor claridad los 
mandatos de la Constitución. Los ámbitos de protección de la dignidad humana, 
deberán apreciarse no como contenidos abstractos de un referente natural, sino 
como contenidos concretos, en relación con las circunstancias en las cuales el ser 
humano se desarrolla ordinariamente.  
En torno al respeto de este parámetro constitucional esa Corporación puntualizó; 
“En aras de la identificación de las normas constitucionales a partir de los 
enunciados normativos constitucionales sobre el respeto a la dignidad humana, se 
afirmará la existencia de dos normas jurídicas que tienen la estructura lógico 
normativa de los principios: (a) el principio de dignidad humana y (b) el derecho a 
la dignidad humana. Las cuales a pesar de tener la misma estructura (la estructura 
de los principios), constituyen entidades normativas autónomas con rasgos 
particulares que difieren entre sí, especialmente frente a su funcionalidad dentro 
del ordenamiento jurídico”. 
El caso concreto de este pronunciamiento gira en torno a la trascendencia del 
principio que nos ocupa materializado a través de la prestación ininterrumpida del 
servicio de energía para la población interna16; 
“Es evidente la existencia de una estrecha relación entre la posibilidad del goce 
efectivo del derecho a la dignidad humana y la prestación ininterrumpida del 
                                                          
16
 Expedientes T-542060 y T-602073 Acciones de tutela instauradas por Austreberto de Ávila Ríos y otros, y 
Edwin Campo Vega (personero de El Arenal (Bolívar)) contra Electrocosta S.A. E.S.P.  Magistrado Ponente: 
Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT fecha 17 de octubre de 2002 
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servicio de suministro de energía eléctrica al centro penitenciario como bien 
constitucionalmente protegido. No sólo porque de la prestación ininterrumpida del 
servicio de suministro de energía dependa la posibilidad del mantenimiento de las 
condiciones materiales de existencia de los actores, sino también porque frente a 
la interrupción del servicio, el centro de reclusión por sus especiales 
características sufre una grave alteración en sus condiciones ordinarias de 
funcionamiento, lo cual se traduce en una vulneración del derecho a la dignidad 
humana en el sentido social o funcional, en los términos de la parte motiva de esta 
sentencia, si se tiene en cuenta que los reclusos están en imposibilidad de 
adelantar normalmente sus actividades ordinarias”.  
Por otra parte dentro del proceso de revisión de los fallos, proferidos por la Sala 
Civil y de Familia del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cartagena y la Sala 
de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia 
respectivamente, dentro del expediente de tutela T-542060; y de los fallos 
proferidos por el Juez Promiscuo Municipal de Morales (Bolívar) y el Juez 
Promiscuo del Circuito de Simití (Bolívar), en primera y segunda instancia 
respectivamente dentro del expediente de tutela T-602073, se citó;  
Naturaleza jurídica de la expresión constitucional “dignidad humana”. 
Consecuencias normativas de su determinación.   
El estudio de la naturaleza jurídica de la expresión constitucional “dignidad 
humana” tiene relevancia a partir de la existencia de una estrecha relación entre 
los conceptos normativos de, prestación eficiente y continua de los servicios 
públicos (artículo 365), Estado social de derecho (artículos 1 y 365) y eficacia de 
los derechos fundamentales (artículos 2 y 86)”.  
Como síntesis de la configuración jurisprudencial de la naturaleza jurídica de la 
dignidad humana tenemos; “Para la Sala una síntesis de la configuración 
jurisprudencial del referente o del contenido de la expresión “dignidad humana” 
como entidad normativa, puede presentarse de dos maneras: a partir de su objeto 
concreto de protección y a partir de su funcionalidad normativa.  
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Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado normativo 
“dignidad humana”, la Sala ha identificado a lo largo de la jurisprudencia de la 
Corte, tres lineamientos claros y diferenciables: (i) La dignidad humana entendida 
como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse 
según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida 
como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la 
dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, 
integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). De otro lado al tener 
como punto de vista la funcionalidad, del enunciado normativo “dignidad humana”, 
la Sala ha identificado tres lineamientos: (i) la dignidad humana entendida como 
principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este 
sentido la dignidad como valor. (ii) La dignidad humana entendida como principio 
constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida como derecho fundamental 
autónomo.  
Por su parte como objeto de protección o contenido material del enunciado 
normativo “dignidad humana” tenemos;  
.“A Partir de la idea de un objeto de protección o de un cierto contenido material de 
la dignidad humana como concepto normativo, la Sala ha identificado en la 
jurisprudencia de la Corte, tres ámbitos diferenciables y más o menos delimitados: 
la dignidad humana como autonomía individual, como condiciones de existencia y 
como intangibilidad de ciertos bienes. Estas líneas jurisprudenciales se conforman 
así:  
Primera línea jurisprudencial: la dignidad humana y la autonomía individual; 
 En la sentencia T-532 de 1992, la Corte señaló la estrecha relación entre la 
libertad individual y la dignidad humana; “El núcleo esencial de este derecho 
(derecho al libre desarrollo de la personalidad) protege la libertad general de 
acción, vinculada estrechamente con el principio de dignidad humana (CP art. 1). 
La autodeterminación se refiere al ser humano y a la potencialidad de 
desarrollarse según su propia naturaleza y aptitudes y acorde con su dignidad.”  
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La sentencia C-542 de 1993, en la cual se pronunció sobre la constitucionalidad 
de normas antisecuestro, la Corte recurrió al imperativo categórico kantiano, para 
reforzar la idea según la cual no pueden superponerse los intereses generales a 
los derechos fundamentales, especialmente los de la libertad y la vida que son 
“inherentes” a la dignidad del ser humano. De igual manera la Corte insistió en que 
la dignidad se “logra” con el pleno ejercicio de la libertad individual.  
En la sentencia C-221 de 1994, la dignidad constituyó uno de los fundamentos 
constitucionales para la despenalización del consumo de dosis personal de drogas 
ilícitas, la Corte consideró la dignidad humana como el fundamento de la libertad 
personal, que se concreta en la posibilidad de elegir el propio destino5, cuando 
dicha elección no repercuta de manera directa en la órbita de los derechos ajenos.  
En la sentencia T-477 de 1995, la Corte al estudiar el caso de la readecuación de 
sexo de un menor, decidió proteger los derechos fundamentales del menor con 
fundamento en la caracterización de la dignidad humana como autonomía 
personal.  
En la sentencia T-472 de 1996, la Corte estableció que las personas jurídicas no 
son titulares de los derechos fundamentales a la honra y al buen nombre, debido a 
que los mismos constituyen una “derivación directa del principio de dignidad 
humana”, en esta oportunidad se pronunció sobre el contenido de la dignidad. 
En la sentencia C-239 de 1997, la Corte creó una causal de justificación o 
eximente de responsabilidad, en el caso del homicidio pietístico; uno de los ejes 
de la argumentación fue el de la dignidad entendida como autonomía del enfermo 
para decidir sobre su vida en determinadas circunstancias.  
En la sentencia T-461 de 1998, la Corte decidió que la práctica consistente en 
limitar la actividad del trabajador a acudir al sitio de trabajo y no permitirle 
desarrollar las labores para las cuales fue contratado, al estar dirigida a configurar 
despido indirecto, afecta la dignidad humana en tanto imposibilita al trabajador el 
despliegue de la actividad y el “desarrollo de su ser”.  
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Segunda línea jurisprudencial: la dignidad humana y las condiciones 
materiales de existencia.  
En la Sentencia T-596 de 1992, la Corte ordenó realizar algunas reparaciones en 
un centro penitenciario a partir de la acción de tutela presentada por un recluso 
que dormía en un lugar incómodo expuesto a malos olores, con letrinas abiertas, 
etc., para la Corte en este caso la dignidad opera como calificativo de la forma de 
vida desprende una relación entre la dignidad y unas ciertas condiciones 
materiales de existencia.  
En la sentencia T-124 de 1993, la Corte tuteló el derecho de petición de una 
persona de la tercera edad que solicitaba el reconocimiento de la pensión. En esta 
oportunidad señaló la relación existente entre la igualdad material, las condiciones 
materiales de vida y la dignidad.  
En la sentencia C-239 de 1997, la Corte creó una causal de justificación o 
eximente de responsabilidad, en el caso del homicidio pietístico. Uno de los ejes 
de la argumentación fue el de la dignidad, pero ahora en función de las 
condiciones materiales de la vida del enfermo.  
En la Sentencia T-296 de 1998, la Corte revisó la acción de tutela presentada por 
una persona recluida en una cárcel con problemas de hacinamiento y que tenía 
que dormir sobre un piso húmedo, lugar de paso de otros reclusos. Aunque en 
este caso la Corte no concedió la tutela por existir hecho superado (libertad del 
actor) si se pronunció sobre la relación entre el hacinamiento penitenciario la 
dignidad humana y las condiciones materiales de existencia.  
En la sentencia C-521 de 1998, la Corte declaró inexequible una norma del código 
de tránsito que disponía que para efectos de la capacidad de transporte de 
pasajeros, los niños menores de 7 años se considerarían como medio pasajero; 
las razones giraron en torno a las condiciones de comodidad y seguridad durante 
el transporte como predicados de la dignidad humana.  
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En la sentencia T-556 de 1998, la Corte concedió la tutela del derecho a la salud y 
al desarrollo armónico físico y psíquico de una menor bajo la idea de la dignidad 
humana en función de las necesidades materiales, por consiguiente ordenó el 
cumplimiento de la prescripción médica consistente en el suministro de silla de 
ruedas.  
En la sentencia T-565 de 1999, la Corte ordenó a una E.P.S. suministrar pañales 
(excluidos del POS) a una persona de la tercera edad con dificultades económicas 
y con un problema de control de esfínteres; en este caso es clara la relación 
existente entre la dignidad humana y las condiciones materiales de existencia.  
En la sentencia C-012 de 2001, la Corte revisó la constitucionalidad de un tratado 
internacional sobre repatriación de presos; en este caso consideró que la dignidad 
no se restringe a la creación de las condiciones de vida digna sino que se extiende 
a la obligación de velar por que se alcance tal resultado.  
Tercera línea jurisprudencial: la dignidad humana y la intangibilidad de los 
bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral.  
En la sentencia T-401 de 1992, la Corte resolvió el caso de reclusos inimputables 
por demencia cuya medida de seguridad de internación psiquiátrica se había 
prolongado indefinidamente lo cual constituía una pena o trato cruel, inhumano o 
degradante, que claramente afecta la dignidad humana.  
En la sentencia T-402 de 1992, la Corte revisó la tutela interpuesta por la madre 
de un niño a quien su profesora le castigó poniéndole un esparadrapo en la boca, 
la humillación padecida por el menor fue una de las razones para determinar la 
procedencia de la tutela de sus derechos.  
En la sentencia T-123 de 1994, la Corte al estudiar un caso de violencia 
intrafamiliar, tuteló los derechos de una menor a partir del enunciado normativo 
“respeto a la dignidad humana” del cual se desprende el derecho fundamental “a 
la integridad física y moral”.  
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En la sentencia T-036 de 1995, la Corte puso de presente la relación entre la 
noción normativa de dignidad y la integridad física. De tal forma que es la 
prohibición de someter a persona alguna a la realización de “trabajos forzados” la 
que permite perfilar el contenido del llamado derecho a la “dignidad humana.”  
En la sentencia T-645 de 1996, la Corte resolvió el caso de una señora a quien 
después de varias revisiones médicas no le resolvían sus problemas de salud. La 
Corte tuteló el derecho a la integridad física el cual es “manifestación directa del 
principio de la dignidad humana”, ordenando la revisión de la actora por parte de 
un especialista.  
En la sentencia T-572 de 1999, la Corte al resolver el caso de una mujer que 
perdió la fisonomía de su cuerpo después de una operación de senos, concedió la 
tutela del derecho a la integridad física en relación con el derecho a la dignidad 
humana, ordenando la realización de una cirugía estética.  
En la sentencia T-879 de 2001, la Corte al resolver el caso de un delincuente 
gravemente herido que fue esposado a la cama del hospital por el policía custodio, 
tuteló los derechos del herido bajo el argumento según el cual, tal situación 
constituía un trato cruel que representaba una “vulneración de la dignidad 
humana”. 
Síntesis de las líneas jurisprudenciales acerca del contenido material de la 
expresión normativa "dignidad humana".  
A partir de esta serie de pronunciamientos de la Corte Constitucional, la Sala 
concluye que el referente concreto de la dignidad humana está vinculado con tres 
ámbitos exclusivos de la persona natural:  
1. La autonomía individual (materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de 
vida y de determinarse según esa elección),  
2. Unas condiciones de vida cualificadas (referidas a las circunstancias materiales 
necesarias para desarrollar el proyecto de vida) y  
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3. la intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y 
espiritual, presupuesto para la realización del proyecto de vida). 
 
2.3. DERECHO A MORIR CON AUTONOMÍA COMO CONSECUENCIA DE LA 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE DIGNIDAD HUMANA. 
Frente al tema debe invocarse inicialmente la necesidad de un cambio de 
paradigma, lo cual implica una concepción amplia del derecho al libre albedrío ello 
atendiendo a que en una sociedad tradicional como la Colombiana para la cual la 
influencia moral - religiosa juega un papel preponderante se torna difícil concebir 
que el hombre en caso de padecer una enfermedad terminal pueda disponer de su 
vida y aún menos que sea otro quien ponga fin a su sufrimiento pues a los ojos de 
la sociedad se estaría incurso en un pecado desde el punto de vista ético religioso. 
Asimismo, la concepción ético- médica preponderante impone visualizar al 
profesional de la salud como quien procura conservar la vida del paciente a lo que 
en ultimas está obligado pues para cada caso con ayuda de su conocimiento y de 
los últimos avances científicos debe encaminarse a perpetuar la vida del 
agonizante, cuyo origen se vislumbra a partir de su juramento  hipocrático, sin 
embargo la comunidad medico científica no puede dejar de lado la dignidad 
humana del enfermo, y abrir espacios de debate en torno a un estudio serio que 
brinde los parámetros esenciales para la reglamentación de la eutanasia expresión 
de altruismo pero sobretodo como respeto a la dignidad del enfermo.  
Todo con el fin de dejar de concebirla como contraria a la moral, como falta al 
deber profesional o incluso como conducta punible, en la medida en que si desde 
la óptica constitucional se procura la prevalecía del principio de dignidad humana a 
partir del que se estructura el Estado y sus instituciones teniendo al hombre como 
fin en si mismo, no resulta lógico o acorde a una concepción humanista omitir la 
implementación y debida reglamentación de dicho instrumento como proclama de 
la dignidad intangible de toda vida humana en condiciones de igualdad. Pues 
cuando la vida decae a un nivel crítico, esta pierde su dignidad y deja de ser un 
bien altamente estimable. Sin dignidad, la vida del hombre deja de ser 
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verdaderamente humana y se hace dispensable: esa vida ya no es vida17. De 
manera que, anticipar la muerte es la solución necesaria en consonancia con 
mandatos de orden constitucional, siempre mediando la voluntad y reseto por la 
autonomía debidamente reglada. 
Como se ha señalado antes, la concepción ética y religiosa prevalerte en cuanto al 
respeto por la vida, para el caso especifico que ocupa nuestro estudio, vulnera  la 
dignidad humana al preservar e incluso buscar alargar la enfermedad y con ello, el 
sufrimiento de quien la padece no podría ser el único derrotero medible en una 
sociedad pluri-etnica y multicultural, de concepciones diversas frente a la religión.  
La prohibición de la eutanasia activa y afirmar que "el deseo de morir de los 
pacientes terminales o los moribundos no constituye ningún derecho legal a morir 
a manos de otra persona". Es más: el respeto de la vida y de la dignidad del 
hombre constituye, según algunos, de un derecho que ha de ser cumplido tanto 
más cuanto mayor es la debilidad del moribundo.  
Si existe en la actualidad la posibilidad de elección, informada, del paciente de los 
tratamientos que acepta o rechaza, de igual manera se muestra como un derecho 
del paciente a decidir, ponderando de un lado su derecho a la vida y de otro la 
agonía dolorosa que pueda llevarlo a optar por morir y así hacer valer su intrínsico 
derecho a morir con dignidad. 
 
2.4. DIFERENCIAS ENTRE DERECHO A MORIR DIGNAMENTE,  LA 
EUTANASIA Y  SUICIDIO MEDICAMENTE ASISTIDO. 
En este punto pertinente se hace necesario precisar cuáles pueden ser las 
diferencias entre las figuras que se ven comprometidas en este estudio, pues en 
todo el resultado es la muerte, pero sus implicaciones sociales y jurídicas son 
diferentes: En principio tanto las figuras con relevancia jurídica conocidas como 
suicidio médicamente asistido (SMA) y eutanasia, constituyen maneras conocidas 
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 1J. Hersch, La vie à son juste prix, "Schweiz med Wschr", 1982, 112(Supl 13), 29-30 
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de poner fin a la propia vida de acuerdo con la verificación de determinadas 
circunstancias y requisitos. 
En este sentido cuando la acción tiene origen en la propia persona, pero ha 
precedido la ayuda médica se le atribuye la figura conocida como suicidio 
médicamente asistido (SMA);  por el contrario cuando se presenta  la acción 
directamente por el médico, quien causa la muerte del paciente mediando una 
petición de éste,  es conocido técnicamente  como eutanasia, ahora cuando una 
persona en plenitud de condiciones mentales, firma un documento en el que 
expresa su deseo de no someterse a tratamientos y procedimientos médicos que 
prolonguen su vida en condiciones precarias y difíciles, sería el ejercicio del 
derecho a morir dignamente, el que se insiste debe ser regulado en la sociedad, 
especialmente la colombiana. 
Tanto en uno como en otro caso, el paciente necesariamente debe reunir y 
acreditarse con unas condiciones determinadas de salud y, en especial se ha 
determinado que debe tener capacidad jurídica para solicitar la petición para que 
sea asistido u otros le ayuden a poner fin a su vida, por lo que como requisito 
previo debe gozar de pleno conocimiento y capacidad jurídica en la decisión 
adoptada.  
En consecuencia son estas condiciones y en especial las características en que se 
da la terminación de la vida de una persona, la que define la existencia del 
ejercicio de un derecho, eutanasia o de SMA en lo que sería en la técnica- 
legislativa conocido con la característica de un homicidio. 
Tradicionalmente, las sociedades han conocido el tema como Eutanasia, en 
consecuencia brevemente hacemos una reflexión acerca de las diferentes formas 
de eutanasia conocidas, información que busca ser complemento al mejor 
entendimiento de nuestra postura: 
1. Eutanasia directa: Adelantar la hora de la muerte en caso de una enfermedad 
incurable, esta a su vez posee dos formas: 
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a) Activa: Consiste en provocar una muerte indolora a petición del afectado; el 
caso más frecuentemente mostrado es el cáncer, pero pueden ser también 
enfermedades incurables como el sida. Se recurre, como se comprende, a 
sustancias especiales mortíferas o a sobredosis de morfina. 
b) Pasiva: Se deja de tratar una complicación, por ejemplo una bronconeumonía, o 
de alimentar por vía parenteral u otra al enfermo, con lo cual se precipita el final de 
la vida; es una muerte por omisión. 
2. Eutanasia indirecta: Consiste en efectuar procedimientos terapéuticos que 
tienen como efecto secundario la muerte, por ejemplo la sobredosis de 
analgésicos, como es el caso de la morfina para calmar los dolores, cuyo efecto 
agregado, como se sabe, es la disminución de la conciencia y casi siempre una 
abreviación de la vida. Aquí la intención, sin duda, no es acortar la vida sino aliviar 
el sufrimiento, y lo otro es una consecuencia no deseada. 
Otros conceptos relacionados: 
Suicidio asistido: Significa proporcionar en forma intencional y con conocimiento a 
una persona los medios o procedimientos o ambos necesarios para suicidarse, 
incluidos el asesoramiento sobre dosis letales de medicamentos, la prescripción 
de dichos medicamentos letales o su suministro.  
Se plantea como deseo de extinción de muerte inminente, porque la vida ha 
perdido razón de ser o se ha hecho dolorosamente desesperanzada. Cabe 
destacar, que en este caso es el paciente el que voluntaria y activamente termina 
con su vida, de allí el concepto de suicidio.  
Cacotanasia: Es la eutanasia que se impone sin el consentimiento del afectado. La 
palabra apunta hacia una mala muerte (kakós: malo) 
Ortotanasia: Consiste en dejar morir a tiempo sin emplear medios 
desproporcionados y extraordinarios. Se ha sustituido en la terminología práctica 
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por muerte digna, para centrar el concepto en la condición (dignidad) del enfermo 
terminal y no en la voluntad de morir. 
Distanasia: Consiste en el “encarnizamiento o ensañamiento terapéutico”, 
mediante el cual se procura posponer el momento de la muerte recurriendo a 
cualquier medio artificial, pese a que haya seguridad de que no hay opción alguna 
de recuperar la salud, con el fin de prolongar la vida del enfermo a toda costa, 
llegando a la muerte en condiciones inhumanas. Normalmente se hace según los 
deseos de otros (familiares, médicos) y no según el verdadero bien e interés del 
paciente. 
Es importante resaltar, históricamente la eutanasia no es algo nuevo. Está ligada 
al desarrollo de la medicina moderna. El solo hecho de que el ser humano esté 
gravemente enfermo ha hecho que en algunas distintas sociedades la cuestión 
quede planteada.  
La eutanasia es un problema persistente en la historia de la humanidad en el que 
se enfrentan ideologías diversas. 
La eutanasia no planteaba problemas morales en la antigua Grecia: la concepción 
de la vida era diferente.  
Una mala vida no era digna de ser vivida y por tanto ni el eugenismo18, ni la 
eutanasia suscitaban grandes discusiones. Hipócrates representa una notable 
excepción: prohíbe a los médicos la eutanasia activa y la ayuda para cometer 
suicidio. 
Durante la Edad Media se produjeron cambios frente a la muerte y al acto de 
morir. La eutanasia, el suicidio y el aborto bajo la óptica de creencias religiosas 
cristianas fueron considerados como “pecado”, puesto que la persona no puede 
disponer libremente sobre la vida, que le fue dada por Dios.  
                                                          
18
 Perfeccionamiento de una raza mediante técnicas. 
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El arte de la muerte, en la cristiandad medieval, es parte del arte de la vida; el que 
entiende la vida, también debe conocer la muerte, la muerte repentina, se 
consideraba como una muerte mala. Se quiere estar plenamente consciente para 
despedirse de familiares y amigos y poder presentarse en el más allá con un claro 
conocimiento del fin de la vida. 
La llegada de la modernidad rompe con el pensamiento medieval, la perspectiva 
cristiana deja de ser la única y se conocen y se discuten las ideas de la 
Antigüedad clásica.  
La salud puede ser alcanzada con el apoyo de la técnica, de las ciencias naturales 
y de la medicina. 
En medio de toda discusión frente a este tema, se encuentra la interpretación que 
se da al concepto de dignidad humana, que es utilizado tanto para defender como 
para atacar el derecho a morir dignamente, ya sea por SMA o en procesos 
eutanásicos. 
Así, para los defensores de la eutanasia, la dignidad humana del enfermo 
consistiría en el derecho a elegir libremente el momento de la propia muerte; para 
sus detractores, la dignidad humana obliga a oponerse a la eutanasia, por 
considerarlo una arbitrariedad humana frente a un problema moral, ya sea 
fundamentado en la religión (la elección de la muerte es una decisión 
exclusivamente divina) o en principios de carácter laico e incluso ateo. 
Evidentemente, tras este uso equívoco del término «dignidad humana» subyacen 
distintas concepciones del ser humano, de la libertad, de la ciencia médica y del 
conjunto de los derechos humanos. 
En medicina, el respeto a la autonomía de la persona y los derechos de los 
pacientes son cada vez más ponderados en la toma de decisiones médicas. 
En sintonía con lo anterior, la introducción del consentimiento informado en la 
relación médico-paciente, y para éstas situaciones, la elaboración de un 
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documento de voluntades anticipadas sería una buena manera de regular las 
actuaciones médicas frente a situaciones hipotéticas donde la persona pierda total 
—o parcialmente— su autonomía para decidir, en el momento, sobre las 
actuaciones médicas pertinentes a su estado de salud. 
En este trabajo se llama la atención para que se inicie una discusión pública en 
Colombia al respecto de asumir jurídicamente en nuestro ordenamiento legal la 
despenalización del SMA y la eutanasia si dichas acciones se efectúan con total 
respeto a los derechos fundamentales de las personas, introduciendo en la 
discusión elementos como el ejercicio  de un derecho, el reconocimiento a la 
libertad, el ejercicio de la autodeterminación y autonomía, validez de la voluntad 
legalmente expresada entre otros aspectos. 
Algunas sociedades en la aldea global en la que se ha convertido la tierra, han 
avanzado en la despenalización de la eutanasia o del SMA.  Podemos mencionar 
entre ellas los casos de Oregón (USA), Bélgica, Holanda y Suiza, países en los 
cuales dichas prácticas no son legalmente punibles, siempre y cuando se realizan 
de acuerdo con lo que su respectivo ordenamiento jurídico ha establecido un 
protocolo.  
Se observa que aún en dichas sociedades, han surgido organizaciones no 
gubernamentales (ONG) que informan, asesora activamente en la asistencia al 
suicidio en condiciones muy estrictas.  
Este trabajo se enfoca en abrir el debate acerca de la eutanasia y del SMA, y el 
ejercicio de un derecho a morir dignamente, no sólo como una cuestión de 
derechos, sino que también de opciones para aquellas personas que sufren a 
causa de su situación crítica de salud; así mismo expone, además, que deben 
considerarse como una acción compasiva, para con esas personas, con un claro 
enfoque en el reconocimiento de la condición humanística de dignidad humana. 
En concreto la disposición de dar por terminada la propia vida en atención de 
graves e incurables episodios que afectan la salud y la vida digna como 
consecuencia de ellos, puede revestir la forma de eutanasia o de suicidio 
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médicamente asistido, ambas prácticas atendiendo al agente causal directo e 
inmediato de la muerte del paciente define la característica de una u otra figura:  
Sí se trata de alguien diferente al propio paciente en el caso de la eutanasia, o 
bien, en el caso del SMA, la propia persona enferma es quien se auto administra 
el o los fármacos que pondrán fin a su vida de acuerdo con su voluntad.  
La expresión "médicamente asistido" precisa que para llevar a cabo su acción ha 
contado con la colaboración expresa de un médico, por lo general mediante la 
prescripción de fármacos, o la puesta a punto de algún dispositivo, que permitirán 
al paciente causarse la muerte en el momento que éste desee.  
Aquí resulta interesante revisar la definición que de eutanasia y de SMA se ofrece 
en el código penal español, aunque como se dijo sea para penalizar ambas 
conductas.   
En efecto, véase en el artículo 143. 4. dice: "El que causare o cooperare 
activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por la petición 
expresa, seria e inequívoca de éste, en el caso de que la víctima sufriera una 
enfermedad grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera 
graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar, será castigado con la 
pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los números 2 y 3 de este 
artículo"19. 
Se trata de una definición de eutanasia y del SMA, puesto que apunta 
directamente a los requisitos necesarios para que se dé la atenuante que distingue 
las citadas conductas del homicidio, pero no se ha avanzado hacía la 
descriminalización de la conducta.  
Entre estos requisitos destacan el de la petición voluntaria del paciente, el carácter 
incurable de la enfermedad con consecuencia de muerte, o el que aunque no 
condujera a la muerte del paciente en un plazo breve (es decir, aunque no se trate 
forzosamente de un paciente en fase agónica o terminal) le ocasione un 
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 CP español Art. 143. 4 
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sufrimiento permanente e insoportable para este mismo paciente. El término 
"padecimiento permanente y difícil de soportar" debe entenderse que incluye tanto 
el posible sufrimiento físico como el mental (es decir, el ocasionado por la propia 
presencia de la enfermedad y la merma de calidad de vida o de dignidad que 
aquella provoque). Que este padecimiento sea o no "difícil de soportar" es, 
obviamente, algo subjetivo, depende de cada persona enferma, por lo que sólo 
ésta puede establecer si su situación clínica es o no "insoportable", con lo que el 
paciente se convierte así en el único que puede manifestar con claridad si cumple 
o no de modo suficiente con esta condición.  
El requisito de voluntariedad exige que el paciente se encuentre en condiciones de 
tomar decisiones por sí mismo y en su beneficio, lo cual parecería excluir aquellos 
pacientes que tengan mermada dicha capacidad o que sufran alguna patología 
psiquiátrica que les incapacite para tomar este tipo de decisiones. Sin embargo, es 
discutible que el hecho de padecer alguna enfermedad mental constituyera 
sistemáticamente y en todos los casos motivo de exclusión para que una petición 
de eutanasia o de SMA fuese tenida en cuenta.  
Vemos entonces se reitera como la legislación española, no despenaliza 
totalmente la figura objeto de este trabajo, solo le atribuye una disminuyente 
punitiva, lo que nos lleva a la reflexión, de si apoyado el ser humano por médicos 
en su valida manifestación de quitarse la vida,  hay una legitimación parcial al solo 
dar una disminuyente punitiva, no parecería lógica la posición de este 
ordenamiento jurídico, pues no se identifica con claridad si se está en frente a un 
homicidio o no, no se puede permitir que la acción del hombre tenga legitimidad en 
parte e ilegitimidad en otra,  adicionalmente se aprecia la dificultad de establecer , 
quién define los linderos de la legitimidad y la ilegitimidad en este punto. La 
respuesta no se ofrece clara en este dilema, por ello abogamos más por una 
despenalización completa de la acción humana y no una atenuación punitiva, pues 
allí entendemos con claridad no se observa dolo en la acción humana. 
Para completar nuestra postura  de despenalización de la acción humana que se 
oriente en dar por terminada la vida del ser humano, requiere de reglamentación 
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legal, y el establecimiento de protocolos que permitan verificar el cumplimiento de 
los requisitos que el ordenamiento jurídico disponga para el ejercicio de este 
derecho, para ello compartimos, las avanzadas discusiones y los lineamientos ya 
elaborados por aquellas sociedades que han despenalizado la eutanasia o el 
SMA, en el entendido del punto más crítico de este proceso, que lo determina la 
expresión de la voluntad valida, especialmente  si quien formula una petición de 
SMA o de eutanasia presentare antecedentes de enfermedad o de trastorno 
mental, aquí estamos de acuerdo que  suele exigirse un informe psicológico o 
psiquiátrico del paciente antes de tramitar su petición, pero no se prejuzga el 
resultado de este informe, es decir que no se considera un motivo de exclusión per 
se la mera existencia de antecedentes de patología psiquiátrica o la presencia de 
trastorno mental. 
Tenemos claridad que el tema de la disposición de la propia vida en determinados  
supuestos sigue siendo objeto de intensos debates tanto en nuestra sociedad 
como en otras de nuestro ámbito cultural y religioso, aspecto que no resulta 
sorprendente, puesto que el debate se centra en conceptos nucleares en la 
manera de entender el final de la vida, la dignidad humana, el ejercicio de los 
derechos y el papel de la medicina  y por lo tanto de los propios médicos y de 
otros profesionales en relación con el ejercicio de la autodeterminación de las 
personas. En las sociedades en las que el pluralismo es un valor importante, cada 
vez es más frecuente la opinión y la actitud de personas para quienes esa 
disposición de la propia vida es entendida como un ejercicio de la libertad y de la 
dignidad personales, ejercicio en el que la autoridad pública, es decir el legislador, 
debería inmiscuirse, precisamente, para salvaguardar esa misma libertad y 
dignidad. 
Esta problemática necesariamente requiere de una voluntad política que supere 
los dogmas y prejuicios que alrededor de la disposición de la vida, voluntad 
expresada que requiere de una reglamentación verificadora de condiciones que 
deben estar formuladas en la ley que así lo disponga. 
En el caso de la sociedad Belga, extractamos los siguientes aspectos: 
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Una vez se verifica el cumplimiento de los requisitos y se accede a la petición de 
la acción eutanásica, el procedimiento debe verificarse en un término no inferior de 
treinta días. 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto tenemos que la gran diferencia 
entonces entre la figura del SMA y la Eutanasia lo es frente a la persona que 
ejecuta la acción, si es el mismo paciente, pero con la ayuda de un profesional de 
la medicina estamos frente al SMA, por el contrario si el procedimiento lo ejecuta 
en su totalidad un médico, nos encontramos frente a un proceso eutanásico, eso 
sí en ambas figura debe estar presente el ejercicio valido del derecho a ejercer 
una facultad  libre y liberadora, como lo es la de morir dignamente, claro sin dejar 
de lado el cumplimiento de los requisitos de ley que la autoricen. 
En este estado de la tesis consideramos que nuestra compilación de información, 
busca servir de incentivos e insumos para que se adelante la discusión 
democrática en torno al tema propuesto, en tal razón no pretendemos ser 
doctrinantes, menos legisladores en este tema, corresponderá la decisión de 
adoptar o no, las figuras del SMA o los procesos Eutanásicos como herramientas 
del ejercicio del derecho a morir dignamente debidamente reglamentado. 
 
2.5. DERECHO A MORIR DIGNAMENTE / LA RESPONSABILIDAD MÉDICA  
Podría un médico apartarse de su juramento de preservar la vida, darla por 
terminada ante la voluntad e el intenso sufrimiento del paciente de quién la ciencia 
médica no pronostica una recuperación? 
Existe una responsabilidad penal en quién siendo médico asuma una postura de 
terminación de la vida en tales condiciones? 






Para nadie resulta un secreto que el médico ejerce una labor que tiende a 
recuperar y mantener la salud y la vida de un paciente al cual ha tratado en razón 
de una afección física que altera su normal desenvolvimiento en  labores 
cotidianas dentro de la sociedad. 
Lo anterior se deduce no solamente del juramento ya citado hipocrático que presta 
el profesional de la medicina al otorgársele el título de médico, sino de aquel 
aforismo latino conocido como  “Artifex spondet peritiam artis” (el artesano 
responde de su arte) principio contemplado en nuestra legislación cuando se 
consagra  que quien por acción u omisión cause daño a otro, interviniendo culpa o 
negligencia, está obligado a reparar el daño causado o la conducta punible se 
comete por acción u omisión. 
No ofrece discusión, el médico como todos los profesionales, ha de ser 
responsable ante la ley por su acción negligente, equivocaciones y con mayor 
sentido de su mala práctica. 
De otro lado se debe recordar que el error es perfectamente lógico y comprensible 
en cualquier actividad del ser humano, siendo la medicina una práctica de seres 
humanos para seres humanos, no estaría exenta de éste, pues los médicos en 
verdad no son infalibles.  
Correlativamente errar o equivocarse conlleva necesariamente una carga de 
responsabilidad que genera consecuencias de sanción, reparación y aceptación. 
De acuerdo con el significado que se tiene de responsabilidad, para entenderla 
acudimos al diccionario de la Real Academia Española de la lengua que define la 
responsabilidad como la obligación de reparar o satisfacer, por si o por otro, como 
consecuencia de un delito, de una culpa o de otra causa legal.  
Resulta frecuente en el diario acontecer que el profesional de la medina frente a 
una situación médica reflejada por un paciente y puesta en su conocimiento, se 
vea aproximado  ante dos posibles y probables soluciones, de las cuales debe 
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escoger la más apta y útil para el paciente, se tiene por una parte, el bienestar del 
paciente que dentro de los criterios científicos prevalecen, y cuál de las probables 
acciones es la más favorable o menos dañina para éste; todo ponderado 
objetivamente de acuerdo con los riesgos inherentes a todo acto médico , pero 
obedeciendo siempre a los principios del  respeto a la vida, a la integridad 
humana, a la preservación de la salud, entre muchos otros factores.  
Por lo anterior el médico se ve compelido hoy por hoy a presentar y discutir en 
estrados judiciales de las áreas, civil, administrativo y por supuesto el penal  su 
accionar  profesional, en algunos casos por demanda civil, administrativa 
(llamamiento en garantía o acción de repetición del sector oficial) o acusaciones 
de orden  penal por una presunta  mala praxis médica. 
Acá en este escrito se trata de examinar la conducta del médico que consciente de 
la necesidad de procurar una solución radical a los intensos sufrimientos que 
puede estar padeciendo un paciente, de quién la ciencia ha desahuciado, y 
previamente y en plenitud de sus facultades mentales y legales entrega su 
consentimiento informado para no continuar con la vida, hoy penalizada en 
Colombia. 
Frente al derecho penal colombiano, esta acción médica requiere un 
pronunciamiento del aparato represor penal o por el contrario la acción médica 
debe ser considerada como una excluyente de responsabilidad penal, derivada de 
la voluntad del sujeto pasivo de la acción con el cumplimiento de los requisitos 
legales mínimos de viabilidad y aceptación por parte del ordenamiento jurídico. 
2.5.2. Historia De La Responsabilidad Médica 
En este apartado se consideraran algunos aspectos que a través de la historia de 
la humanidad con respecto a cómo se ha visto la responsabilidad de los médicos 
en el transcurrir histórico, no se pretende hacer un tratado histórico al respecto, 
por el contrario el objetivo específico es generar una brevísima referencia a la 




En los albores de la medicina el concepto de responsabilidad médica y la 
obligación de reparar a los pacientes por su mala práctica no existía, así entonces 
en cierta medida el médico gozaba de autonomía e independencia y por supuesto 
inmunidad por sus acciones. 
Con el transcurrir de los tiempos se inician episodios que responsabilizan a los 
médicos por su mala acción, por citar algunos casos ejemplarizantes tenemos: 
Hammurabi, Rey de Babilonia, al penalizar a los médicos a quienes denominaba 
imperitos y negligentes, luego la Lex Aquila romana, que reguló el resarcimiento 
del daño causado a otro que involucraba a los médicos. 
Con el devenir de los tiempos la inmunidad inicial que se atribuía a los médicos ha 
venido cediendo terreno, hoy tenemos que se han  desarrollado cuerpos 
normativos, legislación que tienden a contemplar los derechos que le asisten a los  
pacientes, ello fruto del pensamiento liberal, que correlativamente le generan al 
médico responsabilidad por el acto médico, se han creado códigos éticos, 
disciplinarios de la profesión de la medicina, se han descrito comportamientos 
penales que pueden incluso privar de la libertad a los galenos en virtud de un 
equivocado o negligente procedimiento. 
En consecuencia de lo anteriormente expuesto que podemos afirmar que hoy, el 
médico y todo su accionar se encuentra sometido a la auditoria legal en los 
cuerpos normativos, la ética y de accionar correcto por sus propios colegas en 
tribunales independientes que como objeto se limitan a revisar la acción medica 
frente a protocolos ya preestablecidos. 
 
2.5.3. Responsabilidad Médica En Colombia 
Lo primero que hay que aclarar es que la legislación colombiana consagra la 
responsabilidad médica, considerando que esta actividad es de riesgo, es de 
medio y no de resultado; es decir el médico no está en la obligación de garantizar 
la salud del enfermo, pero sí de brindarle todo su profesionalismo y pericia en 
procura del restablecimiento y preservación de su salud. 
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Excepcionalmente se considera de resultado, como en aquellos casos de cirugías 
estéticas, donde el paciente piensa que va a obtener un resultado por la 
información que dan los facultativos; pues la información muchas veces resulta 
sesgada o distorsionada de la realidad puede dar expectativas no verificables, son 
estos aspectos los que eventualmente pueden generar una responsabilidad de la 
acción médica, por responsabilidad contractual o extracontractual. 
En todo caso la acción médica debe estar enmarcada entre el médico y el 
paciente bajo los principios de la voluntad, el consentimiento informado y la buena 
fe exenta de culpa. 
En consecuencia una  mala práctica médica se podría definir como aquella acción 
humana propia del galeno, que se rodea de la impericia, negligencia, 
desconocimiento de protocolos y procedimientos ofrecidos por la ciencia, la que 
produce un resultado que no se previó siendo atendible , que no anticipó y que sin 
embargo era anticipable, representable y objetivamente previsible. Donde la 
imprudencia grave es entendida como la omisión de todas las precauciones 
exigibles que debieron adoptarse en el suceso o evento de que se trate, o al 
menos de las más elementales cuya sanción será el juicio de reproche por la vía 
de la acción penal. 
De todas maneras tenemos que señalar que hoy en día con todos los avances de 
la medicina, la profesionalización de los cuerpos de salud, y aunque se sigue 
considerando la relación médico – paciente bajo el acuerdo de voluntades con la 
responsabilidad sobre los medios, pensamos que esa responsabilidad se inclina 
hoy más a la exigencia de resultados, pues el profesional de la medicina está más 
apoyado con instrumentos científicos y exámenes de toda índole, lo que enriquece 
su tratamiento y por ende la responsabilidad también se acentúa, alejándose ya de 
ser una acción de solo medios, dirigiéndose más hacía los resultados. 
Las entidades que brindan servicios en salud, están en la obligación de prestar un 
excelente servicio orientado al restablecimiento de la salud del paciente y por 
supuesto de su preservación, por ello su responsabilidad se deriva de la figura 
conocida como la culpa in vigilando o in eligiendo, para las entidades del Estado 
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del sector salud se encuentra el principio fundamental de la garantía, el cual 
propende a que las instituciones ofrezcan a sus usuarios una vez demostrado el 
daño sufrido, los resarcimientos económicos como contraprestación, de acuerdo 
con la norma sustantiva civil. Ahora bien, en caso de una demanda a una entidad 
estatal por el daño que uno de sus funcionarios médicos o personal de enfermería, 
le ocasione a un paciente, esta debe repetir contra el funcionario público para que 
le devuelva al Estado lo que pagó por culpa suya siempre y cuando se acredite el 
dolo. 
De  nuestra propuesta no puede perderse de vista que la acción medica que 
pretendemos examinar no es derivada de una mala praxis, por el contrario luego 
de una excelente praxis médica la salud del paciente no se recuperó y este se ve 
compelido por intensos sufrimientos que no le permiten una calidad de vida 
atendiendo el concepto de dignidad humana, quién su voluntad debidamente 
informada y en plenitud de facultades renuncia a la vida en tales condiciones, cuya 
acción medica estaría orientada es a provocar un deceso placido no traumático. 
Es este punto el que queremos reflexionar, comportamiento del profesional de la 
medicina idóneo debe ser incluido como causal de exoneración de responsabilidad 
penal en nuestro ordenamiento jurídico. 
2.5.4. Situaciones Jurídicas Del Accionar Medico 
Ha de destacarse en este ítem que hoy en día, a en nuestra sociedad se admira a 
los profesionales de la medicina, pero también se le exige bajo los presupuestos 
de la confianza que ello genera que en su actuar este todo el profesionalismo que 
se requiere para lograr el restablecimiento de la salud y su mantenimiento, 
adicionalmente se les exige comportamientos idóneos, éticos y morales en la 
relación médico – paciente  
La exigencia de la responsabilidad a los médicos tiene por objeto mejorar el 




Desde el punto de vista penal 
No puede perderse de vista que el actuar del médico, necesariamente está bajo la 
lupa del estudio del derecho penal, como quiera que se considera como ya se dijo 
una actividad de riesgo, la que puede causar un sin número de daños que deberán 
ser mirados por la sociedad y su probable configuración de conducta delictiva, por 
lo que consideramos que el derecho penal es un permanente observador de la 
conducta médica. 
En Colombia se dedica todo un título a consagrar en el código penal, los diferentes 
comportamientos que afecten los bienes jurídicos de la vida y la integridad de la 
persona, por ende un actuar médico que lesione o ponga en peligro efectivamente 
uno de ellos debe ser sometido a juicio de reproche en ejercicio de la acción penal 
por el ente acusador ante los Jueces penales de conocimiento. 
 
2.5.5. Desde el punto de vista ético–medico 
Se parte del juramento hipocrático, el cual tiene una profunda carga moral y ética, 
en la medida que al médico se le pone de presente la preservación y 
mantenimiento de la vida de las personas, luego cualquier conducta que no esté 
orientada en este sentido, comprometería la responsabilidad ética y moral del 
galeno que se asume con dicho juramento. 
En Colombia, la Ley 23 de 1981 y el Decreto 3380 de 1981 son las normas que 
rigen la ética médica prescribiendo en similares términos: La ética, entonces, deja 
de ser pura filosofía y se plasma en unos cuerpos normativos completos que nos 
están señalando de manera específica como debe ser el comportamiento del 
profesional de la medicina o del profesional de la odontología para sostener que el 
mismo ha estado ajustado a la ética. 
No se puede pasar por alto que la ética y la moral van de la mano y tienen como 
objeto principal generar las pautas de regulación de la conducta humana, hoy 
vemos que se regulan desde el punto de vista normativo. 
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2.5.6. Eximentes De Responsabilidad Penal 
Sea lo primero considerar que toda acto médico que no satisfaga la expectativa de 
salud o vida de un paciente no escapa a la esfera del derecho penal, sin embargo 
la actividad médica es considerada de medios, el profesional de la medicina, se 
exonera de toda culpa probando que actuó con toda la diligencia y cuidado que 
estaban a su alcance.  
Ahora si la actividad del médico es de aquellas que se consideran de resultado, la 
causal de exoneración de responsabilidad será probando:  
Aspectos inherentes a la fuerza mayor: Si son hechos atribuibles de la naturaleza 
de las cosas. 
Aspectos inherentes al Caso Fortuito: Considerados hechos atribuibles a los 
hombres, siempre y cuando estos, de acuerdo con la doctrina sean irresistibles e 
imprevisibles. 
Aspectos inherentes a la culpa exclusiva de la víctima: cuando la responsabilidad 
en el resultado no deseado se estructura desde el comportamiento de la propia 
persona que causa el daño en su cuerpo o salud o el perjuicio como tal. 
Aspectos inherentes al hecho de un tercero: Cuando el nexo causal de los daños 
es atribuible a una persona ajena a la relación médico– paciente, en este evento 
será este tercero quién asuma el rigor de la responsabilidad derivado de su 
accionar. 
Como puede observarse no habría una causal de exclusión de responsabilidad en 
el obrar médico  para dar por terminado la vida para evitar intensos sufrimientos 
del paciente que ofrece la voluntad para no seguir llevando la vida, argumento que 
fortifica nuestra posición en este trabajo de la necesidad de regular y consagrar el 
ejercicio de este derecho a morir dignamente. 
En este punto nuestra propuesta cobra cuerpo en el entendido que un obrar 
médico que pretende atender la voluntad del paciente que en vida y plenitud de 
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sus funciones firma un consentimiento informado para que se le practique en tales 
condiciones una muerte digna, no tendría el profesional de la medicina someterse 
al accionar del derecho penal, pues allí no habría nada que reprochar en la esfera 
del derecho. 
Aquí entonces ya podemos generar la propuesta subsidiaria a la normativización 
del derecho a morir dignamente que satisface la situación en las correctas 
proporciones, y se concreta necesariamente en una adición legal a las causales 
de exoneración de responsabilidad en este sentido a la norma del código penal 
colombiano, descritas en el artículo 32 de la ley 599 de 2.000 
 
3. RECORRIDO JURISPRUDENCIAL Y LEGISLATIVO 
 
3.1. RECORRIDO JURISPRUDENCIAL 
Para nuestro caso en estudio, se tiene como referencia el pronunciamiento sobre 
la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 326 del Decreto 100 de 1980 
– Código Penal - interpuesta por el ciudadano José Eurípides Parra Parra, cuyo 
resultado jurisprudencial fue la sentencia C – 239 de 199720, obrando como 
ponente como se ha indicado el Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
El texto del artículo 32621 del Código Penal es el siguiente: 
 "Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para poner fin a 
intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave o 
incurable, incurrirá en prisión de seis meses a tres años". 
 Al revisar las consideraciones del demandante, se expone que el acto en el tipo 
descrito como homicidio piadoso, está orientado a quitar padecimientos dolorosos 
e incurables, que científicamente no tienen la posibilidad de ser reversibles. Que el 
actor confunde los conceptos de homicidio eutanásico y homicidio eugenésico, ya 
                                                          
20
 Corte Constitucional  
21
 Ley 599 de 2.000 
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que este último está referido la preservación y el mejoramiento de la raza o de la 
especie humana. 
Ante lo anterior, se cuestiona la corte que debe  analizar 1) ¿Desconoce o no la 
Carta, la sanción que contempla el artículo 326 del Código Penal para el tipo de 
homicidio piadoso? y, 2) ¿Cuál es la relevancia jurídica del consentimiento del 
sujeto pasivo del hecho22?. 
Frente al primer punto, se expone que estamos frente a un derecho penal de 
acto23, donde “sólo se permite castigar al hombre por lo que hace, por su conducta 
social, y no por lo que es, ni por lo que desea, piensa o siente. …Para el derecho 
penal del acto, uno de los criterios básicos de imposición de la pena es el grado de 
culpabilidad, de tal manera que a su autor se le impone una sanción, mayor o 
menor, atendiendo a la entidad del juicio de exigibilidad, es decir, la pena debe ser 
proporcional al grado de culpabilidad 
Que se deben entender que las circunstancias del tipo penal en estudio, está dado 
por la piedad, la cual “… es un estado afectivo de conmoción y alteración anímica 
profundas, similar al estado de dolor que consagra el artículo 60 del Código Penal 
como causal genérica de atenuación punitiva; pero que, a diferencia de éste, 
mueve a obrar en favor de otro y no en consideración a sí mismo. 
Quien mata a otro por piedad, con el propósito de ponerle fin a los intensos 
sufrimientos que padece, obra con un claro sentido altruista, y es esa motivación 
la que ha llevado al legislador a crear un tipo autónomo, al cual atribuye una pena 
considerablemente menor a la prevista para el delito de homicidio simple o 
agravado. Tal decisión no desconoce el derecho fundamental a la vida consagrado 
en el artículo 11 de la Carta, pues la conducta, no obstante la motivación, sigue 
siendo antijurídica, es decir, legalmente injusta; pero en consideración al aspecto 
subjetivo la sanción es menor, lo que se traduce en respeto por el principio de 
                                                          
22
 Entiéndase enfermo terminal 
23
 Artículo 9 C.P. Conducta Punible. Para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica 
y culpable. La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado. 
Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y se constate la 
inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad.  
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culpabilidad, derivado de la adopción de un derecho penal del acto, tal como lo 
consagró el constituyente en el artículo 29, según se expuso antes.” 
Que el tipo penal en estudio, no desconoce preceptos constitucional, como el 
derecho fundamental a la vida, pues “… El actor olvida que en un Estado Social de 
Derecho las penas tienen que guardar una razonable proporcionalidad con el 
grado de culpabilidad del acto, y no sólo con la gravedad material y objetiva de la 
lesión al bien jurídico.” 
Con relación a la relevancia jurídica del consentimiento del sujeto pasivo del 
hecho, la corte retoma el concepto de la dignidad personal orientado a garantizar 
el respeto por la vida del ser humano que protege nuestro Estado Social de 
Derecho y plasmado en la constitución política para expresar ... “En Colombia, a la 
luz de la Constitución de 1991, es preciso resolver esta cuestión desde una 
perspectiva secular y pluralista, que respete la autonomía moral del individuo y las 
libertades y derechos que inspiran nuestro ordenamiento superior. .. 
"la dignidad humana... es en verdad principio fundante del Estado,... que más que 
derecho en sí mismo, es el presupuesto esencial de la consagración y efectividad 
del entero sistema de derechos y garantías contemplado en la constitución." 
“…el derecho a la vida no puede reducirse a la mera subsistencia, sino que implica 
el vivir adecuadamente en condiciones de dignidad.” 
Analiza la corte igualmente la situación del enfermo terminal, quien es quien 
directamente padece los graves e incurables dolores de su enfermada, situación 
que debe entrar a comprender y regularse por el Estado, para expresar que… “Y 
si los derechos no son absolutos, tampoco lo es el deber de garantizarlos, que 
puede encontrar límites en la decisión de los individuos, respecto a aquellos 
asuntos que sólo a ellos les atañen.” 
El derecho fundamental a vivir en forma digna implica entonces el derecho a morir 
dignamente, pues condenar a una persona a prolongar por un tiempo escaso su 
existencia, cuando no lo desea y padece profundas aflicciones, equivale no sólo a 
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un trato cruel e inhumano, prohibido por la Carta (CP art.12), sino a una anulación 
de su dignidad y de su autonomía como sujeto moral. La persona quedaría 
reducida a un instrumento para la preservación de la vida como valor abstracto. 
Concluye la Corte por lo cual debe el Estado entrar a regular el estudio del 
derecho a Morir Dignamente, para lo cual entre otras debe atender y considerar lo 
siguiente, previa la decisión de quien quiere no continuar con tal padecimiento: 
“…1. Verificación rigurosa, por personas competentes, de la situación real del 
paciente, de la enfermedad que padece, de la madurez de su juicio y de la 
voluntad inequívoca de morir. 
2. Indicación clara de las personas (sujetos calificados) que deben intervenir en el 
proceso. 
 3. Circunstancias bajo las cuales debe manifestar su consentimiento la persona 
que consiente en su muerte o solicita que se ponga término a su sufrimiento: 
forma como debe expresarlo, sujetos ante quienes debe expresarlo, verificación 
de su sano juicio por un profesional competente, etc. 
4. Medidas que deben ser usadas por el sujeto calificado para obtener el resultado 
filantrópico. 
5. Incorporación al proceso educativo de temas como el valor de la vida y su 
relación con la responsabilidad social, la libertad y la autonomía de la persona, de 
tal manera que la regulación penal aparezca como la última instancia en un 
proceso que puede converger en otras soluciones…” 
La jurisprudencia en comento declara la exequibilidad de la norma acusada y 
termina exhortando al Congreso a legislar sobre el tema. Sentencia que sin 
embargo fue objeto de salvamento de voto24, en razón que se dice, dicho 
pronunciamiento lo que pretende es “legislar” al considerar como un eximente de 
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responsabilidad del tipo penal cuestionado, creando una causal de justificación en 
el concepto del sujeto pasivo del hecho, el cual no contempla el tipo. Igualmente 
que se considera hizo una reforma constitucional en total contradicción del valor 
de la vida que se consagra en la misma. 
Así mismo, se salva voto para pronunciarse, que es un deber social, evitar la 
distanasia, es decir, el prolongar injustificada mente el proceso normal de la 
muerte, la cual debe estar regulada por el legislador. Se trae a estudio la 
responsabilidad médica como su sentido ´por la vida, su deber ético y moral, frente 
al pronunciamiento. 
Pronunciamiento este de la corte, que fue tan controversial, que incluso un grupo 
de ciudadanos25 presentaron incidente de nulidad al fallo, bajo el argumento, de la 
violación y extralimitación de la funciones del alto tribunal. 
 
3.2. RECORRIDO LEGISLATIVO 
Conforme a la jurisprudencia constitucional C - 239 de 1997 ya relacionada con 
anterioridad, se le solicita al Congreso de la Republica legislar sobre el tema del 
“Derecho A Morir Dignamente”, frente al punto se tiene que se han presentado los 
siguientes proyectos de Ley: 
3.2.1. Para el 24 de agosto del 2006, se radica en la secretaría general del 
Senado de la República, el proyecto de ley 100 de 2006 - Senador ponente Dr. 
Armando Benneditti  Villaneda – Inscrito en la Gaceta 317 de 2006, el cual regula 
el tema: 
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 Centro de Trabajadores Cristianos para el Cambio Social. CETRAC" el Presidente y la Secretaria General de 
"Cetrac" y por el ciudadano Juan Carlos Rodríguez Vall-Serra. 
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“PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 100 DE 2006 SENADO. 
Terminación de la vida de una forma digna y humana y asistencia al suicidio, por 
el cual se reglamentan las prácticas de la Eutanasia y la asistencia al suicidio en 
Colombia y se dictan otras disposiciones. 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene el propósito de reglamentar integral y 
rigurosamente la forma en que se atenderán las solicitudes de los pacientes sobre 
la terminación de su vida en condiciones dignas y humanas; los procedimientos 
necesarios para tal fin y la práctica de la Eutanasia y la asistencia al suicidio, por 
los respectivos médicos tratantes; así como, establecer los mecanismos que 
permitan controlar y evaluar la correcta realización de la eutanasia y el suicidio 
asistido, atendiendo al deber del Estado de proteger la vida. 
Para cumplir con dicho propósito, se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones: 
(i) Eutanasia: Es la terminación intencional de la vida por otra persona, esto es, 
un tercero calificado, el médico tratante, de una forma digna y humana, a partir de 
la petición libre, informada y reiterada del paciente, que esté sufriendo intensos 
dolores y continuos padecimientos a causa de enfermedad terminal y/o lesión 
corporal. 
(ii) Suicidio asistido: Consiste en ayudar o asistir intencionalmente a otra 
persona, el paciente, a cometer suicidio, o en proveerle de los medios necesarios 
para la realización del mismo, a partir de su petición libre, informada y reiterada, 
cuando esté sufriendo intensos dolores y continuos padecimientos a causa de 
enfermedad terminal y/o lesión corporal. 
(iii) Médico Tratante: se refiere al profesional de la medicina que ha tenido la 
responsabilidad del cuidado del paciente, víctima de una enfermedad terminal y 
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que además, de acuerdo al registro médico eutanásico y al acta de defunción, ha 
terminado, por petición expresa del paciente, con su vida de una forma digna y 
humana o le ha proveído de los medios necesarios para lograr el mismo resultado. 
(iv) Médico Especialista: es el profesional de la medicina que ha sido consultado 
por el médico tratante, en segunda instancia, con el objeto de lograr 
una confirmación médica del diagnóstico, las opciones terapéuticas y el 
pronóstico respectivo del paciente que ha solicitado la terminación de su vida de 
una forma digna y humana, en virtud de su nivel especializado de conocimiento y 
experiencia en la materia. 
(v) Confirmación médica: Significa que la opinión médica del médico tratante ha 
sido confirmada, en segunda instancia, por un médico especializado e 
independiente, que a su vez, ha examinado al paciente y su respectiva historia 
clínica. 
(vi) Consejería: Se refiere a una, o a las consultas que sean necesarias entre un 
siquiatra y/o un sicólogo, o un equipo de apoyo conformado por profesionales de 
ambas disciplinas, y el paciente que ha solicitado reiteradamente a su médico 
tratante la terminación de su vida de forma digna y humana; con el propósito de 
determinar la situación real del paciente, la madurez de su juicio y su voluntad 
inequívoca de morir; así como para confirmar que no sufre de ningún desorden 
psiquiátrico, psicológico o de una depresión momentánea que pueda estar 
perturbando su juicio. 
(vii) Decisión Informada: Significa la decisión tomada por el paciente, de solicitar 
u obtener una orden o prescripción médica, de su médico tratante, para terminar 
con su vida de una forma digna y humana, lo cual implica que la persona 
posee información seria y fiable acerca de su enfermedad y de las opciones 
terapéuticas: así como de las diferentes alternativas existentes en medicina 
paliativa, incluyendo tratamientos para el control del dolor y su pronóstico; y 
además, que cuenta con la capacidad suficiente para tomar la decisión. 
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(viii) Enfermedad Terminal: Significa enfermedad incurable e irreversible o lesión 
grave que ha sido certificada y confirmada por el médico tratante, que se es tima 
producirá la muerte del paciente en un lapso no superior a seis (6) meses, sin que 
este último lapso constituya una constante invariable, ya que puede variar según 
las circunstancias particulares de cada caso. 
(ix) Adulto Capaz: Quiere decir una persona con 18 años de edad o mayor, y que 
en opinión de un tribunal, del médico tratante o del especialista, de un siquiatra y/o 
un psicólogo o un grupo de apoyo, tenga la habilidad de entender, tomar y 
comunicar, por sí mismo o a través de sus familiares, las decisiones respecto de 
su estado de salud y su vida ante las autoridades competentes. 
Proyecto contentivo en seis ( 6 ) capítulos, los cuales corresponden a: El primero 
arriba se explica son definiciones; El capítulo II,  refiere a las condiciones y 
procedimiento de cuidado debido, donde  se regula que el único autorizado a 
realizar el procedimiento es el médico tratante, siempre que se cumplan unos 
requisitos: mayoría de edad, capacidad, facultades mentales, petición oral o 
escrita, donde en el caso de tratarse de un menor de edad, se requiere el 
consentimiento de los padres. Para el caso de las enfermedades terminales, que 
la historia clínica sea certificada por dos médicos especialistas, determinen la 
imposibilidad de un tratamiento que alivie los padecimientos, de mejoría o cura.  
Se respeta la posición del médico. Sobre el procedimiento debido, se debe 
informar, verificar, dialogar, establecer una consejería, remitir, confirmar, 
considerar la duda, desistir (en cualquier tiempo), firmar y volver a verificar.  
Si el paciente no tiene familiares, el médico tratante autoriza siempre y cuando 
cumpla los mismos requisitos y otros más que allí se regulan. 
El Capítulo tercero, regula el registro médico, que refiere que quien realice tal 
procedimiento eutanásico, deberá remitir dentro de los diez (10) días hábiles del 
deceso a la Comisión Nacional y Control Posterior de procedimientos Eutanásicos 
y Suicidio Asistido, la cual se crea en el capítulo cuarto, donde se describen sus 
funciones y objeto. 
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El capítulo quinto, regula la modificación de los tipos penales a saber. 
Artículo 11 del proyecto: El Código Penal, por unidad normativa y jurisprudencial 
se modificará de la siguiente manera: 
1. El artículo 106 del Código Penal quedará así: 
Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para poner 
fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e 
incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Cuando el médico tratante cuente con el consentimiento libre e informado del 
paciente, y haya respetado el procedimiento de cuidado debido, exigido por la ley 
que regula la terminación de la vida de una forma digna y humana y la 
asistencia al suicidio, no será objeto de sanción penal alguna. 
2. El artículo 107 del Código Penal quedará así: 
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio. El que eficazmente induzca a otro 
al suicidio, o le preste una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en prisión 
de dos (2) a seis (6) años. 
Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner fin a intensos sufrimientos 
provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en 
prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Cuando sea el médico tratante quien provea los medios necesarios para la 
realización del suicidio y cuente con el consentimiento libre e informado del 
paciente, y además haya respetado el procedimiento de cuidado debido, exigido 
por la ley que regula la terminación de la vida de una forma digna y humana y 
la asistencia al suicidio, no será objeto de sanción penal alguna. 
El Artículo 12 del proyecto crea una Cláusula General de Protección. Sin perjuicio 
de las demás provisiones especiales que determine la Comisión, se establecerá 
una cláusula especial para la protección de los derechos de los 
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pacientes que opten por terminar con su vida de una forma digna y humana o la 
asistencia al suicidio, en los términos de la presente ley. 
De esta manera, 
1. Ninguna cláusula o provisión en contratos u obligaciones civiles y comerciales, 
en acuerdos, sean orales o escritos, será válida si está dirigida a constreñir y/o 
afectar al paciente en su voluntad o decisión de terminar con su vida de una forma 
digna y humana o la asistencia al suicidio. 
2. Con respecto al régimen de los seguros (v. gr. vida, salud, accidentes, 
funerarios o a los que haya lugar), no podrán establecerse cláusulas o provisiones 
que restrinjan o condicionen, a través de sus efectos y/o consecuencias jurídicas, 
la libre opción del paciente de terminar con su vida de una forma digna y humana. 
Si se presentaren, dichas cláusulas serán absolutamente nulas. 
3. Para todos los demás efectos legales, en el certificado de defunción, el médico 
tratante deberá señalar que la muerte del paciente se produjo por causas 
naturales. 
El capítulo sexto del proyecto, regula su vigencia y refiere a la exposición de 
motivos, sobre los preceptos constituciones de la vida y la dignidad y otros. 
Proyecto que fue estudiado en comisión pero posteriormente fue archivado por 
retiro del mismo senador ponente. 
 
3.2.2. Para el año 2008 se presentó el proyecto de Ley Estatutaria ante la 
Comisión Primera del Senado de la República No 044 de 2008, por el cual “se 
reglamentan las prácticas de la Eutanasia, el servicio de cuidados paliativos y se 
dictan otras disposiciones”, para segundo debate en la Gaceta No 735 de 2008, 




II. OBJETO DEL PROYECTO. 
El proyecto tiene como objeto reglamentar, integral y rigurosamente la forma en 
que se atenderán las solicitudes de los pacientes sobre la terminación de su vida 
en condiciones dignas y humanas; establecer y regular los procedimientos 
necesarios que deben seguir los médicos tratantes para llevar a cabo la práctica 
de la eutanasia, así como generar los mecanismos que permitan controlar y 
evaluar la correcta realización de dicha práctica, atendiendo al deber del Estado 
de proteger la vida. 
De igual forma, es objeto del presente proyecto de ley determinar el sistema de 
servicio de cuidados paliativos ofrecido por el Sistema de Seguridad Social 
Integral en Salud. 
Proyecto en el cual, se da un avance pues va a segundo debate, donde se 
considera el tema de los cuidados paliativos para el manejo del dolor como 
garantía de una vida digna, que se reclama en el proyecto; se suprime la 
intervención de la familia para los pacientes terminales, cuando este no expresa 
su voluntad; El Ministerio de la Protección Social, propone la eliminación de la 
citada Comisión Nacional de Evaluación y Control de Padecimientos Eutanásicos 
y Suicidio Asistido, para que sea el ministerio el que controle este tema. 
Dentro de los requisitos del procedimiento, se regula, que el paciente debe residir 
como mínimo un año en el país, como eliminar la responsabilidad del médico, para 
establecer la reforma a los tipos penales, así: 
Artículo 10. El Código Penal, por unidad normativa y jurisprudencial se modificará 
de la siguiente manera: 
El artículo 106 del Código Penal quedará así: 
Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para poner 
fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e 
incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
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Cuando el médico tratante cuente con el consentimiento libre e informado del 
paciente, y haya respetado el procedimiento de cuidado debido, exigido por la ley 
que regula la terminación de la vida de una forma digna y humana, no será objeto 
de sanción penal alguna. 
Artículo 11. Cláusula general de protección. Sin perjuicio de las demás 
provisiones especiales, se establecerá una cláusula especial para la protección de 
los derechos de los pacientes que opten por terminar con su vida de una forma 
digna y humana, en los términos de la presente ley. 
De esta manera, 
1. Toda cláusula o provisión en contratos u obligaciones civiles y comerciales, en 
acuerdos, sean orales o escritos, será nula de pleno derecho si está dirigida a 
constreñir y/o afectar al paciente en su voluntad o decisión de terminar con su vida 
de una forma digna y humana. 
2. Con respecto al régimen de los seguros (v. gr. vida, salud, accidentes, 
funerarios o a los que haya lugar), no podrán establecerse cláusulas o provisiones 
que restrinjan o condicionen, a través de sus efectos y/o consecuencias jurídicas, 
la libre opción del paciente de terminar con su vida de una forma digna y humana. 
Si se presentaren, dichas cláusulas serán absolutamente nulas. 
3. Para todos los demás efectos legales, en el certificado de defunción, el médico 
tratante deberá señalar que la muerte del paciente se produjo por causas 
naturales. 
Este proyecto igualmente fue archivado. 
3.2.3. Para el 2010, el Senador Álvaro Ashton Giraldo, registro el proyecto de ley 
138 de 2010 “mediante la cual se crean Unidades de Cuidados Paliativos para el 
manejo integral de Pacientes Terminales y se prohíben para ellos los tratamientos 
extraordinarios o desproporcionados que no dan calidad de vida.  
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Orientado a la atención de los cuidados paliativos del paciente terminal, sus 
derechos frente a tal padecimiento, los requisitos del tratamiento, el derecho a la 
información, la voluntad, y la objeción de conciencia, entre otros. 
Proyecto que refiere a: 
“Artículo 1°. Medicina o Cuidados Paliativos. Son los cuidados que se utilizan 
en las personas con diagnóstico Terminal y su propósito es aplicar una serie de 
tratamientos dirigidos a mejorar la calidad de vida del enfermo, permitiéndole así 
prepararse con tranquilidad para morir. 
Artículo 2°. Mediante esta ley se reglamenta el derecho a que las personas que 
padezcan una Enfermedad Terminal puedan ser atendidos de manera integral por 
personal médico especializado y a no ser obligados a recibir procedimientos 
terapéuticos extraordinarios con el fin de conservar la vida cuando el diagnóstico 
es una enfermedad avanzada, progresiva e incurable. 
Artículo 3°: El objeto de esta ley, es que los enfermos terminales tengan derecho 
a ser atendidos de manera integral y ante una enfermedad degenerativa e 
irreversible, por expreso deseo del paciente, pueda desistir de la aplicación de 
medidas médicas extraordinarias con el fin de prolongar la vida y prohibir el 
enseñamiento terapéutico, entendida como el derecho de todo ser humano a 
experimentar una muerte en paz, de acuerdo a la dignidad trascendente de la 
persona humana, sin prolongar la existencia por medios extraordinarios o 
desproporcionados, dejando en claro que en ningún momento la vida se 
interrumpe por parte del personal médico, si lo hay, el suministro de asistencia y 
auxilio normal para este tipo de casos, incluyendo el manejo de la enfermedad con 
la denominada medicina paliativa. 
Artículo 4°. Enfermo Terminal. Persona que se encuentra sometida a graves 
padecimientos físicos, producto de accidente o enfermedad degenerativa, que en 
virtud de UNA JUNTA DE MÉDICOS CON DIAGNÓSTICO CERTIFICADO 
formalmente, se puede colegir más allá de la duda razonable que la enfermedad 
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es de carácter GRAVE e irrecuperable y la muerte es inevitable en tiempo 
relativamente corto. 
3.2.4.- Nuevamente el senador Armando Benedetti, presenta como proyecto de ley 
No 70 de 2012 – en septiembre de dicha anualidad, registrado en la Gaceta 611 
de 2012, “Por la cual se reglamenta las prácticas de la Eutanasia y la asistencia al 
suicidio en Colombia y se dictan otras disposiciones”  cuyo objeto está orientado a: 
“1. Objeto 
El Proyecto de ley número 70 de 2012 pretende, reglamentar integral y 
rigurosamente la forma en que se atenderán las solicitudes de los pacientes sobre 
la terminación de su vida en condiciones dignas y humanas; los procedimientos 
necesarios para tal fin y la práctica de la Eutanasia y la asistencia al suicidio, por 
los respectivos médicos tratantes; así como, establecer los mecanismos que 
permitan controlar y evaluar la correcta realización de la eutanasia y el suicidio 
asistido, atendiendo al deber del Estado de proteger la vida. 
Proyecto que recoge los presupuestos anteriores, haciendo una exposición de 
motivos sobre la dignidad, la vida, preceptos constitucionales que deben 
orientarse a la situación real de los enfermos terminales que son los que padecen 
los graves sufrimientos y quienes son los que deben decidir cómo morir 
dignamente, por lo cual reitera la modificación normativa del homicidio por piedad, 
que trae como novedad la constitución de lo que se describe como la PETICIÓN 
PREVIA, la cual consiste en que, el paciente previamente con una asesoría 
médica, se le debe hacer saber de los pro y los contras de su padecimiento. 
Proyecto que se encuentra en estudio, donde conforme a la suerte de los 
anteriores, lo más probable es que termine archivándose, pues dada la pluralidad 
política que conforme el Senado de la República, donde la mayoría de sus 
integrantes a pesar de exponer ideas progresistas, de avanzada, en el fondo no 
ocultan su estructura conservadora, y en muchos casos populista o electoral, no 
permiten que se dé un debate serio, que en realidad legisle sobre el Derecho a 
Morir Dignamente, donde mientras tanto, se registra como tipo penal, una 
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conducta, que en la práctica se presenta diariamente, ya que en los caso de los 
pacientes terminales, los galenos, informan a los familiares que se realizará una 
junta médica, pues la ciencia ya no puede hacer nada por el paciente, para 
terminar desconectándolo. 
Ante la situación de constantes problemas del legislativo con la discusión de los 
proyectos de ley presentados, debemos presentar como aporte de este trabajo 
realizar una propuesta en consideración, proyecto de ley sobre 
“Descriminalización y Derecho a Morir Dignamente en Colombia”: 
Partimos exponiendo que, si bien la dignidad humana, es un deber, en el cual el 
Estado, dentro de sus posibilidades y en cumplimiento de sus funciones debe 
buscar condiciones para el desarrollo efectivo de los derechos humanos de las 
personas, también es cierto que, el desarrollo de la existencia del ser humano, el 
titular es la persona natural, razón por la cual, es ella y únicamente, quien debe 
tener la posibilidad de analizar como terminar la misma, ante situaciones 
dolorosos que no le permitan condiciones reales de existencia, por graves 
padecimientos científicamente comprobados. 
Razón anterior, que implica, que el debate además de analizar las diferentes 
situaciones culturales, éticas, morales, debe presentar un estudio científico serio. 
Igualmente se debe tener en cuenta en nuestro proyecto, es que su objeto, 
reglamente la solicitud de las personas a morir dignamente, frente a situaciones 
terminales, sin que la ciencia médica pueda realizar proceso y/o tratamiento 
médico alguno tendiente a su recuperación; así como el procedimiento médico 
legal científico para la realización de la eutanasia y el suicidio asistido en 
Colombia, como la descriminalización del tipo penal del profesional en la medicina 
que oriente la misma.    
Proyecto que lógicamente tendrá su glosario, Eutanasia – Suicidio Asistido, 
Enfermedad terminal, homicidio piadoso…etcétera. 
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Dentro de lo que se describe y para seguir la línea de los diferentes proyectos ya 
presentados y que han surtido alguna discusión en la corporación legislativa, 
tomaremos el capítulo de las condiciones y procedimiento que allí se plasma. 
Así mismo considerar que el llamado a practicar el procedimiento a la muerte 
digna, es exclusivo de los profesionales de la medicina. 
El procedimiento a seguir, debe estar orientado y condicionado a que el paciente, 
tenga la capacidad de decidir tal proceso, cuando previamente, el profesional de la 
medicina le haya informado de su situación médica terminal, la cual debe estar 
sustentada en concepto científico de una junta médica, donde la misma debe tener 
la opción de una segunda opinión confirmatoria. 
Al presentarse la situación en menores, serán los padres y/o familiares quienes 
harán la solicitud previa información del profesional de la medicina. 
Una vez se tiene el consentimiento del paciente y/o familiares, el profesional de la 
medicina informara al Ministerio de protección social, para que realice el registro 
respectivo y para que este brinde la asistencia psicológica al paciente, como a sus 
familiares y para que se verifique el diagnóstico que se le dio y que se le está 
suministrando la atención necesaria, como que se le informó de la situación de 
manera científica, del cumplimiento del tratamiento paliativo, así como que la 
decisión fue un proceso libre del paciente y/o familiares, previa la orientación 
científica.   
Decisión final que no deberá sobrepasar un término mayor a quince (15) días. El 
cual se aplicara para las personas que estén en nuestro territorio nacional, como 
mínimo durante dos (2) de residencia en el mismo. Solicitud que se protocolizara 
por escrito, firmada por el paciente y/o familiares, el profesional de la salud, 
miembros de la Junta médica. Un capítulo final que regula la despenalización de 
los tipos penales del artículo 106 y 107 del Código Penal, que modifique los 
mismos estableciendo, que la conducta se exonera en el profesional de la 
medicina, cuando se establezca que se ha dado cumplimiento al procedimiento de 





El desarrollo del trabajo investigativo nos deja plantear las siguientes 
conclusiones:  
El Morir dignamente también es un derecho del ser humano, por ende está 
enfrentado a las otras disposiciones constitucionales señaladas, tensión de 
derechos que se encuentran en igualdad de ser reconocidos en nuestra sociedad 
y por ende y de acuerdo a la clara posición de la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional de Colombia. 
El órgano estatal legislativo, debe y está obligado a suministrar dentro de la 
legislación interna una herramienta legislativa que provea las condiciones de 
igualdad y procedimientos a seguir en la regulación del derecho a morir 
dignamente, no solo normativizando el derecho a morir con dignidad, sino 
descriminalizando la conducta medica que cumple con la voluntad del ser humano 
que ha expresado en forma regulada el poner fin a su existencia. 
La Corte Constitucional hace más de diez abrió el tema de debate de 
despenalización de la conducta del médico que interviene en poner fin a la 
existencia de una persona, más de tres iniciativas legislativas han surtido algún 
trámite en el legislativo colombiano, sin éxito alguno, lo que implica un trabajo no 
profundo que permita la reglamentación del respeto por la dignidad del ser 
humano que propende por morir dignamente. 
El derecho a morir dignamente debe ser reconocido en quien gozando de 
condiciones de salud satisfactorias, como voluntad anticipada con plena 
conciencia e información asume previamente el consentimiento para que en 
eventuales condiciones de enfermedad terminal, condiciones de enfermedad 
irreversible o intensos sufrimientos, que minen su salud y hagan de la vida una 
situación insoportable, su voluntad se respete en el morir dignamente. 
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Importante relacionar en este acápite las conclusiones que en el libro Voluntades 
anticipadas26 refiere su autor y que citamos textualmente para una mayor 
compresión, como quiera que ellas constituyen el fiel reflejo del proceso de 
investigación y observación que dicho autor plasmó a lo largo de su libro y que en 
la mayoría de sus consideraciones estamos de acuerdo por su adecuada 
descripción:  
“Después de recopilar y analizar los diversos argumentos que se han esgrimido a 
favor y en contra de las voluntades anticipadas, podemos afirmar que los 
argumentos a favor presentan, al menos, las siguientes características: 
1) Apuestan por la idea ilustrada del progreso ético. 
2) Confían en la emancipación de las personas a través del desarrollo de su 
armonía. 
3) Consideran que, aunque una persona haya perdido irreversiblemente la 
capacidad de tomar decisiones, si ha elaborado voluntades anticipadas es 
posible suponer cuál sería su voluntad en dichas circunstancias, una 
voluntad que reconocen como autónoma. 
Los argumentos en contra de las voluntades anticipadas presentan, al menos, las 
siguientes características: 
1) Se preocupan por los posibles abusos que pueden sufrir los débiles. 
2) Se preocupan por el posible daño a la relación médico-paciente. 
3) Apuestan por las relaciones de cooperación en la familia y en la sociedad”. 
La discusión de la prevalencia entre exceso terapéutico de quién de manera 
irreversible ya no tienen una opción digna de vida y el ejercicio del derecho a morir 
dignamente son el objeto principal de este trabajo. 
Cuál puede ser la justa ponderación de prevalencia entre uno y otro. 
                                                          
26
 Juan Carlos Jurana; Voluntades anticipadas; Editorial Trotta; 2005. 
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El concepto de dignidad humana y su tratamiento jurisprudencial del orden 
constitucional, nos llevan a reseñar como conclusión los tres ámbitos de 
consagración desde el punto de vista corporativo por la autoridad que guarda e 
interpreta los valores de nuestra sociedad, para concluir al unísono con la entidad: 
en Sentencia T-881 del año 2002 se definió la Naturaleza del principio así;  
“Una síntesis de la configuración jurisprudencial del referente o del contenido de la 
expresión “dignidad humana” como entidad normativa, puede presentarse de dos 
maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a partir de su funcionalidad 
normativa. Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado normativo 
“dignidad humana”, la Sala ha identificado a lo largo de la jurisprudencia de la Corte, tres 
lineamientos claros y diferenciables: (i) La dignidad humana entendida como autonomía o 
como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 
(vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones 
materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como 
intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin 
humillaciones).” 
De otro lado, tenemos que una situación es el ejercicio del derecho a morir 
dignamente y los medios para causarla denominados Eutanasia y SMA, diferentes 
entre sí y que requieren de la atención del Estado para su correcta regulación y 
consagración, modificando el ordenamiento jurídico y acoplándolo con los 
estándares internacionales sobre el tema específico. 
En el marco jurídico que establece la Constitución colombiana  el reconocimiento 
del derecho a la vida (art. 11) ha tenido tradicionalmente una interpretación, que 
se muestra de alguna manera sin consideración de quienes padecen de 
enfermedades incurables, degenerativas y de pésima calidad de vida,  ejercicio del 
derecho a la vida en tales condiciones que afrenta el concepto de dignidad 
humana, también puede decirse que las discusiones sobre el derecho a la vida se 
tornan abusivas, pues se pretende que las personas continúen con vida en 
cualquier circunstancia y por penosa que ésta resulte para algunas personas, por 
lo que dicha interpretación considera que el Estado debe penalizar la ayuda al 
suicidio en todos los casos. Sin embargo, a la luz de lo que la propia constitución 
  
74 
establece respecto del valor libertad y del valor dignidad de las personas (art. 1 y 
13 , respectivamente) no es posible situar en todos los casos el derecho a la vida 
por encima del de la libertad de la persona y de su dignidad: este derecho a la vida 
lleva aparejado el deber de respetar la vida ajena, pero no el deber de vivir contra 
la propia voluntad en condiciones tales que la persona, en nuestro caso el 
paciente, considere especialmente indignas, lo cual puede perfectamente 
interpretarse como un acto de trato inhumano o degradante. 
Por otra parte, es generalmente aceptado que entre los fines de la medicina se 
incluye evitar el dolor o el sufrimiento innecesarios. Nadie discute que la sedación 
en la agonía o en los pacientes en fase terminal forma parte de la buena práctica 
médica. Sin embargo, puede darse el caso de pacientes que no deseen prolongar 
una vida cuya indignidad, a juicio de esos mismos pacientes, sea fuente de 
enormes sufrimientos y para los cuales la muerte se convierte en una de las 
mejores alternativas. El término sufrimiento incluye algo más que el dolor: es un 
tipo de emoción, de sentimiento, que una persona elabora como resultado de otra 
cosa, de una enfermedad y de sus variadas consecuencias. Si esta enfermedad 
no tiene curación, carece de alivio el sufrimiento que la misma ocasiona, por lo 
que no debería verse como contrario a la ética médica la conducta de un médico 
que decidiera libremente proporcionar ayuda profesional a un paciente que 
voluntariamente la solicitara a fin de poner fin de manera rápida, eficaz a una vida 
que para este paciente carece ya de valor en sí misma.  
Ahora los profesionales de la medicina  y sus deberes éticos, permitirían dentro de 
sus cánones ayudar a morir dignamente a quién padece de intensos sufrimientos y 
para quienes la ciencia ya no ofrece alternativas que le permitan solucionar su 
situación médica, no puede perderse de vista que dentro de la órbita de acción de 
un medico estaría igualmente la asistencia de un médico en el proceso de morir, 
es un acto de compasión, de empatía con el sufrimiento del paciente; no se trata 
solamente de la libre elección por parte de éste, es también algo que tiene que ver 
con el no abandono del paciente a su sufrimiento. 
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El juramento hipocrático al que se somete el médico al habilitarse como 
profesional de la medicina, impide cualquier práctica médica que no esté orientada 
a garantizar el restablecimiento de la salud o la preservación de la misma, razón 
por la cual necesario se presenta el imperativo dentro de la organización social de 
la expedición de normas que permitan regular la ejecución desde el punto de vista 
de la acción medica orientada a ejecutar la voluntad valida de las personas que de 
acuerdo al cumplimiento de protocolos estandarizados decidan poner fin a su 
existencia ante el acaecimiento de una situación irremediable desde el punto de 
vista de la salud y goce pleno de sus derechos. 
La única forma en que un médico puede abstraerse de estas orientaciones 
principialisticas, es que la política permita a través de la autorización legal para 
practicar un acto médico contario al juramento hipocrático, de allí la necesidad de 
iniciar el debate público, social y democrático en tal sentido, solo así el derecho 
que una persona pudiere tener al estar en condiciones de vida contrarias a la 
dignidad humana se podría permitir dar por terminada su existencia vital. 
Se hace necesario generar una adición a las causales mediante las cuales el 
galeno no será responsable del resultado muerte, del cumplimiento de los 
requisitos legales y en especial del consentimiento válidamente conferido de quién 
como paciente en vida expresa su derecho a morir dignamente. 
Los ciudadanos colombianos tenemos, evidentemente, en común con ciudadanos 
de otras sociedades en las que la eutanasia o el SMA están despenalizadas en 
determinados supuestos, la posibilidad de sufrir como consecuencia de diversas 
patologías y que este sufrimiento lleve a algunos de nosotros a preferir la muerte 
antes que vernos obligados a continuar soportándolo en contra de nuestra 
voluntad clara y reiteradamente expresada. No se trata de exponer una y mil 
veces los mismos argumentos favorables a la despenalización de la eutanasia y 
del SMA como un camino para poner fin a una vida que ya no se desea, cuando la 
muerte no es la peor alternativa.  
Estos argumentos han sido reiteradamente expuestos desde diferentes ámbitos y 
entidades y hoy se requiere  determinación y coraje político por parte del legislador 
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para que nuestros conciudadanos gocen de posibilidades hasta ahora reservadas 
a enfermos sufrientes de otras sociedades, ampliándose así, por fin, el capítulo de 
los Derechos Humanos fundamentales, de manera que las personas tengamos el 
convencimiento de que, si así lo deseamos, podremos controlar nuestro proceso 
de muerte de acuerdo con nuestros valores éticos personales y que quien o 
quienes voluntariamente acepten ayudarnos en este momento final no serán 
perseguidos penalmente sólo por acceder a nuestra voluntaria petición. 
Aquí planteamos que si el derecho a morir dignamente es en verdad el ejercicio 
autónomo de un derecho, esta situación tiene que ser una opción válida de las 
personas, es una acción dirigida a la compasividad para quién sufre o teme sufrir  
y no avizora el desarrollo de una vida digna, cuya respuesta está en dulce final 
apacible y consciente. 
Hoy en día, a tono con otras civilizaciones y sociedades, el ordenamiento jurídico 
colombiano requiere que las figuras de Eutanasia, SMA y DMD, no sean  punibles, 
por el contrario requieren de ser reguladas, en ellas deben concurrir circunstancias 
bien precisas que previamente han definido la ley, cuya discusión en el ámbito 
legislativo debe ser escrupulosamente discutido a fin de llegar a claras precisiones 
de las condiciones, reglamentación que permita el accionar del ejercicio del 
derecho de toda  persona a seguir viviendo en condiciones que no corresponden 
al concepto de dignidad humana. 
Es entonces que el fruto de la discusión sobre las figuras las que deben 
determinar finalmente cuales son las características legales que permitirán seguir 
manteniendo la calificación de homicidio. 
El objeto del problema no será el preguntar al paciente que escoja entre cuidados 
paliativos y extinción de la vida reglamentado, pues ello no es el fin de respetar el 
concepto de dignidad humana, consideramos que es el derecho de ejercicio de la 
autonomía y libre desarrollo de la personalidad la que permite a la persona fijar un 
criterio frente a las probables condiciones de salud en la que  la voluntad ya no 
sería libre y quizás no comprendida, es entonces que el DMD debe ser el ejercicio 
de la voluntad cuando ella es válida y sin vicios la que debe preceder la acción 
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que la legislación debe despenalizar, momento de decidir que puede ser dado 
como voluntad anticipada o durante la presencia de las condiciones médicas que 
ya no permiten el disfrute de la vida en condiciones de dignidad. 
La pregunta en todo caso debería ser: ¿prefieren esos mismos pacientes los 
cuidados paliativos, o bien desean acceder legalmente al derecho a morir 
dignamente si su padecimiento les resulta insoportable y desean acelerar su 
proceso de muerte, habiéndolo expresado en precedencia?  
Puestas así las cosas, la libertad de elección de dichos pacientes quedaría 
realmente salvaguardada y su sentido de la dignidad respetado. 
Por otra parte, es generalmente aceptado que entre los fines de la medicina se 
incluye evitar el dolor o el sufrimiento innecesarios, pero también desde un punto 
objetivo el criterio medico de irreversible de una enfermedad incluye la posibilidad 
de orientar el derecho a poner fin a la existencia cuando las condiciones de salud 
ya no permiten un disfrute de la vida digna.  
Nadie discute sensatamente que la sedación en la agonía o en los pacientes en 
fase terminal forma parte de la buena práctica médica, pero se han preguntado si 
el paciente se siente satisfacción por la mitigación del dolor o si por el contrario la 
opción de terminar el intenso sufrimiento puede ser una opción válida en ejercicio 
de un derecho. 
Cuestionamientos anteriores que esperamos se enfrenten a un debate serio y 
científico, el cual no caiga en posiciones populistas o electorales, que 
desconozcan el clamor de todos aquellos que padecen los sufrimientos 
irreparables de su salud. 
Si bien es respetable, la convicción de cada individuo, sobre el concepto de vida, 
también es respetable, que ya existe un pronunciamiento jurisprudencial, que ha 
abierto el camino a la posibilidad de comprender y entender que la vida se orienta 
al desarrollo de la dignidad del hombre la cual es autónoma y libre de cada ser.  
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Finalmente tenemos que la única entidad que requiere asumir y se convierte en el 
foro democrático de la discusión del tema de reconocer el Derecho a morir 
dignamente y la practica medica que lo desarrolla y ejecuta descriminalizando su 
accionar, está en el legislativo colombiano, siendo allí donde de manera seria, 
contundente y decidida se debe abordar su regulación, para lo cual la discusión 
debe involucrar los sectores interesados tales como la educación, la salud, las 
universidades, las congregaciones religiosas, los ciudadanos de a pie, las 
asociaciones que promueven el derecho como desarrollo de la autonomía 
personal, reconociéndose a prima facie que el DMD, la Eutanasia y las voluntades 
anticipadas son una alternativa inherente al ser humano para solucionar un punto 
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EXPOSICION DE MOTIVOS PROYECTO DE LEY “DESCRIMINALIZACIÓN Y 
DERECHO A MORIR DIGNAMENTE EN COLOMBIA, VOLUNTADES 
ANTICIPADAS”: 
Muerte digna como consecuencia de la aplicación del principio de dignidad 
humana. Voluntades anticipadas. 
El punto de partida, se orienta en la sentencia C-239 de 1997, donde la Corte 
constitucional planteó una probable causal de justificación o eximente de 
responsabilidad penal, en el caso del homicidio pietístico en Colombia, donde uno 
de los ejes fundamentales de la argumentación fue el de la concepción de 
dignidad humana, pero ahora en función de las condiciones materiales de la vida 
del enfermo.  
Así mismo la sentencia T-532 de 1992, de la misma Corte en que se señaló la 
estrecha relación entre la libertad individual y la dignidad humana; 
“El núcleo esencial de este derecho (derecho al libre desarrollo de la personalidad) 
protege la libertad general de acción, vinculada estrechamente con el principio de 
dignidad humana (CP art. 1). La autodeterminación se refiere al ser humano y a la 
potencialidad de desarrollarse según su propia naturaleza y aptitudes y acorde con 
su dignidad.” 
En la sentencia C-542 de 1993, en la cual se pronunció sobre la constitucionalidad 
de normas antisecuestro, la Corte recurrió al imperativo categórico kantiano, para 
reforzar la idea según la cual no pueden superponerse los intereses generales a 
los derechos fundamentales, especialmente los de la libertad y la vida que son 
“inherentes” a la dignidad del ser humano. De igual manera la Corte insistió en que 
la dignidad se “logra” con el pleno ejercicio de la libertad individual.  
Principio de la dignidad humana que se consolida en la sentencia T 881 de 2002, 
donde el alto tribunal expuso, sobre el tema: 
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“La Sala concluye que el referente concreto de la dignidad humana está vinculado 
con tres ámbitos exclusivos de la persona natural: la autonomía individual 
(materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse 
según esa elección), unas condiciones de vida cualificadas (referidas a las 
circunstancias materiales necesarias para desarrollar el proyecto de vida) y la 
intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y 
espiritual, presupuesto para la realización del proyecto de vida).  
Frente al tema debe invocarse inicialmente la necesidad de un cambio de 
paradigma, lo cual implica una concepción amplia del derecho al libre albedrío ello 
atendiendo a que en una sociedad tradicional como la Colombiana para la cual la 
influencia moral - religiosa juega un papel preponderante se torna difícil concebir 
que el hombre en caso de padecer una enfermedad terminal pueda disponer de su 
vida y aún menos que sea otro quien ponga fin a su sufrimiento pues a los ojos de 
la sociedad se estaría incurso en un pecado. 
Asimismo, la concepción ético- médica preponderante impone visualizar al 
profesional de la salud como quien procura conservar la vida del paciente a lo que 
en ultimas está obligado pues para cada caso con ayuda de su conocimiento y de 
los últimos avances científicos debe encaminarse a perpetuar la vida del 
agonizante, cuyo origen se vislumbra a partir de su juramento  hipocrático, sin 
embargo la comunidad médico científica no puede dejar de lado la dignidad 
humana del enfermo, y abrir espacios de debate en torno a un estudio serio que 
brinde los parámetros esenciales para la reglamentación de la eutanasia expresión 
de altruismo pero sobretodo como respeto a la dignidad del enfermo.  
Todo con el fin de dejar de concebirla como contraria a la moral, como falta al 
deber profesional o incluso como conducta punible, en la medida en que si desde 
la óptica constitucional se procura la prevalencia del principio de dignidad humana 
a partir del que se estructura el Estado y sus instituciones teniendo al hombre 
como fin en sí mismo, no resulta lógico o acorde a una concepción humanista 
omitir la implementación y debida reglamentación de dicho instrumento como 
proclama de la dignidad intangible de toda vida humana vista de forma integral.     
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Pues cuando la vida decae por debajo de un nivel crítico, esta pierde su dignidad y 
deja de ser un bien altamente estimable. Sin dignidad, la vida del hombre deja de 
ser verdaderamente humana y se hace dispensable: esa vida ya no es vida27. De 
manera que, anticipar la muerte es la solución necesaria en consonancia con 
mandatos de orden constitucional. 
Como se ha señalado antes, la concepción ética y religiosa prevalerte en cuanto al 
respeto por la vida, para el caso específico que ocupa nuestro estudio, puede 
vulnerar la dignidad humana al preservar e incluso buscar alargar el estado de 
enfermedad y con ello, el sufrimiento de quien la padece.  
Hoy existe en la posibilidad de elección informada, del paciente de los 
tratamientos que puede aceptar o rechazar, de igual manera se muestra como un 
derecho del paciente a decidir, ponderando de un lado su derecho a la vida y de 
otro la agonía dolorosa que pueda llevarlo a optar por morir y así hacer valer su 
intrínseco derecho a morir con dignidad. 
Necesario también resulta consagrar las voluntades anticipadas de quienes en 
plenitud de condiciones físicas y mentales, optan por ejercer en forma previa el 
derecho a morir dignamente ante el acaecimiento de una situación médica 
irreversible en el futuro o ante el eventual padecimiento de una enfermedad o 
lesión que infrinja intolerables sufrimientos que lo minimicen a una situación de 
insatisfacción en seguir viviendo. 
“DESCRIMINALIZACIÓN Y DERECHO A MORIR DIGNAMENTE EN 
COLOMBIA, VOLUNTADES ANTICIPADAS” 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1°. Objeto. Reglamentar la petición de personas como voluntades 
anticipadas y de pacientes sobre el derecho a morir dignamente; el procedimiento 
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 1J. Hersch, La vie à son juste prix, "Schweiz med Wschr", 1982, 112(Supl 13), 29-30 
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a seguir, la práctica de la Eutanasia y la asistencia al suicidio por los respectivos 
profesionales de la medicina; así como, establecer la intervención del Estado 
Colombiano que permitan controlar y evaluar la correcta realización de las 
voluntades anticipadas, la eutanasia y el suicidio asistido. 
Para cumplir con dicho propósito, se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones: 
(i) Voluntades anticipadas: Es el documento que elevado a escritura pública 
contiene la voluntad expresa, libre, debidamente informada de aquellas personas 
que en el goce absoluto de sus condiciones físicas y mentales, adelantan su 
voluntad ante la eventual circunstancia de padecer de una enfermedad o condición 
médica irreversible, o que le produzca le intensos sufrimientos, para que se haga 
efectivo en él, el derecho a morir dignamente como último acto de su voluntad.   
(ii) Eutanasia directa: Previa autorización de la persona, es el procedimiento 
médico para terminar con la vida del paciente que sufre intensos dolores 
permanentes por causa de enfermedad terminal, lesión corporal y/o se encuentre 
en estado de muerte cerebral o encefálica de una forma digna y humana. 
Esta a su vez posee dos formas: 
a) Activa: Consiste en provocar una muerte indolora a petición del afectado; el 
caso más frecuentemente mostrado es el cáncer, pero pueden ser también 
enfermedades incurables como el sida. Se recurre, como se comprende, a 
sustancias especiales mortíferas o a sobredosis de morfina. 
b) Pasiva: Se deja de tratar una complicación, por ejemplo una bronconeumonía, o 
de alimentar por vía parenteral u otra al enfermo, con lo cual se precipita el final de 
la vida; es una muerte por omisión. 
2. Eutanasia indirecta: Consiste en efectuar procedimientos terapéuticos que 
tienen como efecto secundario la muerte, por ejemplo la sobredosis de 
analgésicos, como es el caso de la morfina para calmar los dolores, cuyo efecto 
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agregado, como se sabe, es la disminución de la conciencia y casi siempre una 
abreviación de la vida. Aquí la intención, sin duda, no es acortar la vida sino aliviar 
el sufrimiento, y lo otro es una consecuencia no deseada. 
(iii) Enfermedad terminal. Padecimiento crónico que se presenta en la salud de la 
persona, que no puede ser curada o tratada de manera adecuada, y se espera 
como resultado la muerte del paciente, dentro de un período corto de tiempo, 
especialmente de las cancerígenas. 
(iv) Suicidio asistido: Previa autorización de la persona, es el proceso consciente 
que realiza un profesional en medicina para ayudar o asistir al paciente a finalizar 
con su existencia, cometer suicidio, o en proveerle de los medios necesarios para 
la realización del mismo, cuando esté sufre intensos dolores permanentes por 
causa de enfermedad terminal, lesión corporal y/o se encuentre en estado de 
muerte cerebral o encefálica de una forma digna y humana. 
(iv) Profesional de la medicina: Persona profesional de la medicina graduado en 
universidad debidamente acreditada. 
(v) Junta médica: Reunión de profesionales de la medicina para conceptuar sobre 
la gravedad de una enfermedad terminal, lesión corporal grave y/o muerte 
cerebral. 
(vi) Asistencia: Asesoría interdisciplinaria (psicológica, trabajo social, legal 
etcétera) que ofrecerá el Ministerio de protección social a la persona (paciente) 
como a sus familiares sobre la decisión de la muerte digna. 
CAPITULO II 
Procedimiento sobre el derecho a morir dignamente  
Articulo 2.- Se reconoce como Derecho de las personas el de Morir dignamente. 
En virtud de tal reconocimiento todo habitante del territorio nacional podrá 
consentir en forma de voluntad anticipada y/o durante un estado de enfermedad 
terminal o condición de padecimiento de graves e intensos sufrimientos su deseo 
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de no continuar con su vida cumpliendo con los protocolos y procedimientos que 
con esta norma se reglamentan.  
Artículo 3°. Procedimiento. La persona que prevé en un futuro o padece o no 
intensos dolores permanentes por causa de enfermedad terminal, lesión es la 
única que puede consentir que un profesional de la medicina aplique los procesos 
médicos legales para terminar con su existencia de una forma digna y humana. 
También podrán realizar la solicitud del derecho a morir dignamente sus familiares 
cuando las condiciones de conciencia del paciente se lo impidan y en el mismo 
evento cuando se trata de menores de edad. 
Para la solicitud de aplicación del procedimiento a morir dignamente, se debe 
considerar lo siguiente: 
1.- Que en caso de las personas que como voluntad anticipada adelanten tal 
petición sin estar en estado de enfermedad terminal lo deben hacer en plenitud de 
condiciones físicas y mentales certificadas medicamente elevado a escritura 
pública.  
3.- Que en caso de personas en condiciones de enfermedad terminal o graves 
padecimientos, ella fue informada sobre lo irreversible de su estado de salud por el 
profesional de la salud, informe que puede ser objeto de una segunda opinión. 
4.- Que a la persona se le han brindado todos los cuidados médicos previos a su 
padecimiento, suministro de medicamentos, tratamientos disponibles aplicables a 
su sufrimiento. 
5.- Que tal solicitud se informará al Ministerio de salud para su respectivo registro 
y el de verificar el lleno de los requisitos, tales como informe del profesional de la 
salud sobre la condición del paciente, segundo concepto médico de existir, 
concepto de junta médica, que el ministerio proporcionará un equipo 
interdisciplinario (psicólogo, trabajador social, abogado) para prestar asesoraría al 
solicitante como a sus familiares, el procedimiento que el profesional de la 
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medicina aplicará al caso, el cual debe ser consentido por la persona o sus 
familiares, que una vez cumplido los requisitos, el mismo se llevara a cabo dentro 
de los quince días siguientes y únicamente se aplicará a las personas que habiten 
en el territorio nacional dentro de los dos (2) últimos años. 
6.- Que tal decisión se formalizará por escrito y se firmará por el solicitante y/o 
familiares, profesional de la salud y/o integrantes junta médica, así como que la 
solicitud puede ser desistida o revocada por el peticionario. 
7.- Que el Ministerio de salud impulsará y solicitará a los profesionales de la 
medicina la investigación para buscar los métodos que propendan por la cura de 
las enfermedades denominadas como terminales. 
Parágrafo. Se aceptará la objeción de conciencia del profesional de la medicina, 
por lo cual no podrá ser obligado a realizar el procedimiento descrito. 
CAPITULO III 
Disposiciones especiales 
Artículo 4. Que para las conductas penales descritas en los artículos 106 y 107 del 
Código Penal, se modificaran así: 
1. El artículo 106 del Código Penal quedará así: 
 
“Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para 
poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad 
grave e incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Cuando el profesional de la medicina tenga con el consentimiento libre de la 
persona – paciente terminal, y se presente la verificación del Procedimiento 
descrito por la ley que regula el derecho a morir dignamente, su conducta no será 
objeto de sanción penal alguna”. 
2. El artículo 107 del Código Penal quedará así: 
  
90 
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio. El que eficazmente induzca a otro 
al suicidio, o le preste una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en prisión 
de dos (2) a seis (6) años. 
Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner fin a intensos sufrimientos 
provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en 
prisión de uno (1) a dos (2) años. 
Cuando el profesional de la medicina tenga con el consentimiento libre de la 
persona – paciente terminal, y se presente la verificación del Procedimiento 
descrito por la ley que regula el derecho a morir dignamente, su conducta no será 
objeto de sanción penal alguna”. 
CAPITULO VI 
Vigencia y derogatoria 
Artículo 5. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su sanción y 














6.1 ANEXO DOS 
SITUACION ACTUAL 
Mediante el pronunciamiento contenido en la Sentencia T-970 de 201428, luego de 
analizarse el fundamento normativo del Derecho a morir dignamente en Colombia, 
que ya había sido revisado en la Sentencia C-239 de 199729 mediante la cual se 
decidió la exequibilidad de la norma demandada, se sostuvo que la eutanasia y 
otras prácticas médicas no son delito, reconociendo que el Derecho a morir 
dignamente tiene la categoría de fundamental, fijando los criterios que el legislador 
debería tener en cuenta para reglamentar el derecho para lo cual se había hecho 
exhortación. 
En la tutela se reconoce que a partir de tal decisión, el tribunal constitucional no 
había vuelto a tratar el caso, razón por la cual decide aborda nuevamente el tema 
cuyo énfasis lo será el consentimiento libre e informado del paciente y con ello 
garantizar la vigencia de los derechos fundamentales. 
La Corte Constitucional en la decisión de 1997, diferenció entre los elementos del 
homicidio pietístico y del homicidio de quién mediando la voluntad pone fin a la 
existencia, en el entendido que el homicidio pietístico, tiene como eje central que 
el sujeto activo considera a la víctima como una persona con igual dignidad y 
derecho, pero que ésta se encuentra en una situación tal de sufrimiento, que la 
muerte puede ser vista como un acto de compasión y misericordia, mientras que 
cuando media el consentimiento la conducta presuntamente delictiva puede ser 
mirada como una causal de antijuridicidad o exclusión total de responsabilidad al 
ser el ejercicio de un derecho propio de la autonomía de la voluntad del sujeto 
pasivo de la acción. 
                                                          
28
 Expediente T-4.067.849, M.P. Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, de fecha 15 de diciembre de 2014. 
   
29
 Cita tomada textual de la Sentencia C-239 de 1997: “La muerte digna, desde la perspectiva adoptada en el 
caso sub-examine, puede relacionarse con varios comportamientos, a saber: la asistencia al suicidio, en la cual el 
paciente se da muerte a sí mismo y la intervención del tercero se limita a suministrarle los medios para hacerlo; la 
eutanasia activa, en la cual el tercero es el causante de la muerte, y que puede ser voluntaria o involuntaria, según 
se cuente o no con el consentimiento del paciente, y la eutanasia pasiva, conocida en Colombia específicamente 
como muerte digna, que implica la abstención o interrupción de tratamientos artificiales o extremos cuando no hay 




Ante las diferentes esferas y visiones que se tienen sobre la vida, ello es, las 
culturales, morales y religiosas el Estado no tiene facultad para imponer una sobre 
la otra por lo que debe adoptar una posición intermedia para el goce de los 
derechos de todos los ciudadanos, señaló “”El deber constitucional del Estado de 
protección de la vida debe ser compatible con otros derechos como la dignidad y 
la autonomía”. 
La decisión de tutela en análisis realiza la precisión de lo que debe entenderse por 
la terminología en los diferentes procedimientos para garantizar el derecho a morir 
dignamente, así entonces con el propósito de clarificar la corporación estableció:  
Eutanasia “Buena muerte”, de acuerdo con la asociación médica mundial “acto 
deliberado de dar fin a la vida de un paciente” de acuerdo con la Organización 
Mundial de la salud es “aquella acción del médico que provoca deliberadamente la 
muerte del paciente.” 
Frente al tema se reconoce que existen múltiples definiciones, pero que el tribunal 
constitucional colombiano delimita en unos elementos comunes que relaciona así: 
1. El sujeto pasivo que padece una enfermedad terminal. 
2. El sujeto activo que practica la acción u omisión debe ser un médico. 
3. Debe mediar una petición expresa y debidamente informada del 
paciente. 
Ahora de acuerdo a la acción médica que la produce puede ser activa o pasiva 
dependiendo si es una acción positiva o una omisión médica. 
Distanasia “Prolongación de la vida por cualquier medio, incluso causando efectos 
severos en la salud, dignidad y vida del paciente” la alternatividad medica está en 
los cuidados paliativos que hay que prodigarle al paciente. 
Suicidio asistido, no hay una intervención directa del médico, ya que es el mismo 
enfermo quién produce su muerte previo el suministro por el galeno de lo 
necesario que la produzca. 
  
93 
Cuidados paliativos y/o Ortotanasia, regulado hoy en Colombia con la Ley 1733 de 
2014 cuya exequibilidad fue declarada en sentencia C-233 de 2014, para quienes 
inevitablemente dada su enfermedad van a morir pero que su voluntad es la de 
que llegue la muerte en forma natural. 
Refiere la decisión de tutela, que la Corte Constitucional en la decisión de 1997 
admitió “… en circunstancias  extremas, el individuo pueda decidir si continua o no 
viviendo, cuando las circunstancias que rodean la vida  no la hacen deseable ni 
digna de ser vivida…” dicha situación a la luz de la constitución de 1991, debe ser 
revisada pues se dijo en ese entonces “… es preciso resolver esta cuestión desde 
una perspectiva secular y pluralista, que respete la autonomía moral del individuo 
y las libertades y derechos que inspiran nuestro ordenamiento superior.” 
Así entonces la Constitución no solo protege la vida sino también otros derechos. 
“El deber constitucional del Estado de protección de la vida debe ser compatible 
con otros derechos como la dignidad y la autonomía.” 
Frente a quien debe desarrollar el procedimiento la Corte señala “… tampoco 
puede el Estado castigar a quien pone fin a la vida de un enfermo terminal cuando 
medie su consentimiento. Una lectura literal del artículo llevaría a la Corte a 
sostener que esa sería una causal de exclusión de antijuridicidad.”, en otras 
palabras el daño no sería antijurídico. 
Así entonces la Corte Constitucional fijo unos parámetros que permitan su 
interpretación: 1.- Debe mediar el consentimiento del sujeto pasivo, debe ser libre 
y debidamente informado. 2.- El sujeto activo debe ser un médico, al ser este 
quien puede transmitir o brindar la información precisa al paciente y las 
condiciones para morir dignamente. 3.- El paciente debe padecer una enfermedad 
terminal que le cause sufrimiento. 
Fue entonces en esa decisión constitucional en la que se exhorto al congreso de 
la república para que en el menor tiempo posible reglamentara el homicidio por 




En la decisión de tutela de 2014 ya referenciada, se analiza el punto frente a si la 
omisión del legislador en regular el tema es indispensable para hacer efectivo el 
derecho a morir dignamente, al punto se señaló  “Evidentemente, la garantía y 
efectividad de los derechos no depende exclusivamente de la voluntad del 
legislador. Sin duda es un actor muy importante en la protección de los derechos 
fundamentales, pero la constitución, siendo normas de normas, es una norma 
jurídica que incide directamente en la vida jurídica de los habitantes y se debe 
utilizar, además, para solucionar casos concretos. 
En el tema de la muerte digna, la decisión de tutela armoniza el concepto que 
tiene su origen en la sentencia C-239 de 1.997 y que es reiterado en la tutela T 
970 de 2014,  “… considera que su principal propósito es permitir que la vida no 
consista en la subsistencia vital de una persona sino que vaya mucha más allá. 
Esos aspectos adicionales son propios de un sujeto dotado de dignidad que como 
agente moral, puede llevar a cabo  su proyecto de vida. Cuando ello no sucede, 
las personas no viven con dignidad. Mucho más si padece de una enfermedad que 
le provoca intenso sufrimiento al paciente. En estos casos, quien, si no es la 
propia persona la que debe decidir cuál debería ser el futuro de su vida? ¿Por qué 
obligar a alguien a vivir, en contra de su voluntad, si las personas como sujetos de 
derechos pueden disponer ellos mismos de su propia vida?” 
La respuesta parece estar para la Corte en las siguientes referencias: “El fin del 
Derecho a  morir dignamente, entonces, es impedir que la persona padezca una 
vida dolorosa, incompatible con su dignidad.” 
“El derecho a morir dignamente es un derecho autónomo, independiente pero 
relacionado con la vida y otros derechos.”  Más adelante dijo “… es claro que 
existe una relación estrecha con la dignidad, la autonomía y la vida, entre otros.” 
Dentro de la misma decisión de tutela comentada se referenció el derecho 
comparado de la forma como en otros países especialmente estados Unidos, 
Bélgica y Holanda se ha trabajado el tema, a partir de despenalizar en principio 
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una práctica, al llegar a regular hoy un derecho, aspecto  que nos relevamos de 
comentar en este trabajo por cuanto al ser un estudio juicioso y suficiente con 
autoridad, el interés por conocerlo de cualquier persona en lo particular basta con 
leerlo directamente allí. 
La solución del caso concreto por la Corte Constitucional en la Tutela T 970 de 
2014, se da en dos grandes aspectos dilucidados por la corporación, el primero de 
ellos fue el dar por superado la carencia actual de objeto por daño consumado, por 
cuanto la accionante del amparo constitucional al momento de tomar la decisión 
había fallecido, el sustento de la corporación constitucional consistió en que en el 
caso concreto ante el fallecimiento de la peticionaria, se había presentado un daño 
consumado y así mismo existió una vulneración del derecho fundamental, por lo 
que debía estudiarse, para adoptar medidas que impidan en el futuro  se 
presenten situaciones de igual característica, por lo que se decide adoptar reglas 
para garantizar el Derecho a morir dignamente mediante la eutanasia ante el vacío 
legal existente. 
En el punto preciso aclara la corporación constitucional que, ante ausencia de 
norma legal que reglamente el derecho a morir dignamente, en el ámbito de 
análisis constitucional realizado, se darán pautas normativas para facilitar su 
ejercicio, sin perjuicio de que el congreso de la República en desarrollo de la 
cláusula general de competencia en materia legislativa, que le adscribe la 
constitución, tomando en cuenta las directrices trazadas en esa decisión, proceda 
a su regulación. 
El segundo aspecto de la solución al caso concreto, fue señalar los presupuestos 
para hacer efectivo el Derecho a morir dignamente, aclarando que es mientras el 
congreso regula la materia 
Dispuso en consecuencia: 
1.- El padecimiento de una enfermedad terminal que produzca intensos dolores. 
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La enfermedad debe estar calificada por un especialista y la misma debe 
producir intensos dolores y sufrimiento, en este último punto será la 
voluntad del paciente la que determina que tan indigno es el sufrimiento. 
2.- El consentimiento libre, informado e inequívoco. 
Ese consentimiento debe ser libre, informado e inequívoco ante la 
información seria y fiable acerca de su enfermedad, opciones terapéuticas y 
su pronóstico, capacidad intelectual suficiente para tomar la decisión. 
Con el propósito de verificar el consentimiento, se crea un comité científico 
interdisciplinario de acompañamiento al paciente y su familia durante el 
proceso por lo que se dispone ordenar al ministerio de salud impartir las 
directrices a todos los hospitales, clínicas, IPS, EPS y en general a los 
prestadores de salud para su conformación. 
3.- Procedimiento médico, aquí se generó unas directrices en términos muy breves 
para verificación de la voluntad y la materialización del Derecho a morir 
dignamente, diez días para verificar el consentimiento libre e informado,  quince 
días para practicar el procedimiento médico. Eso sí, el proceso puede ser 
desistible por el propio paciente en cualquier momento. 
 El consentimiento puede ser previo, posterior, formal e informal. 
Crea el consentimiento sustituto por intermedio de la familia, evento en el 
cual el comité interdisciplinario debe ser más riguroso en la verificación de 
los requisitos para acceder a la materialización del derecho a morir 
dignamente. 
Finalmente, la decisión de tutela relaciona unos criterios que deberán tenerse en 
cuenta en la práctica de procedimientos que tengan como propósito garantizar el  
derecho fundamental a la muerte digna. 
Establece la Corte Constitucional que deberán ser observados los criterios de A.- 
Prevalencia de la autonomía del paciente, B.- Celeridad lo que implica no 
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suspensiones que impongan cargas excesivas al enfermo, C.- Oportunidad sin 
dilaciones, procedimientos agiles, D.- Imparcialidad que implica una actitud neutral 
de los profesionales de la medicina que intervienen a quienes les requiere para 
que no sobrepongan posiciones personales, éticas, morales o religiosas que 
conlleven la negación del derecho. 
En consecuencia resolvió: “CUARTO: ORDENAR al Ministerio de Salud que en el 
término de 30 días, contados a partir de la comunicación de esta providencia, 
emita una directriz y disponga todo lo necesario para que los hospitales, clínicas, 
IPS, EPS, y en general, prestadores del servicio de salud, conformen el comité 
interdisciplinario del que trata esta sentencia y cumplan con las obligaciones 
emitidas en esta decisión. De igual manera, el Ministerio deberá sugerir a los 
médicos un protocolo médico que será discutido por expertos de distintas 
disciplinas y que servirá como referente para los procedimientos tendientes a 
garantizar el Derecho a morir dignamente. 
QUINTO: Exhortar al congreso de la República a que proceda a regular el 
Derecho fundamental a morir dignamente, tomando en consideración los 
presupuestos y criterios establecidos en esta providencia”.  Magistrado ponente 
Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, acompañado por los magistrados María Victoria 
Calle Correa y Mauricio González Cuervo, este último con salvamento parcial de 
voto, que lo hizo consistir en apartarse de los contenidos reglamentarios 
dispuestos en la decisión al considerar que ellos no son de competencia de la 
corporación, considerando corresponde al Congreso y los expertos médicos en la 
materia. 
RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MINSALUD 
Luego de notificada la decisión al Ministerio de Salud, este da cumplimiento a la 
orden impartida mediante la expedición de la Resolución número 1216 de 2015, 
fechada el 20 de abril “por medio de la cual se imparten directrices para la 
conformación y funcionamiento de los comités científico-interdisciplinarios para el 
Derecho a Morir con Dignidad”. 
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Dicho acto administrativo define el concepto de enfermo en fase terminal, los 
criterios de garantía del Derecho a Morir con Dignidad y Derecho a cuidados 
paliativos. 
La conformación de los comités con tres profesionales así: Un médico con la 
especialidad de la patología que padece la persona, un abogado y un Psiquiatra o 
Psicólogo clínico. 
Acoge los términos sugeridos por la tutela, de diez días para verificar la voluntad y 
quince días, para practicar el procedimiento reglamentando su funcionamiento. 
LA DEMANDA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
El señor Procurador General de la Nación, demanda la  Nulidad Simple contra la 
Resolución No. 1216 del 20 de abril de 2015 "Por medio de la cual se da 
cumplimiento a la orden cuarta de la sentencia T-970 de 2014 de la Honorable 
Corte Constitucional en relación con las directrices para la organización y 
funcionamiento de los Comités para hacer efectivo el Derecho a morir con 
dignidad". 
LOS FUNDAMENTOS FÁCTICOS QUE SUSTENTAN LA PRETENSIÓN  
Señaló entre otros el señor Procurador: “En la Sentencia C-239 de 1997 (M .P. 
Carlos Gaviria Díaz), la Corte Constitucional resolvió: "Primero: Declarar 
EXEQUIBLE el artículo 326 del decreto 100 de 1980 (Código Penal), con la 
advertencia de que en el caso de los enfermos terminales en que concurra la 
voluntad libre del sujeto pasivo del acto, no podrá derivarse responsabilidad para 
el médico autor, pues la conducta está justificada. Segundo: Exhortar al Congreso 
para que en el tiempo más breve posible, y conforme a los principios 
constitucionales y a elementales consideraciones de humanidad, regule el tema de 
la muerte digna".    
El día 3 de marzo de 2015, el Procurador General de la Nación promovió ante la 
Sala Plena de la Corte Constitucional, un incidente de nulidad contra el fallo de la 
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decisión de tutela T-970 de 2014, (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), por considerar 
que allí se presentaron ostensibles violaciones al debido proceso, entre las cuales 
se destaca haber desconocido la jurisprudencia de la Sala plena de la 
Corporación. 
Por medio de auto 098 del 27 de marzo de 2015, suscrito por los tres magistrados 
que conforman la Sala Novena de Revisión, negó la solicitud de prórroga de plazo 
y de la audiencia solicitada por el Ministerio de Salud. Además, allí mismo precisó 
lo siguiente: "Como se puede apreciar, esta es la reglamentación provisional fijada 
por la Corte hasta tanto, el Congreso, con base en los dos precedentes sobre 
muerte digna, regule el tema. De esta forma, no es el Ministerio el encargado de 
fijar ningún procedimiento relacionado con el Derecho a la muerte digna, pues ello 
tiene reserva estatutaria. Por el contario, las órdenes emitidas al Gobierno son de 
carácter administrativo. Así, debe, por una parte, implementar una directriz para 
que los Comités referidos en esta decisión puedan operar en todo el país, y por 
otra, elaborar un protocolo médico de carácter netamente científico como 
sugerencia para los médicos que se enfrenten a la garantía de este derecho. Éste 
último protocolo es un tema médico”. 
Por la importancia que reviste el acto demandatario del señor Procurador y como 
quiera que dicha acción contenciosa administrativa no tiene aún una respuesta de 
la autoridad, se deja el texto completo para que cada lector asuma una posición de 
viabilidad o no de la demanda de nulidad simple propuesta, confrontando los 
lineamientos de la acción de tutela en este capítulo referida con el concepto de 
violación propuesto por el señor procurador: 
V. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN  
Las normas violadas por el Acto Acusado son las siguientes:  
“Artículos: 6º, 11, 49, 121, 150, 152, 153 y 189-11 y 208 de la Constitución Política 
de Colombia. Artículo 48 de la Ley 270 de 1996. Artículo 59 de la Ley 489 de 
1998. Art. 137 inciso segundo de la Ley 1437 de 2011.   
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Artículos 173 numeral 3 de la Ley 100 de 1993; 4° de la Ley 1438 de 2011 y 2° del 
Decreto Ley 4107 de 2011. Artículos 8 y 15 de la Ley 1751 de 2015. Artículos 106 
y 107 de la Ley 599 de 2000”.  
Y la razón por las cuales las normas invocadas se entienden por transgredidas 
son las siguientes:  
1. FALTA DE COMPETENCIA E INFRACCIÓN DE NORMAS SUPERIORES  
“La Falta de competencia e infracción de normas superiores por haberse 
reglamentado dos sentencias de la Corte Constitucional.  
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6º y 121 constitucionales los 
servidores públicos son responsables por la "extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones" y ninguna autoridad podrá ejercer funciones distintas de las que le 
atribuyen la Constitución y la ley", mientras que según se precisa en el artículo 48 
de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia (Ley 270 de 996) las sentencias 
de la Corte Constitucional en ejercicio de su función de control constitucional de 
las leyes "sólo serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su 
parte resolutiva. La parte motiva constituirá criterio auxiliar para la actividad judicial 
y para la aplicación de las normas de derecho en general. La interpretación que 
por vía de autoridad hace, tiene carácter obligatorio generar y las decisiones 
judiciales adoptadas en ejercicio de la acción de tutela tienen carácter obligatorio 
únicamente para las partes. Su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la 
actividad de los jueces.  
Conforme a lo anterior, se tiene que el Ministerio de Salud no tiene competencia 
constitucional o legal para reglamentar sentencias de constitucionalidad o de 
tutela.  
Para explicar la falta de competencia del Ministerio de Salud para expedir el acto 
acusado es necesario distinguir los conceptos de reglamentación y de regulación 
que tienen el Presidente de la República y los Ministros, respectivamente.  
En primer lugar, y respecto del Presidente de la República, la jurisprudencia 
constitucional ha entendido que la potestad reglamentaria es "una facultad 
constitucional propia del Presidente de la República que lo autoriza para expedir 
normas de carácter general destinadas a la ejecución y cumplimiento de la ley".  
En este mismo sentido el Consejo de Estado ha señalado:  
La facultad reglamentaria, que la Constitución le reconoce al poder ejecutivo, es 
una facultad gobernada por el principio de necesidad, que se materializa 
justamente en la necesidad que en un momento dado existe de detallar el 
cumplimiento de una ley que se limitó a definir de forma general y abstracta 
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determinada situación jurídica. Entre más general y amplia que haya sido la 
regulación por parte de la ley, más necesidad hay de la reglamentación en cuanto 
que este mecanismo facilitará la aplicación de la ley al caso concreto. A contrario 
sensu, cuando la ley ha detallado todos los elementos necesarios para aplicar esa 
situación al caso particular no hay necesidad de reglamentos. Es evidente que el 
control judicial que recae sobre el reglamento debe cuidar que la función 
reglamentaría no sobrepase ni invada la competencia del legislativo, en el sentido 
de que el reglamento no puede ni desfigurar la situación regulada por la ley ni 
hacerla nugatoria ni extenderla a situaciones de hecho que el legislador no 
contempló. Si el reglamento preserva la naturaleza y los elementos fundamentales 
de la situación jurídica creada por la ley, bien puede este instrumento propio del 
ejecutivo detallar la aplicación de la ley al caso mediante la estipulación de todo lo 
concerniente al modo como los sujetos destinatarios de la ley la deben cumplir.  
La potestad reglamentaria es la producción de un acto administrativo que hace 
real el enunciado abstracto de la ley para encauzarla hacia la operatividad efectiva 
en el plano de lo real. Tal facultad se concreta en la expedición de las normas de 
carácter general que sean necesarias para la cumplida ejecución de la ley. [ ... ] 
Toda facultad de regulación que tenga como contenido expedir normas para la 
cumplida ejecución de las leyes, pertenece, en principio, por atribución 
constitucional, al Presidente de la República, sin necesidad de que la ley así lo 
determine en cada caso. Dentro del sistema de fuentes de nuestro ordenamiento 
jurídico, la potestad reglamentaria tiene un lugar propio. Por virtud de ella el 
Presidente de la República expide normas de carácter general, subordinadas a la 
ley y orientadas a permitir su cumplida aplicación. [ ... ] Al margen de lo anterior, 
debe decirse que la potestad reglamentaria es instrumental. Su ejercicio tiene 
como finalidad agregar los procedimientos, órdenes o circunstancias que permitan 
la cumplida ejecución de las leyes, con el fin de dar vida práctica a la ley".  
Y en otra decisión esa misma corporación agregó:  
"La potestad reglamentaria es una función administrativa atribuida por la 
Constitución Política al Gobierno Nacional, para la correcta y cumplida ejecución 
de las leyes [ ... ] Con todo, la facultad reglamentaria no es absoluta, pues, como 
lo ha sostenido la Sala, encuentra su límite y ámbito de acción en la Constitución 
Política y en la ley, a las cuales debe sumisión y respeto, es decir, está sujeta y 
limitada al orden jurídico superior y, por tanto, no puede desconocer sus 
preceptos, ni suprimirlos, restringirlos, alterarlos, ampliarlos, adicionarlos o 
modificarlos, porque ello entrañaría invadir la órbita constitucional de competencia 
del Legislador.   
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Así, entonces, es claro que la potestad reglamentaria es exclusiva del Presidente 
de la República y que ésta no es más que un instrumento para la ejecución 
material de la ley.  
En segundo lugar, se tiene que los Ministros están facultados para proferir 
regulaciones específicas en los campos que se han asignado a sus carteras. Y 
esta regulación, naturalmente, tiene una jerarquía inferior a la potestad 
reglamentaria de la cual es titular el Presidente de la República, pues es claro que 
el Presidente tiene la calidad constitucional de suprema autoridad administrativa 
(art. 189 C.P.), mientras que los Ministros tan sólo son jefes de la administración 
pero en su respectiva dependencia y, por esta razón, se encuentran sujetos a la 
dirección del Presidente (art. 208 C.P.)  
Por consiguiente, y como lo ha reconocido la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, la facultad de regulación de estos órganos principales de la 
administración tiene unos límites específicos dado que "la tarea de los Ministerios 
consiste en desarrollar funciones previamente determinadas en la Legislación y en 
el Reglamento por lo que en relación con la posibilidad de regulación que les 
asiste, su competencia es de orden residual y sus atribuciones de regulación 
ostentan un carácter subordinado a la potestad reglamentaria del Presidente de la 
República así como atañen únicamente al ámbito de su respectiva especialidad.  
Ahora bien, contraviniendo lo anterior se advierte que la Resolución 1216 de 2015, 
aquí demandada, establece en su artículo 1º (objeto) que por medio de la presente 
resolución se imparten directrices para la conformación y funcionamiento de los 
Comités Científico-interdisciplinarios para el Derecho a Morir con Dignidad, los 
cuales actuarán en los casos y en las condiciones definidas en las sentencias C-
239 de 1997 y T-970 de 2014" (negrillas fuera del texto). Esto, cuando las 
directrices no son otra cosa que el "conjunto de instrucciones o normas generales 
para la ejecución de algo, es decir, que suponen una suerte de actividad 
reglamentaria cuyo objeto irreglamentable en este caso sería precisamente las 
Sentencias C-239 de 1997 y T-970 de 2014.  
Por lo tanto, partiendo de esta base la falta de competencia es evidente en tanto 
que con el acto administrativo demandado el Ministerio de Salud no está 
desarrollando ni una ley ni un reglamento expedido con fundamento en la potestad 
reglamentaria del Presidente de la República, pues una sentencia judicial no es ni 
lo uno ni lo otro.  
Y es que desde una perspectiva estrictamente legal las funciones de los 
Ministerios no tienen ninguna relación con la posibilidad de establecer directrices 
respecto de sentencias judiciales. Tanto que, sobre el punto, el artículo 59 de la 
Ley 489 de 1998 prevé las siguientes funciones de los ministerios, señalando 
expresamente que estos le corresponde:  
  
103 
"a) Ejercer, bajo su propia responsabilidad, las funciones que el Presidente de la 
republica les delegue o la ley les confiera y vigilar el cumplimiento de las que por 
mandato legal se hayan otorgado a dependencias del Ministerio, así como de las 
que se hayan delegado en funcionarios del mismo; b) Participar en la orientación, 
coordinación y control de las superintendencias, entidades descentralizadas y 
sociedades de economía mixta, adscritas o vinculadas a su Despacho, conforme a 
las leyes y a los respectivos estatutos; c) Dirigir y orientar la función de planeación 
del sector administrativo a su cargo; d)Revisar y aprobar los anteproyectos de 
presupuestos de inversión y de funcionamiento y el prospecto de utilización de los 
recursos del crédito público que se contemplen para el sector a su cargo; e) Vigilar 
el curso de la ejecución del presupuesto correspondiente al Ministerio; f) Suscribir 
en nombre de la Nación y de conformidad con el Estatuto General de Contratación 
y la Ley Orgánica de Presupuesto, los contratos relativos a asuntos propios del 
Ministerio previa delegación del Presidente de la República; g) Dirigir las funciones 
de administración de personal conforme a las normas sobre la materia; h) Actuar 
como superior inmediato, sin perjuicio de la función nominadora, de los 
superintendentes y representantes legales de entidades descentralizadas 
adscritas o vinculadas. PARAGRAFO. La representación de la Nación en todo tipo 
de procesos judiciales se sujetará a lo dispuesto en el Código Contencioso 
Administrativo y a las disposiciones especiales relacionadas". 
Por lo tanto, como puede advertirse, las funciones generales de los Ministerios no 
comprenden la de reglamentar sentencias judiciales porque éstas no son materia 
objeto de reglamentación, toda vez que ni siquiera la potestad reglamentaria del 
Presidente de la República puede tener como objeto irreglamentable una 
sentencia judicial. De hecho, precisamente sobre este punto ya ha señalado el 
Consejo de Estado en sentencia de unificación de Jurisprudencia, lo siguiente:  
"Cuando el Gobierno Nacional invoca las competencias que le otorga el artículo 
189, numeral 11, de la Constitución Política, necesariamente tiene que haber 
previamente una ley o un decreto ley que reglamentar, a fin de cumplir con el 
mandato constitucional de ayudar a la "cumplida ejecución de las leyes". La 
facultad reglamentaria que dispone esta norma constitucional no puede ejercerse 
en abstracto, ni frente a actos jurídicos distintos de las leyes o decretos leyes. 
Como no había ley para reglamentar, o por lo menos no se indicó, llegándose al 
punto de estar reglamentando una sentencia judicial, se configuró una indebida 
injerencia en la autonomía de la rama judicial”.  
En consecuencia, dado que ni siquiera el Presidente de la República en su calidad 
de suprema autoridad administrativa y único titular de la potestad reglamentaria 
(art 189-11 C.P.) puede reglamentar una sentencia judicial, a priori los Ministros 
tampoco pueden hacerlo, teniendo en cuenta que ellos no ostentan potestad 
reglamentaria ni tienen tampoco la calidad de suprema autoridad administrativa. O 
  
104 
para decirlo en palabras de la misma Sección primera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo con motivo de un caso semejante al que aquí nos 
ocupa: "la potestad reglamentaria recae en el Presidente de la República, quien, 
en este caso, con el Ministro de Salud, conforman el Gobierno Nacional, y aun así, 
éste tiene un límite para el ejercicio de tal potestad, en cuanto no puede exceder el 
espíritu de la norma que reglamenta , y es que, de otra parte, el propio Consejo de 
Estado también ha reconocido que la ausencia de norma constitucional o legal que 
asigne una determinada competencia a un organismo de la administración supone 
un vicio que afecta la legalidad de sus actos. De hecho, esa misma Sección 
Primera en sentencia de unificación determinó que: "De la cuidadosa, atenta y 
pormenorizada lectura de las disposiciones de orden constitucional, legal, 
reglamentario, al igual que de los actos administrativos y las sentencias de la 
Corte Constitucional a que se hace referencia en los actos acusados, para 
sustentar en ellos las recomendaciones, órdenes, deberes y advertencias allí 
contenidas, cuya transcripción se omite en aplicación del principio de economía 
procesal, la Sala encuentra que en parte alguna de dicha normativa, y menos en 
las referidas providencias, se contempla la asignación u ordenamientos de 
competencia a la SNS para regular servicios de salud, además, no puede 
perderse de vista que sus funciones están referidas y limitadas por la Ley con 
fines de inspección, vigilancia y control de las entidades prestadoras de servicios 
de salud que se encuentran en la órbita del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud. De acuerdo con lo anterior, para la Sala es meridianamente claro que la 
SNS carece en absoluto de facultades para regular la materia a que se contraen 
los actos acusados, pues, se reitera, ninguna norma superior le ha atribuido 
competencia para emitir reglamentaciones cuya finalidad se encamine al 
cumplimiento de funciones distintas de las que le han sido asignadas por ley o 
como producto de la potestad reglamentaria del Presidente de la República", 
ahora bien, a todo esto podría responderse arguyendo que con la resolución 
acusada el Ministerio de Salud solo está cumpliendo la orden que se le hizo en la 
Sentencia T-970 de 2014. Sin embargo, al respecto es importante destacar que: (i) 
en ningún caso se pueden atribuir a los Ministerios funciones que comprendan la 
reglamentación de una providencia judicial, ni siquiera cuando así los disponga la 
Corte Constitucional; y (ii) que, incluso sin perjuicio de lo anterior, en este caso el 
Ministerio de Salud incluso rebasó la orden dada por la Corte Constitucional, pues 
ésta no comprende la regulación de procedimientos, Consejo de Estado. Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Primera. Consejera ponente: María 
Elizabeth García González. Bogotá, D.C., veintitrés (23) de mayo de dos mil trece 
(2013). Radicación número: 2012-00017-00 del Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejera ponente: María Elizabeth 
García González. También se afirma que esa sentencia es de unificación porque 




Así, el artículo 8 de la Ley 1751 de 2015, al referir el alcance del derecho a la 
salud, refiere: Artículo 8º. La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud 
deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la 
enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, 
del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. 
Mientras que, en el mismo sentido, el artículo 15 de la misma codificación define 
las prestaciones de salud, así: Artículo 15. Prestaciones de salud. El Sistema 
garantizará el derecho fundamental a la salud a través de la prestación de 
servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, 
que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la 
enfermedad y rehabilitación de sus secuelas. Por lo anterior, todas las normas 
competenciales citadas en la resolución acusada (de rango inferior a la Ley 
Estatutaria), no pueden interpretarse en una forma distinta a la prevista en la Ley 
Estatutaria, es decir, como prestaciones o regulaciones que materialicen alguno 
de tales componentes de promoción de la salud o de prevención, cura o paliación 
de la enfermedad. Por ejemplo, el artículo 4 de la Ley 1438 de 2011 señala que al 
Ministro corresponde "la dirección, orientación y conducción del Sector Salud [... ] 
Como órgano rector de dicho sector", asunto que le obliga a tomar todas las 
medidas para garantizar la prevención, paliación y cura de la enfermedad, y le 
excluye de aquellas medidas que tengan otra finalidad, como por ejemplo aquellas 
tendientes a provocar la muerte. Esto último, sobre todo cuando la misma 
Constitución, en sus artículos 11 y 49, de una parte establece claramente que "el 
derecho a la vida es inviolable" y, de otra, ordena garantizar "a todas las personas 
el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud" y 
establece expresamente que "[t]oda persona tiene el deber de procurar el cuidado 
de su salud y de su comunidad" (subrayado fuera del texto). Igualmente, los 
artículos 4° de la Ley 1438 de 2011 y 2° del Decreto Ley 4107 de 2011, 
referenciados como sustento competencia de la resolución acusada, tampoco 
permiten algo distinto a dar salud, como lo sería suministrar la muerte. Y, 
finalmente, el numeral 3 artículo 173 de la Ley 100 de 1993 permite al Ministro de 
Salud "expedir las normas administrativas de obligatorio cumplimiento para las 
entidades promotoras de salud, por las instituciones prestadoras de servicios de 
salud del sistema general de seguridad social en salud y por las direcciones 
seccionales, distritales y locales de salud", es decir, le autoriza para regular las 
prestaciones de salud, y ello conforme a lo dispuesto en la Constitución y en la 
Ley Estatutaria de Salud. Para la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION 
igualmente, los artículos 4° de la Ley 1438 de 2011 y 2° del Decreto Ley 4107 de 
2011, referenciados como sustento competencia de la resolución acusada, 
tampoco permiten algo distinto a dar salud, como lo sería suministrar la muerte. , 
finalmente el numeral 3 artículo 173 de la Ley 100 de 1993, permite al Ministro de 
Salud "Expedir las normas administrativas de obligatorio cumplimiento para las 
entidades promotoras de salud, por las instituciones prestadoras de servicios de 
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salud del sistema general de seguridad social en salud y por las direcciones 
seccionales, distritales y locales de salud", es decir, puede regular las 
prestaciones de salud, y ello conforme la Ley Estatutaria. Por todo lo anterior, si en 
el acto acusado se encuentran regulaciones que no tengan por objeto la 
promoción de la salud, o la prevención, paliación o cura de la enfermedad, por 
más administrativas que sean, estas necesariamente desbordan las competencias 
del Ministro de Salud y, por ende, implican asuntos diferentes a los que legal y 
constitucionalmente éste está autorizado para regir. Al mismo tiempo que un 
desbordamiento de tales competencias implicará una infracción de las normas 
superiores en que debe fundarse el acto administrativo, por cuanto su 
fundamentación legal es corresponden con reglamentaciones que tengan a la 
salud como objeto. Pues bien, vista la resolución acusada se encuentra que el 
objeto de la resolución es impartir "directrices para la conformación y 
funcionamiento de los Comités Científico-interdisciplinarios para el Derecho a 
Morir con Dignidad, los cuales actuarán en los casos y en las condiciones 
definidas en las sentencias C-239 de 1997 y T-970 de 2014". í, nótese que por 
muy técnica que parezca la regulación, por tratarse de la creación de unos 
comités, lo cierto es que éstos no tienen ninguna función de prevención, paliación 
o curación. de la enfermedad, sino que su función es participar en la realización 
del derecho a morir con dignidad, es decir, la terminación de la vida, objeto que 
según la Ley Estatutaria de Salud, no hace parte de lo que se entiende por salud. 
Así, nótese que por muy técnica que parezca la regulación, por tratarse allí la 
creación de ciertos comités, lo cierto es que éstos no tienen ninguna función de 
prevención, paliación o curación de la enfermedad, sino que su función es 
participar en la realización del derecho a morir con dignidad, es decir, la 
terminación de la vida, objeto que según la Ley Estatutaria de Salud, no hace 
parte de lo que se entiende por salud. En este sentido, debe resaltarse que el 
suministro de la muerte no puede confundirse con un servicio de salud, ni siquiera 
con el denominado paliación, como quiera que ésta concepto implica el suministro 
de las prestaciones que tienen por fin mejorar la calidad de vida del paciente, 
hasta la muerte natural, tal y como se define en el artículo 4 de la Ley 1733 de 
2014, cuando se señala: "Cuidados Paliativos. Son los cuidados apropiados para 
el paciente con una enfermedad terminal, crónica, degenerativa e irreversible 
donde el control del dolor y otros síntomas, requieren, además del apoyo médico, 
social y espiritual, de apoyo psicológico y familiar, durante la enfermedad y el 
duelo. El objetivo de los cuidados paliativos es lograr la mejor calidad de vida 
posible para el paciente y su familia. La medicina paliativa afirma la vida y 
considera el morir como un proceso normal". Así las cosas, el objeto de la 
resolución demandada y, por ello, todas las regulaciones administrativas que allí 
se hacen, desbordan el objeto de la salud para inscribirse, por el contrario, en el 
campo de prestaciones que no implican la promoción de la salud, la prevención, 
paliación o cura de la enfermedad, y que, en cambio, tienen por finalidad el 
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suministro de la muerte voluntaria, lo cual claramente excede la competencia de la 
cartera de salud. Por lo tanto, se encuentra que existe claramente un 
desbordamiento de la competencia de reglamentación del Ministerio y, además, 
una infracción de las normas superiores en que debe fundarse, ya que no hay 
competencia para regular los procedimientos para terminar la vida y las 
disposiciones existentes e invocadas en el mismo acto acusado sólo permiten 
prescribir procedimientos o técnicas con un fin diametralmente opuesto. De otra 
parte, debe llamarse la atención que sobre el hecho de que en la Resolución 
existe una capítulo que pretende regular el "Procedimiento para hacer efectivo el 
derecho a morid con dignidad' (Capítulo 111), cuando incluso la misma Sala 
Novena de Revisión de la Corte Constitucional, por medio del auto que se profirió 
con ocasión de la solicitud prórroga del plazo del Ministerio de Salud, 
expresamente señaló que ese Ministerio no podía regular la eutanasia en forma 
definitiva y, por el contrario, únicamente debía sugerir un protocolo médico 
netamente científico. En sus propias palabras: "Como se puede apreciar, esta es 
la reglamentación provisional fijada por la Corte hasta tanto, el Congreso, con 
base en los dos precedentes sobre muerte digna, regule el tema. De esta forma, 
no es el Ministerio el encargado de fijar un procedimiento relacionado con el 
derecho a la muerte digna, pues ello tiene reserva estatutaria. Por el contarlo, las 
órdenes emitidas al Gobierno son de carácter administrativo. Así, debe, por una 
parte, implementar una directriz para que los Comités referidos en esta decisión 
puedan operar en todo el país, y por otra, elaborar un protocolo médico de 
carácter netamente científico como sugerencia para los médicos que se enfrente a 
la garantía de este derecho. Este último protocolo es un tema médico".   
Naturalmente, debe llamarse la atención sobre el hecho de que el acto acusado no 
señala en forma alguna cómo se van a practicar las eutanasias y tampoco indica o 
establece cuáles serán los procedimientos farmacéuticos o quirúrgicos que se 
podrán y deberán utilizar para provocar la "muerte digna" de los pacientes. Una 
omisión que, al menos en parte, puede explicarse en el simple hecho de que en 
Colombia no existe ningún medicamento o procedimiento cuyo uso esté avalado o 
autorizado como idóneo para provocar la muerte, por cuanto lo no hace parte del 
derecho a la salud. En efecto, en concordancia con las normas aquí se han citado 
de la Ley estatutaria sobre el derecho a la salud, la Comisión Revisora, Sala 
especializada de Medicamentos y Productos Biológicos, del Instituto Nacional 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos-INVIMA ha dicho, por ejemplo, que "[Da 
concepción de la medicina y el medicamento es, en principio, procurar y mantener 
la vida, no destruirla". En suma, el acto administrativo es nulo por cuanto el objeto 
que regula trata sobre finalización de la vida, y especialmente el componente 
relacionado a la libertad para disponer sobre ella, lo que significa que, en 
consecuencia, no regula nada del derecho a la salud. Y también lo es por cuanto 
la Sentencia C- 239 de 1997 no cataloga la eutanasia como de un servicio de 
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salud y, mucho menos como uno de obligatoria prestación, sino que se refiere a la 
piedad (causal de justificación) de los galenos, no porque considere que la 
eutanasia sea un servicio de salud, sino porque considera que únicamente ellos 
podrían ostentar la doble condición de sentir esta piedad y, al mismo tiempo, 
poder verificar con objetividad la situación del salud que solicita la llamada "muerte 
digna". 
La Falta de competencia es una infracción de las normas superiores en que debía 
fundarse por haber regulado temas privativos del legislador, y del legislador 
estatuario, como el derecho a la vida y la objeción de conciencia. Además de todo 
lo dicho, el desborde de las competencias del Ministro es tal que la Resolución 
acusada invade terrenos que corresponden privativamente al legislador y, más 
aún, al legislador estatutario. Así, mientras los artículos 6º y 121 constitucionales 
señalan que los servidores públicos son responsables por la "extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones" y "ninguna autoridad podrá ejercer funciones distintas 
de las que le  atribuyen la Constitución y Ja ley". Se tiene que el artículo 208 solo 
permite al Ministro regular aspectos relacionados con la salud, y que los 4° de la 
Ley 1438 de 2011 y 2° del Decreto Ley 41 de 2011, y el numeral 3 artículo 173 de 
la Ley 100 de 1993 -en los que se funda la competencia del acto acusado-, solo le 
habilitan para reglamentar temas propios de la salud y no de otros derechos como 
la vida o la objeción de conciencia, debe resaltarse que se viola la Constitución y 
la Ley, cuando el ministro expide, por resolución, reglamentaciones que deben ser 
efectuadas por el procedimiento legislativo especial, previsto en el artículo 13 
superior, para los temas establecidos en el  artículo 152 de la Constitución.  
A) La resolución regula aspectos privativos del derecho a la vida una de las 
prerrogativas subjetivas más importantes de nuestro ordenamiento jurídico. Lo 
anterior, por ser éste el único de los derechos fundamentales que el Constituyente 
optó por llamar "inviolable" (artículo 11 superior). Con ello no se quiere decir que 
los otros sí puedan desconocerse sino que el derecho a la vida goza de una 
especial protección que, en términos competenciales, se traduce en una menor 
libertad de configuración o de disposición. Lo anterior, cuando se regulan asuntos 
relacionados con los componentes del derecho a la vida, como lo es el momento 
de su terminación o la posibilidad de disponer de ella, nos encontramos frente a un 
asunto que implica uno de los elementos estructurales de este derecho, por lo que 
su reglamentación corresponde obligatoriamente a asunto privativo del legislador 
estatutario, según lo dispuesto en el artículo 152 constitucional. Así mismo, el 
derecho a la vida posee otros aspectos periféricos, como la protección que se le 
confiere a través del aparato punitivo y en respecto de tales aspectos solo el 
legislador puede penalizar o despenalizar conductas y procedimientos que tengan 
por objeto salvaguardad dicho bien jurídico. 
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De hecho, teniendo en cuenta la doble dimensión, ordinaria y estatutaria, la Corte 
Constitucional ha sido clara en establecer que la eutanasia corresponde a un 
asunto que global y privativamente debe ser reglamentado por el del legislador en 
todos sus aspectos, precisamente por implicar la disposición sobre el núcleo 
esencial del derecho a la vida, y los medios de protección punitiva sobre la misma. 
Así las cosas, como la Resolución demandada invade astas dos esferas, esto es, 
tanto la regulación de conductas tratadas por el derecho penal y los elementos 
estructurales del derecho a la vida, de donde se concluye que en ésta se presenta 
un exceso de parte del Ministerio en el ejercicio de su competencia, al mismo 
tiempo que una contravención de las normas superiores. En efecto, los artículos 
106 y 107 de la Ley 599 penalizan el homicidio por piedad o la ayuda al suicidio. 
Es decir, de acuerdo con estas normas toda persona que produzca la muerte por 
piedad, o que por piedad ayude a otro a quitarse la vida comete un delito, no 
obstante, en la Sentencia C-239 de 1997 la Corte Constitucional señaló que el 
Estado no puede oponerse mediante la imposición de sanciones de tipo penal al 
deseo de la persona que, padeciendo un intenso sufrimiento por una enfermedad 
terminal, manifiesta libremente su decisión de finalizar prematuramente su vida, 
motivo por el cual concluyó que la eutanasia practicada libremente por el médico 
tratante y por piedad, se inscribe como una causal de justificación para el tipo 
penal de homicidio por piedad sin embargo, con ello no se dijo en forma alguna 
que todo asesinato por piedad o que toda ayuda al suicidio esté permitida, y 
menos aún se dijo que la Eutanasia pudiera ser exigida obligatoriamente por las 
personas que no desean seguir viviendo. Por el contrario, la misma Corte 
Constitucional refirió que, a pesar de la despenalización efectuada, la Fiscalía 
tenía el deber de investigar todo homicidio por piedad a efectos de determinar si 
efectivamente se habían configurado los presupuestos excluyentes de 
responsabilidad referidos establecidos en esa sentencia. En sus propias palabras: 
La Corte considera que mientras se regula el tema, en principio, todo homicidio 
por piedad de enfermos terminales debe dar lugar a la correspondiente 
investigación penal, a fin de que en ella, los funcionarios judiciales, tomando en 
consideración todos los aspectos relevantes para la determinación de la 
autenticidad y fiabilidad del consentimiento, establezcan si la conducta del médico 
ha sido o no antijurídica, en los términos señalados en esta sentencia. Además, 
encontrando que el legislador es el responsable de establecer las normas penales, 
allí la Corte exhortó al Congreso a reglamentar "el tema de la muerte digna", 
situación que permite entrever, más allá de toda duda, que los elementos 
necesarios para establecer los requisitos y procedimientos para que la eutanasia 
no sea punible deben ser establecidos privativamente por el legislador, 
competencia que no pueden ser usurpada por las autoridades administrativas. 
Desde tal perspectiva, lo ordenado por el Ministerio de Salud en la Resolución 
acusada implica la exigencia o imposición de conductas que se encuentran 
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tipificadas, como lo es caso del homicidio e incluso del homicidio por piedad. En 
otras palabras, si la eutanasia únicamente se encuentra despenalizada para el 
médico que la práctica por piedad (Sentencia C-239 de 1997), y bajo 
determinadas condiciones, debe preguntarse el Consejo de Estado si la resolución 
demandada, no está obligando a participar en la comisión de un delito a personas 
para las cuales no está despenalizada su conducta. O, peor aún, debe 
preguntarse si la Resolución, en lugar de reglamentar una prestación técnica, está 
ampliando una causal de justificación a otros sujetos no previstos ni legal ni 
jurisprudencialmente (piénsese en quienes no son médicos, como es el caso del 
personal administrativo, en las personas jurídicas, en los profesionales de salud 
que son el médico tratante o, en general, en todos aquellos a quienes el Ministerio 
involucra con esta conducta sin ni siquiera exigirles nada con respecto a la 
piedad). En  efecto, basta con ver el objeto de la resolución (art. 1), que es impartir 
las directrices para la conformación y funcionamiento de los comités científico-
interdisciplinarios para "el derecho a morir con dignidad", para advertir que en el 
acto acusado el Ministerio dispone sobre las condiciones para acceder al "derecho 
a morir con dignidad", asunto que se corresponde con el exhorto de la Sentencia 
C-239 de 1997 y, por ello, invade la competencia del legislador, al mismo tiempo 
que toca la amplitud de una causal de justificación penal, transgrediendo así los 
artículos 106 y 107 del Código Penal. 
Nótese igualmente que a pesar que la piedad era el pilar fundamental de la 
decisión adoptada en la sentencia C-239 de 1997, hasta el punto de que esa 
palabra se repite 39 veces en el texto de esa decisión, en la Resolución acusada 
desaparece por completo y no se menciona ni siquiera una sola vez - aun cuando 
ésta dice impartir las directrices para que se actué en los casos y en las 
condiciones definidas también en la sentencia C-239 de 1997, al mismo tiempo 
que claramente resulta contradictorio que el acto administrativo acusado pretenda 
imponer a todos los actores del sistema de salud, así como sus empleados, que 
tengan esa "piedad" como una obligación, cuando precisamente el motivo 
subjetivo de antijuridicidad era la piedad libre y no la conminación legal, desde tal 
perspectiva, como la Resolución en su totalidad tiene por finalidad constreñir a la 
participación en una conducta que tiene por fin terminar con la vida de alguien y ya 
no por el móvil de la piedad, resulta que a través de ésta se estaría obligando a 
algunas personas a participar en procedimientos típicos no despenalizados ni por 
el legislador ni por la Corte Constitucional, habiéndose invadido así la competencia 
del legislador ordinario respecto al derecho a la vida. De otro lado, la invasión de 
competencias resulta ser mucho más grave por cuanto implica la usurpación de 
competencias no solo del legislador ordinario sino también del estatutario, por 
cuanto consiste en tornar en obligatoria una prestación que tiene por fin terminar la 
vida. En efecto, resulta pertinente recordar que cuando la Corte Constitucional 
resolvió las objeciones presidenciales sobre la Ley 1733 de 2014 o Ley Devis 
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Saavedra, "mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el 
manejo integral de pacientes con enfermedades terminales, crónicas, 
degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto 
en la calidad de vida", la Corte Constitucional estableció cual es el componente de 
la eutanasia reservado al legislador estatutario. Así, por medio de la Sentencia C-
233 de 2014 (M.P. Alberto Rojas) derecho a la vida o conminando ciertos 
procedimientos para hacerlo, es claro que el Ministro invadió la esfera del 
legislador estatutario. En efecto, al revisar el acto acusado se encuentra que en su 
integridad tiene objeto asignar obligaciones a médicos y otras personas con el fin 
que evalúen cuando puede ponerse fin a la vida de una persona. En tal sentido, 
señala la muerte como una prestación obligatoria cuando un paciente terminal (art. 
2 del acto acusado) lo pida y los referidos comités lo avalen. A partir de lo anterior, 
se evidencia que la Resolución acusada invadió las competencias privativas del 
Legislador Estatutario. Finalmente, debe llamarse la atención de la Sala sobre lo 
contradictorio que sería que, al mismo tiempo que, por decisión de la Corte 
Constitucional, el derecho de petición no puede regularse por parte de una ley 
ordinaria precisamente por cuanto ello supone invadir la competencia del 
legislador estatutario, al mismo tiempo se permitiera que una mera reglamentación 
administrativa si pudiera regular nada más y nada menos que una faceta del 
derecho a la vida como sería el denominado "derecho a morir con dignidad". La 
resolución regula aspectos privativos del derecho a la objeción de conciencia. 
Resolución demandada no solo obliga a los comités que en ésta se crean a 
autorizar en qué casos puede ponerse fin a la vida de un paciente, entendiendo 
esto como un servicio de prestación obligatoria (artículo 734) sino que, además 
sustrae del derecho a objetar en conciencia a los "encargados de intervenir en el 
procedimiento para hacer efectivo el derecho a la muerte digna" (artículo ·1 s ) sin 
embargo, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional la objeción de conciencia 
es un derecho fundamental que únicamente puede ser regulado por el legislador 
estatutario. Y en ese sentido la Corte Constitucional ha exhortado a efectuar 
regulaciones legislativas al respecto en distintas ocasiones como, por ejemplo, en 
la Sentencia C-728/09 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). Por lo tanto, la 
Resolución ignora tal situación y sustrae de la objeción de conciencia a todas las 
IPS, al mismo tiempo que ordena que siempre deban existir médicos no objetores 
de conciencia para practicar el procedimiento, tal y como lo ordena el artículo 12.5 
del acto acusado. Incluso, para hacer esto en la Resolución acusada el Ministerio 
parece entender que existe una línea jurisprudencial constitucional decantada 
sobre este tema, pues en su artículo 12.5 señala que "De acuerdo con la 
jurisprudencia constitucional, en ningún caso la JPS podrá argumentar la objeción 
de conciencia institucional'. Sin embargo, no es cierto que tal línea jurisprudencial 
decantada exista. Muy al contrario, al respecto resulta muy ilustrativo el 
salvamento de voto de Juan Carlos Henao, a la Sentencia T-388 de 2009 quien, 
con motivo de esta misma discusión pero con respecto a la práctica del aborto 
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para los casos despenalizados en la Sentencia C-355 de 2006, además de señalar 
de que no existe una línea jurisprudencial clara que indique que no existe la 
objeción de conciencia para las personas jurídicas, sostuvo que, en su criterio, la 
supresión de objeción de conciencia institucional resulta ser una violación al 
derecho de asociación. En sus propias palabras: "La mayoría de la Sala compartió 
la tesis según la cual la prohibición de la objeción de conciencia institucional tuvo 
origen en la sentencia C-355106, con base en la siguiente expresión: "Cabe 
recordar además, que fa objeción de conciencia no es un derecho del cual son 
titulares las personas jurídicas, o el Estado. Solo es posible reconocerlo a 
personas naturales, de manera que no pueden existir clínicas, hospitales, centros 
de salud o cualquiera que sea el nombre con que se les denomine, que presenten 
objeción de conciencia a la práctica de un aborto cuando se reúnan las 
condiciones señaladas en esta sentencia." Este mismo extracto se reitera en otras 
decisiones jurisprudenciales. Sin embargo, tanto en la primera como en las 
segundas sentencias no hubo una argumentación sobre tan importante tema. No 
se puede concluir entonces, que existe una postura decantada con relación a la 
prohibición de la objeción de conciencia institucional o de persona jurídica en la 
jurisprudencia constitucional colombiana. Simplemente se ha dado por cierta una 
afirmación que se repite en ciertos fallos, a pesar de que no se ha argumentado 
debidamente sobre este problema jurídico. Aunado a que este tema no fue 
discutido por la Sala Plena durante la elaboración de la sentencia C-355 de 2006, 
en la presente sentencia tampoco se argumentó lo suficiente sobre el mismo. [ ... ] 
La decisión que adoptó la mayoría de la Sala no tuvo en cuenta interesantes 
elementos de juicio que otorga el derecho comparado y que, mínimo, de haber 
sido analizados, hubieren permitido profundizar en tan importante tema. En efecto, 
como se verá a continuación a nivel de ejemplo, en Francia y en Estados Unidos 
de Norteamérica, en los que está permitida la interrupción voluntaria del 
embarazo, se autoriza a las instituciones prestadoras de salud privadas, cuyo 
fundamento ideológico sea confesional o religioso, a que se abstengan en algunas 
circunstancias de practicar la interrupción voluntaria del embarazo. [ ... ] Al 
sintetizar el régimen constitucional, la construcción jurisprudencial y su referencia 
al bloque de constitucionalidad, se puede afirmar que la libertad de conciencia es 
la facultad que tienen las personas de actuar, profesar y difundir sus convicciones 
tanto de manera individual como colectiva. En virtud de esa disposición las 
personas tienen la facultad de asociarse con distintos propósitos acorde al 
desarrollo de estas convicciones. Correlativamente, el Estado tiene el deber de 
velar por el cumplimiento de dicho derecho, cuando se exprese de manera 
individual o de manera colectiva. En desarrollo de este derecho las personas 
pueden fundar clínicas privadas cuyo cometido fundamental sea profesar o 
difundir determinado credo o religión. Si bien las prácticas médicas de estos 
centros se desarrollarán conforme al estado del arte en materia clínica para 
proteger el derecho a la salud, los móviles que impulsarán dicha actividad son 
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fundamentalmente religiosos, con el propósito de difundir determinado credo o 
convicción. En razón de ello, sólo si es indispensable el Estado debe exigir un 
comportamiento contrario a dichas convicciones, porque también es un 
compromiso del Estado la salvaguarda de estas bases morales o éticas. [ .. ] Con 
la decisión que adoptó la mayoría de la Sala se afectó el derecho de asociación. 
Se desconoció, a mi juicio, que las asociaciones de personas tienen convicciones 
ideológicas, políticas, morales, éticas, filosóficas o económicas que justifican su 
vinculación a determinado tipo de organización. Son fines precisos los que se 
pretenden al vincularse a ciertas agrupaciones, que el ordenamiento jurídico debe 
salvaguardar. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, las 
personas naturales no son las únicas que actúan para lograr la consecución de 
fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, 
etc. Las personas jurídicas, en virtud del derecho de asociación, tienen también el 
derecho de promulgar una concepción ideológica particular referida al asunto que 
amerita su asociación. La prohibición de la objeción de conciencia institucional, 
deviene en la negación jurídica de las convicciones ideológicas o filosóficas que 
sustentan ciertas asociaciones o comunidades de personas. Con esta 
determinación se niega la pluralidad de pensamiento e ideas, con lo cual en 
últimas, se afecta el pluralismo que es uno de los fundamentos de la democracia y 
de los estados constitucionales modernos. Cuando la Constitución reconoce que 
la libertad religiosa se puede ejercer de manera colectiva, enuncia la posibilidad de 
asociarse con propósitos religiosos para difundir determinado credo o religión. Es 
usual que dentro de los propósitos misionales de cierta comunidad religiosa se 
contemple la opción de difundir su fe mediante la prestación de servicios de salud, 
los cuales se orientarán por los dictados ideológicos de esa determinada 
comunidad religiosa. Exigirle a una comunidad religiosa que presta servicios de 
salud, en cuyos cánones se proscribe la interrupción voluntaria del embarazo, a 
practicar este procedimiento en todo momento, bajo toda circunstancia y cuando 
otro operador puede practicar el procedimiento, niega la libertad religiosa de esta 
asociación. La jurisprudencia constitucional ha definido al pluralismo como 
principio fundamental del Estado Social de Derecho. La relación entre el 
ordenamiento jurídico y aquella comunidad religiosa que preste servicios de salud, 
en desarrollo de sus convicciones morales o ideológicas, está mediada por la 
tolerancia y el respeto de las posturas que la comunidad pregona. Por ese motivo 
se pretende, en la mayor medida posible, que tales nociones ideológicas 
compaginen con los deberes que impone el sistema jurídico a los demás 
prestadores del servicio público de salud. El Estado Social de Derecho aboga por 
la coexistencia de distintas convicciones y nociones sobre la sociedad. En el grado 
de reconocimiento y protección de esta diferencia radica el grado de 
materialización que puede alcanzar el actual modelo de Estado, vigente desde la 
Constitución de 1991. Si a una comunidad religiosa que presta servicios de salud 
se fe obliga a practicar la interrupción voluntaria del embarazo, en todos los casos, 
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se le causaría un perjuicio a las convicciones que motivan la esencia de su 
comunidad. [ ... ] Considero que se vulneran el derecho a la libertad de conciencia, 
a la asociación, a fa libertad religiosa y al pluralismo, si se obliga a las instituciones 
prestadoras de salud privada, cuyo fundamento ideológico sea confesional o 
religioso, a practicar la interrupción voluntaria del embarazo cuando no se trate de 
un caso de urgencia o cuando dicha entidad de salud no sea la única entidad del 
lugar donde se requiera el servicio". 26 además de lo anterior, volviendo 
extralimitación que supone la regulación de esta materia por vía de un acto 
administrativo debe destacarse que el propio Consejo de Estado y, más 
exactamente, esa misma Sala y Sección, en una sentencia muy reciente 
precisamente reconoció que "la objeción de conciencia por su conexidad con la 
libertad de pensamiento que garantiza la Carta Política (artículo 18) constituye un 
derecho fundamental, cuya regulación mediante leyes estatutarias está asignada 
de manera privativa al Congreso de la República por el artículo 152 
Constitucional.”  
 
Adicionalmente, es preciso advertir que las sentencias C-239 de 1997 y T-970 de 
2014, no se refirieren en absoluto al tema de la objeción de conciencia, razón por 
la cual mal podría un acto administrativo demandado pretender regular este 
derecho y, en particular, establecer restricciones para su ejercicio, fundándose en 
la sentencias que ni siquiera tratan este tema. Por consiguiente, resulta obvio que 
el acto acusado regula aspectos propios de un derecho fundamental, porque la 
objeción de conciencia es una manifestación de la libertad de conciencia prevista 
como un derecho fundamental (art. 18 C.P.), mediante la cual es posible resistir a 
"obedecer un imperativo jurídico vacando la existencia de un dictamen de 
conciencia que impide sujetarse al comportamiento prescrito" lo que también 
significa que se trata de un derecho fundamental que en todo caso no puede ser 
desconocido o eliminado por una disposición administrativa. La Resolución 
demandada no solo implica una extralimitación de la facultad de reglamentación 
por el objeto reglamentado, sino por conllevar también una clara intromisión en 
asuntos de reserva de ley y de reserva de ley estatutaria. 
Puntos que se sustentan la regulación del tema de nuestro trabajo, por parte del 
legislador.   
 
